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 “Además de tratarse de una economía del exceso y los desechos, el consumismo 
es también, y justamente por esa razón, una economía del engaño. Apuesta a la 
irracionalidad de los consumidores, y no a sus decisiones bien informadas tomadas 
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El presente trabajo busca efectuar un primer acercamiento al estudio de la 
obsolescencia programada desde el derecho del consumidor peruano, por ser una 
práctica que se ha convertido en una preocupación ciertamente razonable, y que 
ha alcanzado protagonismo, por los constantes casos donde las fallas deliberadas 
de los productos han perjudicado claramente a sus consumidores. 
En efecto, esta práctica cada vez más generalizada en el campo de la electrónica 
de consumo, ha sido la causa principal por la que determinadas legislaciones en el 
mundo han optado por su regulación, a efectos de reducir el impacto negativo que 
genera al brindar productos cuyo tiempo de vida o funcionamiento son reducidos 
deliberadamente, y que terminan por generar un impacto negativo en las decisiones 
de consumo; razón por la que el presente trabajo busca determinar si la práctica 
de la obsolescencia programada puede vulnerar los derechos a la información y 
protección de intereses del consumidor, para brindar una propuesta legislativa 
sobre el tema. 
Para ello, la presente tesis se encuentra estructurada en cuatro capítulos los cuales 
buscan en un primer momento brindar una aproximación teórica a los conceptos 
de obsolescencia programada y electrónica de consumo, para a partir de ello, 
demostrar su existencia e impactos en la sociedad y mercado actual a través de 
casos reales y legislaciones destinadas a su control; para posteriormente 
establecer la afectación o no de los derechos del consumidor respecto a su 
práctica, y con ello, proponer una modificación normativa tomando en cuenta las 
conclusiones recogidas a lo largo del desarrollo de la presente investigación. 
Palabras Clave: Derecho del Consumidor, Obsolescencia Programada, Vida útil 
del producto, Aparato electrónico, Relación de consumo, Derecho de Información, 
Deber de Idoneidad, Garantía de buen funcionamiento, Durabilidad del Producto.
 ABSTRACT 
The present thesis approaches planned obsolescence from the perspective of the 
Peruvian consumer law, recognizing it is a practice that has become a reasonable 
concern, and has reached a certain degree of prominence, due to the numerous 
international cases where deliberate product failures have been proved to harm its 
consumers. 
In effect, this increasingly widespread practice in the field of consumer electronics 
has been the main cause for which certain laws in the world have opted for their 
regulation in order to reduce the negative impact, which it generates when providing 
products whose lifetime or operation are deliberately reduced, and which end up 
generating a negative impact on consumer decisions; The reason why the present 
work seeks to determine if the practice of programmed obsolescence can violate 
the rights to information and protection of consumer interests, to provide a legislative 
proposal aimed at the regulation of the right to information of the useful life of 
electronic devices in the national legal system. 
For this, the present thesis is structured in four chapters which initially seek to 
provide a theoretical approach to the concepts of programmed obsolescence and 
consumer electronics, to from that, demonstrate its existence and impacts on 
society and the market current through real cases and laws intended for its control; 
to subsequently establish the affectation or not of the rights of the consumer with 
respect to its practice, and with it, propose a normative modification taking into 
account the conclusions gathered throughout the development of the present 
investigation. 
Keywords: Consumer Law, Planned Obsolescence, Product life, Electronic 
devices, Consumer relationship, Information Law, Duty of Suitability, Guarantee of 
proper functioning, Durability of the Product. 
 
 INTRODUCCIÓN 
En los últimos años, son muchos los artículos y blogs dedicados a la exploración 
de casos en los que la tecnología, más allá de ayudar a hacer las cosas más 
simples en la sociedad, han terminado por representar graves afectaciones a los 
derechos de los ciudadanos que la conforman. 
En efecto, para nadie es una novedad, que el desarrollo cada vez más veloz de los 
avances tecnológicos, vienen generando graves crisis en el ámbito laboral, por 
ejemplo, por ser que las empresas desplazan la mano de obra humana, por aquella 
tecnología que permite efectuar el mismo trabajo, pero a un menor coste; o en el 
ámbito penal, por ser cada vez más los casos donde las tecnologías son utilizadas 
para delinquir. Sin embargo, es el campo del derecho del consumidor en el que el 
impacto de las nuevas tecnologías es cada vez mayor, pues es justamente esta 
rama del derecho, la que se encuentra en contacto directo con los productos que 
son puestos en el mercado, y que muchas veces, debido al avance tecnológico, 
vulneran los intereses de los consumidores.  
Una de las formas más actuales y tal vez más discutidas respecto a estas 
vulneraciones, es aquella práctica considerada como obsolescencia programada, 
la cual, más allá de convertirse en una simple estrategia negocial propia de la 
sociedad de consumo en la que nos desenvolvemos, ha terminado por representar 
uno de los más graves casos de afectación a los derechos de los consumidores en 
la actualidad. 
Sobre ello, para nadie es un mito que luego de una cierta cantidad de tiempo, los 
productos como celulares, laptops e impresoras que adquirimos reducen 
significativamente su rendimiento, y ello debido a que esta práctica viene siendo 
implementada especialmente en el campo de la electrónica de consumo, donde los 
productores de computadoras, teléfonos inteligentes, videojuegos, etc; valiéndose 
de las nuevas tecnologías y el desconocimiento de los consumidores sobre sus 
características, buscan fomentar el consumo anticipado de sus productos con la 
introducción deliberada de fallas en los mismos. 
 
Estas prácticas, que terminan por convertirse en una transgresión directa a los 
intereses del consumidor, que lo único que busca es adquirir un bien durable, que 
cumpla con sus necesidades y que no le conlleve a erogar mayores gastos que los 
invertidos; hacen necesario realizar un análisis que determine si la regulación de la 
obsolescencia programada en nuestra normativa es necesaria; razón por la que 
nos centraremos en el estudio de los derechos e intereses del consumidor que 
podrían verse vulnerados, para determinar así, si es necesario incorporar medidas 
como el deber de información respecto a la vida útil del producto en nuestra 
legislación.  
Así, la presente tesis buscará en principio efectuar una aproximación a los 
conceptos de obsolescencia programada y electrónica de consumo, para 
demostrar la vulnerabilidad de los aparatos electrónicos respecto a esta práctica y 
los impactos que ello puede generar, efectuando un análisis sobre el impacto 
negativo que la obsolescencia programada pueda tener en nuestra sociedad, de 
acuerdo a la afectación o no de los derechos del consumidor respecto a su práctica; 
ello a efecto de determinar, si la obsolescencia programada vulnera el derecho a la 
información y la protección de los intereses económicos de consumidor respecto a 
los productos que adquiere, para de ser cierta esta hipótesis, regular el derecho a 
la información de la vida útil de los productos electrónicos y la protección del 
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CAPITULO I. LA OBSOLESCENCIA PROGRAMADA: ORIGENES Y 
MODALIDADES DE SU PRÁCTICA EN LOS APARATOS ELECTRÓNICOS 
DE CONSUMO  
Siendo que la presente tesis se centra en la necesidad de regular la 
obsolescencia programada por ser una práctica frecuente en el mercado del 
siglo XXI; consideramos importante iniciar el análisis de la pertinencia de su 
desarrollo normativo, partiendo del concepto de obsolescencia programada, así 
como las manifestaciones de su aplicación a lo largo de la historia, para 
entender el porqué es necesario el establecer límites en su práctica a través del 
derecho del consumidor. 
Así, en el presente capítulo se efectuará una aproximación a los conceptos y 
definiciones de la obsolescencia programada, para determinar los posibles 
impactos que tal práctica podría generar en los aparatos electrónicos puestos 
en el mercado, desde la perspectiva de la protección ambiental y del 
consumidor. 
I. LA OBSOLESCENCIA PROGRAMADA: BREVE APROXIMACIÓN 
CONCEPTUAL 
Tal y como lo hemos desarrollado hasta el momento, la obsolescencia 
programada puede ser entendida como una práctica económica efectuada por 
los fabricantes, que tiene como finalidad, convertir en obsoletos los productos 
a través de la reducción deliberada de su vida útil por diferentes medios.  
Sin embargo, dicho concepto debe entenderse como una simple aproximación 
a la definición de obsolescencia programada, toda vez que, de la doctrina 
existente sobre la materia, se reconocen algunos elementos a considerar, para 
determinar que un producto sufre de esta práctica.   
En efecto, la doctrina establece que la obsolescencia programada no 
únicamente debe ser catalogada como una “práctica”, sino que además como 
lo reconoce MIRAGEM (2013) como una “estrategia negocial” que tiene la 
intención de abreviar el ciclo de vida de los productos, condicionando su 
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sustitución futura, a través de la reducción artificial de la duración del producto 
o del ciclo de vida de sus componentes, para forzar la compra prematura de 
sus elementos o de un producto con las mismas características (p.241). 
Esta estrategia como lo reconoce HINDLE (2008) es aquella en la que “la 
obsolescencia (entendida como el proceso de volver obsoleto un producto – 
que es, hacerlo ver cómo pasado de moda o ya no utilizable) es planeada y 
fabricada desde su concepción, con la finalidad de que en el futuro el 
consumidor sienta la necesidad de adquirir nuevos productos y servicios que 
reemplacen a los antiguos. (p.147), de tal forma que lo que busca, es 
esencialmente la creación de necesidades inexistentes para fomentar el 
consumo de los productos.  
En esta misma línea de ideas, SOTO define a la obsolescencia como una 
“estrategia de manufactura implementada por las empresas para limitar la vida 
útil de los productos que fabrica, generando una expiración controlada en virtud 
de la cual dichos productos pasarán a ser inservibles y/o inútiles en una fecha 
conocida y planificada” (SOTO, 2015, p. 330), lo que reafirma la idea que la 
finalidad de promover una expiración controlada de los productos, es 
esencialmente, la adquisición de productos nuevos con las mismas funciones. 
Sin embargo, la doctrina ha establecido además diversas condiciones para 
poder determinar que nos encontramos frente a verdaderos casos que son 
considerados como obsolescencia programada, debiendo por tanto recurrir a 
características como la perdida de funcionalidad anticipada del bien, el 
beneficio que poseerían los productores, entre otros. 
Por ejemplo, para EL MUNDO, la determinación o programación del fin de la 
vida útil de un producto por sí misma, no se convierte en obsolescencia 
programada, siendo necesario para su configuración, “que el consumidor 
vuelva a comprar otro producto, algo que promueve el consumismo 
irresponsable y que tiene un impacto crítico en el medio ambiente”. 
Sobre ello, consideramos que, si bien la adquisición de bienes nuevos 
representa una consecuencia directa de la obsolescencia programada, la 
adquisición de un producto nuevo no es una condición exigible en la 
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configuración de este tipo de prácticas, en tanto la obsolescencia preexiste a 
la adquisición del mismo, de tal forma, que si bien la perdida de utilidad del 
producto conlleva a la adquisición de otros nuevos, este supuesto no debe 
considerarse como una condición para imputar que un producto sufre de 
obsolescencia programada, cuando la práctica existe desde su fabricación. 
Ahora bien, otra de las características que de acuerdo a la doctrina, configuraría 
un caso dentro del campo de la obsolescencia programada, es “la artificial 
precipitación del perecimiento de un bien, o de la percepción de su inutilidad 
por el usuario, en beneficio de los integrantes de la cadena productiva” 
(ANDRADE NEVES,2013, p.325); siendo entonces necesario que para 
catalogar una acción como la de este tipo, será un elemento esencial el 
beneficio del productor y proveedor del producto que ha sido objeto de dicha 
práctica.  
Sobre ello, consideramos que efectivamente, los productores e incluso los 
proveedores deben tener la intencionalidad de verse beneficiados por la 
incorporación de prácticas destinadas a acortar el tiempo de vida útil de los 
productos, de tal forma que dicha condición debe ser observable en cada caso 
en concreto. 
Por otro lado, LATOUCHE (2014) señala que, otra de las características para 
catalogar un hecho como obsolescencia programada, es que el producto debe 
ser objeto de desgaste o de una defectuosidad artificial, siendo que desde el 
principio el fabricante realiza el producto con miras a que tenga una duración 
de vida limitada, debido a la inclusión de un dispositivo para tal fin (p.34), de tal 
forma que este elemento se torna tal vez en el más importante para la 
configuración de la obsolescencia programada, en tanto la decisión de convertir 
en obsoleto un bien nace de su fabricación y no del uso del mismo. 
De esta forma, tal y como lo reconocen CLEMENT y KALAFATICH (2014); 
podemos resumir que la obsolescencia programada posee como 
características las siguientes: 
i) Una práctica planificada; la cual corresponde a la reducción deliberada 
como una estrategia propia del fabricante, en la que se toma en cuenta 
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la reducción de la vida útil del producto a fin de generar ganancias para 
su propio beneficio. 
ii) La inutilidad rápida del producto; que conduce en obsoleto el producto 
adquirido por el consumidor mucho más rápido de lo normal, 
reduciéndose así su vida útil. 
iii) Un consumidor que se convierte en un cliente cautivo; puesto que se ve 
forzado a adquirir nuevos productos a fin de sustituir los obsoletos, 
teniendo estos como objetivo reparar el producto dañado para su 
correcto funcionamiento o reemplazar por completo el mismo, 
convirtiendo en obsoleto el anterior (p.6). 
Ahora bien, y una vez delimitadas las características que permitirían determinar 
cuándo un producto ha sido víctima de esta práctica, es importante indicar que 
la naturaleza de esta última no se reduce a una estrategia, sino que, además 
se ha convertido en una política del mercado actual. 
Como lo indica RAMÍREZ LÓPEZ (2012) por ejemplo, la obsolescencia 
programada no es tan solo una estrategia, sino que, en cambio: 
 “[U]na política de producción que se adopta para un cierto artículo u objeto, 
la cual consiste en diseñar el producto de manera tal que cumpla una vida útil 
determinada, y luego el mismo quede obsoleto, inútil o roto”; [cuyo] tiempo de 
vida útil del producto es arbitrariamente dispuesto por su fabricante, quien por 
lo menos tiene un oligopolio del producto en cuestión” (p.4) 
Razón por la que se entiende que la obsolescencia programada parte de una 
política asumida por las empresas cuya influencia es importante en 
determinados sectores, quienes se ven beneficiados por ser ellos los únicos 
capaces de proveer bienes ante determinadas fallas en los productos, lo que 
hace entender que los requisitos antes señalados son muchas veces 
concurrentes y configuran verdaderos beneficios económicos a las empresas, 
a costa de los intereses de los consumidores. 
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De esta forma, y teniendo en cuenta los elementos antes señalados, se infiere 
que la obsolescencia programada es [U]na expresión general utilizada con el 
fin de describir un conjunto de técnicas utilizadas para reducir artificialmente la 
durabilidad de un bien manufacturado en orden de estimular su reiterado 
consumo” (GILES SLADE, 2006, p.5). 
Consecuentemente, consideramos que la obsolescencia programada en la 
presente tesis deberá ser entendida como aquella práctica planificada por parte 
del fabricante y fomentada por un proveedor, que busca reducir la vida útil de 
los productos, programando arbitrariamente y de forma controlada la inutilidad 
de los mismos. Ello con el objetivo de obligar a los consumidores a adquirir 
nuevos bienes que reparen o reemplacen un producto diseñado bajo esta 
práctica, y beneficiar a los primeros eslabones de la cadena de consumo, es 
decir a fabricantes y proveedores. 
II. ORÍGENES DE LA OBSOLESCENCIA PROGRAMADA Y SU 
DESARROLLO EN LA HISTORIA 
Habiéndose efectuado una aproximación al concepto de la obsolescencia 
programada; creemos importante ahora hacer un breve repaso de los orígenes 
e historia de esta práctica; ello con la finalidad de entender el campo en el que 
se viene desarrollando y los productos a los que viene afectando dicha táctica 
empresarial en nuestros días. 
Así pues, creemos importante iniciar este análisis partiendo de aquellos 
supuestos sobre los que la humanidad inició prácticas comerciales que 
terminaron por representar graves vulneraciones a los derechos (inexistentes 
en aquel momento) de los consumidores, y que terminaron por convertirse en 
la base de lo que conocemos hoy en día como obsolescencia programada. 
2.1. LA ADULTERACIÓN DE BIENES  
A pesar de que diferentes investigadores suponen que la obsolescencia nace 
a la par de la sociedad de consumo, es importante señalar que esta práctica 
encuentra sus raíces en la adulteración de productos existente desde las 
primeras formas de comercio humano.  
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Así y conforme a lo expresado por LATOUCHE (2014) la adulteración 
entendida como la trampa utilizada por los productores respecto a la calidad o 
la cantidad de los productos, a efectos de reducir costes, pero también de 
estimular la demanda para el incremento de las ventas; se convierte en el 
ancestro europeo de la obsolescencia programada (p.33). 
Por otro lado, como lo refiere ANABALON (2016) este fraude comercial es tan 
antiguo, que fue objeto de regulación jurídica a través del Código de 
Hammurabi (1.728 a.C) que sancionaba penalmente la alteración de pesos y 
medidas por parte del vendedor, y  el Manusaṃhitā, o Leyes de Manú (1.000 
a.C), que castigaba al que vendía grano malo por bueno, hilo de algodón por 
hilo de seda, hierro por plata, etcétera; en razón a que los productores de 
bienes al recurrir a estas prácticas, perseguían aumentar sus ganancias 
brindando productos de una calidad inferior a la esperada (reduciendo los 
costos de fabricación), y estimulando a su vez la demanda de los mismos, al 
forzar a los consumidores a adquirir productos nuevos (p.9). 
Asimismo, CARRASCOSA (2015) afirma que posteriormente esta práctica se 
acentúo en el siglo XIX, época en la cual muchas empresas poseían unidades 
de investigación para introducir modificaciones a sus productos, iniciando tal 
práctica en las compañías químicas alemanas, y extendiéndose estas, 
posteriormente a otras empresas (p.9). 
Así pues, la adulteración se convirtió en la primera forma de obsolescencia 
existente en el comercio; siendo que no solo imponía la necesidad de los 
consumidores de adquirir nuevos productos por razones generadas en el 
mismo momento de su elaboración, sino que, además, acortaba la vida útil de 
los productos por la cada vez más baja calidad que ocasionaba la adulteración 
de los mismos por reducir costos. 
De esta forma, podemos señalar que “el fallo incorporado desde la concepción 
del producto no es pues, fruto de la gran depresión que hizo nacer su 
teorización y su sistematización; [sino que] existía desde el origen del comercio 
y del tráfico comercial” (LATOUCHE, 2014, p.51), sino que la obsolescencia 
programada se origina desde el momento en que los productores decidieron 
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brindar productos distintos a los verdaderamente ofrecidos, de tal forma que su 
regulación, como en los casos de algunas de las leyes más antiguas del mundo, 
era necesaria a fin de evitar los abusos que afectaban los derechos de los 
consumidores finales en las relaciones de comercio. 
2.2. EL DESECHABLE  
A la par del desarrollo de las prácticas de adulteración recurrentes en las 
operaciones de mercado; la sociedad sufrió cambios en su forma de entender 
el desarrollo social y económico, surgiendo de esta manera la obsesión de 
vender y en consecuencia el consumismo como una práctica destinada a la 
obtención de bienes sin que exista la real necesidad de poseerlos. 
La primera aproximación a este tipo de sociedad surgió a finales del siglo XIX 
con la primera aparición del desechable, que en corto plazo obtuvo una 
progresiva conquista en la totalidad del campo de la producción de los 
productos, los cuales terminaron por ceder a la lógica del acortamiento de la 
vida útil de los productos. 
De acuerdo a lo expresado por LATOUCHE (2014) el desechable como tal 
aparece en Estados Unidos con la llegada masiva de emigrantes europeos, con 
las pecheras y los cuellos de papel para hombres solteros que fueron los 
primeros objetos desechables en la sociedad, conjuntamente con los 
preservativos de goma o látex hacia el año 1880. Asimismo, refiere que los 
productos de uso íntimo, así como las navajas de afeitar de usar y tirar se 
convirtieron en productos predilectos por los consumidores, los cuales 
terminaron por impulsar el lanzamiento de productos de un solo uso por la 
reducción de costes en su producción, relegando con ello y de forma progresiva 
los objetos destinados a perdurar en el tiempo (p. 59-61). 
Si bien ello no representaba una práctica que pueda ser considerada dentro del 
campo de la obsolescencia programada, por ser que los consumidores 
conocían que la fabricación de estos utensilios estaban destinados a ser 
desechados después de su uso; esta práctica se convierte en el inicio de la 
sociedad de consumo tal y como la conocemos, pues es justamente a partir de 
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esta concepción de los productos, que los usuarios y consumidores prefieren 
la adquisición de bienes menos durables pero más suntuosos y baratos. 
Así, el desechable se convierte en uno de los primeros tipos de productos que 
dieron origen a la obsolescencia programada, debiendo reconocerse sin 
embargo, que su producción y existencia no resulta una infracción a los 
derechos del consumidor, pues a diferencia de lo que ocurre con la práctica 
materia de la presente tesis, no oculta al momento de ser ofertado su condición 
como un producto de vida útil limitada. 
2.3. LA SOCIEDAD DE CONSUMO Y LA OBSOLESCENCIA PROGRAMADA 
Los hechos antes mencionados, conllevaron a que inicios del siglo XX surgiera 
la denominada sociedad de consumo, definida como “aquella época en la cual 
la sociedad se desenvuelve en una etapa avanzada 
de desarrollo industrial capitalista y que se caracteriza por el consumo masivo 
de bienes y servicios, disponibles gracias a la producción masiva de los 
mismos” (El mundo actual Historia 4to.); convirtiéndose así en la primera 
oportunidad en que el término obsolescencia surge y se convierte en referente 
para la economía centrada en el despilfarro y la satisfacción inmediata. 
En dicha época (la cual puede considerarse vigente hasta nuestros días) la 
economía se convierte estructuralmente dependiente del crecimiento 
económico para su estabilidad, de tal forma que como lo señala LATOUCHE 
(2014) la obsolescencia programada se convierte en una necesidad para luchar 
contra el paro productivo y para fomentar el movimiento económico de la 
sociedad (p.76), fenómenos que se originaron al mismo tiempo en que se 
produjo una mayor oferta de bienes y una menor demanda de los mismos por 
parte de la sociedad. 
De esta forma, Bernard London en 1932 publicó un breve panfleto titulado 
“Poner fin a la depresión gracias a la obsolescencia programada”, siendo el 
precursor en la idea de incorporar dicha práctica en el debate público y el 
primero en definirla como tal. 
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Para London, la crisis lleva a la gente a utilizar los objetos durante más tiempo, 
mientras que antes tenían quizás una excesiva tendencia a tirarlos; de tal forma 
que el gobierno debería, asignar una duración de vida a los zapatos, a las 
casas, a las máquinas y a todos los productos manufacturados en el momento 
de su creación, siendo la duración de la vida útil de los productos, una decisión 
exclusiva de ingenieros competentes. 
De esta forma, LONDON (1932) propone cuatro medidas para planificar la 
economía a través de la obsolescencia programada: 
1. La destrucción de aquellos bienes que ya no presten utilidad alguna, lo que 
reactivaría el proceso de las fábricas y fomentaría el incremento del empleo. 
2. Asignar a los bienes manufacturados que se fabriquen, una vida útil 
planificada de antemano cuya duración sea conocida por el consumidor. 
3. La implementación de una agencia gubernamental encargada del control de 
los bienes inutilizados la cual hará entrega de títulos valores que podrán 
emplearse para la compra de nuevos bienes. 
4. Fabricación de nuevos bienes y lanzamiento de los mismos al mercado para 
suplir a los bienes inutilizados. 
Sin embargo, es necesario reconocer que si bien esta tesis prefería el 
reemplazo de los productos antes que la reparación de los mismos; es cierto 
también que la misma, reconoce que el consumidor tiene pleno conocimiento 
de las acciones que toman los productores para fomentar el consumo, de tal 
forma que, a diferencia de lo existente en la actualidad, dicho planteamiento 
otorgaba una mayor seguridad al consumidor. 
En esa misma línea de ideas, E.S. STAGFFORD consideró que “la limitación 
sistemática de la duración de vida de un producto puede convertirse en un 
factor tan eficaz para el relanzamiento de la economía americana, como el 
crédito” (Citado por LATOUCHE, 2014, p.78) de tal forma que la obsolescencia 
programada a partir de dicha época se convierte en la idea central de la 
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sociedad, bajo la premisa de que esta forma de negocios es la única que podría 
reactivar la economía. 
Estos hechos generaron tal y como lo señala ZYGMUNT (2008) que el 
consumismo se convirtiera en un atributo de nuestra sociedad, promoviendo 
que las personas en su capacidad profundamente individual de querer, desear 
y anhelar buscarán consumir cada vez más, sustituyendo lo viejo con lo nuevo, 
como un supuesto de felicidad. (Citado por CATALAN y UEQUED, 2017, p. 29) 
De esta forma, la sociedad de consumo terminó por fomenta la realización de 
prácticas destinadas a la reducción de la vida útil de los productos, al ser que 
la necesidad de consumir, valiéndose para ello de elementos como la 
publicidad, la moda, las técnicas de comercialización y el marketing, promovió 
la rápida sustitución de bienes, a través de la creación de necesidades 
inexistentes de los consumidores, que a la larga han terminado por normalizar 
esta práctica en nuestro mercado. 
2.4. EL CÁRTEL PHOEBUS Y LA INDUSTRIA AUTOMOVILÍSTCIA COMO 
REFERENTES DE LA OBSOLESCENCIA PROGRAMADA EN LA 
SOCIEDAD DE CONSUMO 
De lo visto hasta el momento, la sociedad de consumo influenciada ciertamente 
por la evolución progresiva de la obsolescencia programada hizo que las 
empresas implementaran prácticas destinadas a la venta anticipada de sus 
productos y acortamiento de la vida útil de los mismos, surgiendo de este modo 
referentes históricos sobre lo que significó la obsolescencia programada hasta 
nuestros días. 
Entre los casos más importantes, encontramos al Cártel Phoebus y las 
decisiones tomadas por la Ford Company luego de su guerra comercial con 
General Motors, los cuales, retratan de forma clara como es que empresas de 
fama mundial impulsaron el desarrollo de la obsolescencia programada, bajo el 
concepto de una economía que necesitaba del dinamismo de la compra y 
deshecho de los productos de forma sistemática, a costa de las necesidades 
de los consumidores vulnerables a una sociedad, cada vez menos preocupada 
en sus verdaderas necesidades. 
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2.4.1. EL CARTEL PHOEBUS 
El primero de estos casos y tal vez el más relevante por la magnitud de 
empresas que participaron en su implementación, fue el llamado “Cártel 
Phoebus”, el cual, con la participación de las compañías fabricantes de 
bombillas eléctricas más importantes a nivel mundial, entre las que se 
encontraban Osram (Alemania), Phillips (Holanda), General Electric Company 
(Reino Unido), Compagne Des Lampes (Francia), Kremenezky (Austria), 
Tungram (Hungría) y la Societá Edison Clerici (Italia), desde diciembre de 1924 
impulsó la obsolescencia programada a niveles nunca antes vistos, al reducir 
de forma deliberada el tiempo de vida útil de las bombillas eléctricas, en 
aquellas zonas geográficas en las cuales, cada una de dichas empresas ejercía 
una mayor preferencia de consumo. 
Así, con la finalidad controlar la producción global de bombillas eléctricas, dicho 
cártel acordó mediante el “1000 hours life comittee”, que la duración máxima 
de las bombillas eléctricas que producirían las compañías que lo conformaban, 
únicamente podrían poseer un máximo de 1000 horas de funcionamiento, a 
pesar de que la tecnología de la época ya había alcanzado la producción de 
bombillas con una vida útil de 2500 horas. 
El funcionamiento de dicho cártel era simple, pues cada una de las empresas 
de forma mensual, debía entregar como lo señala DANORITZER (2014), un 
informe mensual de la vida útil de sus bombillas, siendo que en el caso se 
superará el tiempo de vida útil establecido, dichas compañías incurrirían en una 
falta que ameritaba una sanción o multa a favor del cártel. 
Con ello, la estandarización del tiempo de vida útil de producto originaría que 
los consumidores hasta 1936, fecha en que se disolvió dicho cártel en razón a 
los efectos de la Segunda Guerra Mundial, se vieran obligados a consumir de 
forma mucho más frecuente bombillas eléctricas y por tanto aumentar las 
utilidades del casi monopolio de empresas. 
Sin embargo, y a pesar de su descubrimiento, la estrategia señalada (que 
representa uno de los primeros casos de lo que se considera como 
obsolescencia programada objetiva) mantuvo un nivel constante de demanda 
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que no consiguieron casos como la bombilla de 100.000 horas de duración, lo 
que demuestra, una vez más, que la sociedad de consumo ya se había 
convertido en una forma de vivir arraigada, que permitió a dichas empresas 
librarse del escarmiento popular, y por qué no también, de la justicia. 
2.4.2. LA INDUSTRIA AUTOMOVILÍSTICA  
Tal y como lo señala ANABALÓN (2016) desde 1908 el automóvil Ford T, se 
convirtió en el modelo que marcó el inicio de la producción y adquisición masiva 
de automóviles debido a su bajo costo y rendimiento. Sin embargo, y a pesar 
de ser un vehículo excepcional para la época, su comercialización sufrió una 
estrepitosa disminución en las ventas, con la introducción de un nuevo modelo 
de negocios promovido por su competencia General Motors, la obsolescencia 
psicológica (p.16). 
Así, la historia demuestra que la industria automovilística hasta la introducción 
de dicho concepto, y con Ford a la cabeza, mantuvo un modelo único de 
producción con el que se evitaba la fabricación continua de automóviles, y por 
tanto la introducción de modificaciones, siendo que si bien  se consideraba 
como una buena práctica manufacturera cambiar ocasionalmente diseños para 
convertir en obsoletos los viejos modelos, Henry Ford no concebía en su 
modelo de negocios, la ejecución de prácticas destinadas a limitar la vida útil 
de sus productos a través de la introducción deliberada de fallas en su 
producción.. 
Respecto a ello, FORD (1922) refería que:  
“(…) no podemos concebir cómo servir al consumidor a menos que hagamos 
para él algo que, tanto como podamos proveerlo, durará para siempre. No nos 
agrada que el carro de un comprador se desgaste o se vuelva obsoleto. 
Nosotros queremos que el hombre que compra uno de nuestros carros nunca 
tenga que comprar otro. Nunca hacemos una mejora que se preste para volver 
obsoletos los modelos previos (GILES SLADE, p.32)”. 
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 Demostrando con ello su rechazo a la obsolescencia programada a través de 
la creación de productos “eternos” que buscarán reducir el consumo repetitivo 
de tales bienes. 
Sin embargo, Alfred Sloan como presidente de General Motors, compañía que 
venía siendo opacada por las ideas postuladas por Henry Ford, consideró la 
aplicación de una conducta centrada en la venta recurrente de automóviles, 
frente a la inclusión de modificaciones mínimas en el diseño de estos, ello con 
el objetivo de inducir a los consumidores a adquirir “productos nuevos y 
mejores”, a pesar de que, en la realidad de los hechos, únicamente adquirían 
los mismos bienes pero con diseños distintos. 
Dicha estrategia además de revolucionar la industria automovilística y poner fin 
al monopolio de Ford, sentó las bases de la “obsolescencia psicológica” (la cual 
será explicada más adelante), permitiendo con ello que la sociedad de 
consumo ganará terreno en uno de los mercados más importes para la época 
y nuestros días, al promover la adquisición de nuevos vehículos y el deshecho 
de algunos otros, prácticamente nuevos, por razones meramente estéticas. 
De esta forma, la industria automotriz se convirtió en uno de los primeros 
sectores en los que la obsolescencia programada fue advertida con mayor 
claridad, siendo que su implementación más allá de generar un comercio 
mucho más fluido, implicó que las empresas del rubro se sometieran a la misma 
para mantenerse a flote, generando con los años un crecimiento descontrolado 
del campo automotor, que además de haber generado utilidades a costa de los 
consumidores, implica tal vez una de las causas de los mayores impactos 
ambientales en  nuestra sociedad. 
III. MODALIDADES EN LA PRÁCTICA DE LA OBSOLESCENCIA 
PROGRAMADA  
En las páginas precedentes hemos efectuado una aproximación al surgimiento 
de la obsolescencia programada, como aquella práctica empresarial ideada con 
la finalidad de fomentar el consumo previo de los bienes, tanto como una salida 




Así pues, debe haberse advertido que la obsolescencia programada si bien 
posee una finalidad, considera a su vez medios diversos para llegar a cumplir 
con sus objetivos, generando con ello la aparición de tipologías o modalidades 
en su aplicación práctica como son: a) La obsolescencia objetiva de la que 
derivan la obsolescencia técnica, funcional, informática y de notificación; y b) 
La obsolescencia subjetiva o psicológica. 
Dichas modalidades si bien poseen características disímiles en algunas de las 
prácticas impulsadas para su desarrollo, poseen también como objetivo en 
común el consumo de bienes, ya no para la satisfacción, sino que en cambio 
para la producción de nuevas necesidades propias de la sociedad de consumo 
en la que nos desenvolvemos, promoviendo el desarrollo de nuevos métodos 
destinados a la promoción del acortamiento de vida útil de los productos, y 
extrapolando tales métodos, al punto en el que es el propio consumidor el 
causante de que el bien sea considerado obsoleto. 
Sobre el particular, CARRASCOA (2015) señala que si bien la obsolescencia 
programada puede tener varias caras, su clasificación no debe entenderse 
como compartimentos estancos e inamovibles, ya que resulta difícil separar los 
aspectos técnicos de la parte simbólica de la obsolescencia programada (p.4); 
de tal forma que la calificación presentada en la presente tesis conforme a las 
consideraciones de LATOUCHE (2014) y SOTO (2017) no deben, ni pueden, 
entenderse como una clasificación irreprochable de las formas en que la 
obsolescencia programada se presenta en nuestra sociedad. 
Del mismo modo y como lo refiere el Comité Económico Social Europeo a  
través del Dictamen CCMI/112 - Duración de la Vida de los productos e 
información al consumidor, debe tenerse presente que si bien esta práctica se 
encuentra estrechamente vinculada al modelo de producción industrial que 
necesita una tasa mínima de renovación de sus productos, es necesario tener 
en cuenta además que no es permisible la existencia de algunos abusos que 
hagan perder la confianza del consumidor; debiendo por tanto reconocer las 
formas de obsolescencia para así, adoptar medidas diferenciadas en función 
de los factores objetivos y subjetivos que adopte para su desarrollo. 
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En este sentido, a continuación, expondremos las formas de obsolescencia 
existentes a la época, con la finalidad de establecer sus característica y 
posteriormente, demostrar de qué forma la obsolescencia programada es parte 
ya, del desarrollo y producción de los aparatos electrónicos de consumo, los 
cuales son el objeto de estudio sobre el que parte la presente tesis. 
3.1. OBSOLESCENCIA PROGRAMADA OBJETIVA 
La obsolescencia programada objetiva debe ser entendida como aquella 
obsolescencia destinada a la reducción del tiempo de vida útil de los productos, 
a través de la introducción o manipulación de elementos físicos del producto, 
que originan que el mismo no pueda cumplir con su finalidad. De tal forma que 
“Este género de obsolescencia se caracteriza por radicarse exclusivamente en 
la materialidad (física) del producto, a través de diferentes mecanismos, y no 
sobre la psique del consumidor, lo cual lo diferencia de la obsolescencia relativa 
o psicológica” (ANABALON, 2016, p. 23). 
En este sentido, la aplicación práctica de dicha modalidad ha generado que en 
su desarrollo puedan reconocerse distintas variables respecto a la forma en 
que las empresas productoras han implementado la práctica de la 
obsolescencia objetiva en el mercado, encontrándose entre ellas, de forma 
enunciativa, mas no limitativa las siguientes: 
3.1.1. OBSOLESCENCIA OBJETIVA TÉCNICA 
De acuerdo a LOYA y JHAWAR, esta modalidad tiene lugar cuando existe una 
“intención deliberada de descomponerlo o inutilizarlo [el producto] transcurrido 
un cierto período de tiempo, usualmente no muy lejano de la fecha de compra” 
(ANABALÓN, 2016, p. 23), de tal forma que los productos se tornan en 
obsoletos, en el tiempo que el productor establezca para tal efecto.  
En este sentido, este tipo de obsolescencia conlleva a la introducción 
deliberada de fallas en el producto desde su diseño o fabricación, lo que hace 
que el mismo deje de servir para los efectos por los que fue creado, al limitar 
su correcto funcionamiento por el uso - por ejemplo - de piezas de mala calidad 
y/o resistencia inadvertidos por un consumidor razonable. 
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Así pues el productor tiene pleno conocimiento del período de vida útil de los 
productos que coloca en el mercado, desarrollando como lo indica SOTO 
(2017) la realización de “conductas satelitales” con las que: i) Implementa 
sistemas como el encarecimiento de piezas de repuesto, las cuales asemejan 
sus precios con la compra de nuevos productos; ii) Imposibilita o dificulta el 
servicio de recambio y/o asistencia a los clientes una vez pasado el período de 
garantía o iii) Descontinuar o interrumpir la fabricación de piezas, recambios o 
accesorios de productos adquiridos con cierto tiempo de antigüedad, por los 
consumidores (p.9). 
3.1.2. OBSOLESCENCIA OBJETIVA FUNCIONAL 
Este tipo de obsolescencia se relaciona con los avances o cambios 
tecnológicos de los productos, que hacen que con el tiempo vayan cayendo en 
desuso dada la introducción de nuevas tecnologías.  
Así, tal y como lo señala LOYA y JHAWAR bajo este tipo o modalidad, un 
producto se convierte en obsoleto cuando se introduce un nuevo producto al 
mercado que cumple mejor su función; convirtiéndose entonces en una de las 
modalidades más utilizadas en nuestros días, por ser el desarrollo e innovación 
tecnológica una constante sobre la que gira nuestra sociedad actual 
(ANABALÓN, 2016, p. 24). 
SOTO (2017), refiere que este tipo de obsolescencia pretende mostrar al 
público que los productos antiguos no cumplen con las funcionalidades del 
producto presente, de tal forma que fomentan la creación de brechas 
generacionales entre productos de un mismo tipo, acelerando con ello, la 
desaparición de tecnologías “anticuadas” (p.10).  
En este sentido nos encontramos de acuerdo con lo expresado por KEEBLE 
(2013) y ANABALÓN (2016), quienes suponen la existencia de dos clases de 
obsolescencia derivadas de la funcional, en tanto es posible que dichos 
avances y por tanto la obsolescencia, correspondan a una situación natural, 
como a una situación forzada por el propio productor. 
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Respecto al primer tipo, al cual denominaremos “obsolescencia objetiva 
funcional natural”,  discrepamos con ANABALON al suponer que el producto se 
torna en obsoleto por causas no atribuibles a la manipulación humana, en tanto 
la aparición de nuevas tecnologías responde a un actuar humano, pero 
rescatando que este hecho se produce por el natural desarrollo de nuevas 
tecnologías en el mercado, y no por la aparición de algunas ya conocidas por 
los productores, que son reservadas para el reemplazo prematuro del producto; 
tal y como ocurre con las tecnologías aplicadas en el mercado de televisores, 
que introdujeron cambios en la producción de pantallas plasma, hasta 
convertirlas paulatinamente en pantallas LED.    
Por otro lado, la “obsolescencia objetiva funcional forzada” es aquella que 
obedece a actos realizados por los propios productores o fabricantes, que 
amparados en el desarrollo tecnológico promueven el desuso de sus productos 
y el de terceros, realizando como se señaló anteriormente, conductas que 
limitan la reparación y producción de materiales de recambio para afrontar la 
obsolescencia de los productos, e introduciendo supuestas innovaciones que 
no son tales en el mercado, al ser que las empresas “introducen productos 
catalogados como innovadores, sin serlo; llevando a menudo a productos útiles 
y con total capacidad para cumplir con la funcionalidad por la cual fueron 
creados, hacia un forzoso retiro” (SOTO, 2017, p.11). 
Sobre ello, el Comité Económico y Social Europeo en el punto 2.4 de su 
dictamen Por un consumo más sostenible: la duración de los productos 
industriales y la información al consumidor para recuperar la confianza (2013) 
optó por denominar esta práctica como obsolescencia indirecta, la cual se 
encuentra “derivada generalmente de la imposibilidad de reparar un producto 
por falta de piezas de recambio adecuadas o por resultar imposible la 
reparación” 
En este sentido y a pesar que algunos estudiosos del tema refieren que este 
tipo de obsolescencia surge de forma “espontánea”, consideramos que deben 
tenerse en cuenta los estudios de mercado previos al lanzamiento de nuevas 
tecnologías que permiten al productor o fabricante determinar el momento y 
lugar exacto en el que se obtendrán mayores utilidades; de tal forma que no 
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puede suponerse que la obsolescencia de los productos en algunos casos, no 
sea consecuencia directa de una decisión previa y conocida por las empresa. 
3.1.3. OBSOLESCENCIA OBJETIVA INFORMÁTICA 
De acuerdo a ANABALON (2016) este tipo de obsolescencia se fundamenta en 
la creación de alteraciones informáticas y en el retiro progresivo de las 
condiciones que hacen posible el funcionamiento adecuado de un producto, 
que lo terminan por convertir en inservible para los fines para los que fue creado 
(p.26). 
Por otro lado, se considera que la obsolescencia informática se expresa de dos 
formas: “i) la aparición de un nuevo software que empuja a uno anterior al 
desuso, en razón de su incompatibilidad, o ii) cuando un hardware decrece en 
su rendimiento en razón de la evolución del software al que soporta” (SOTO, 
2017, p.11) 
Sobre ello, debe tenerse presente entonces que la obsolescencia objetiva 
técnica posee como primer objetivo, crear la necesidad del consumidor de 
adquirir una nueva versión de software, ya sea por necesidad o por una presión 
constante del mismo sistema; y como segundo objetivo disminuir con el nuevo 
software ofrecido, el rendimiento del hardware que soporta el sistema 
informático ya sea ralentizando o simplemente convirtiendo el producto en 
inservible.  
De modo similar, el Comité Económico y Social Europeo en el punto 2.4 de su 
dictamen “Por un consumo más sostenible” citado anteriormente, considera 
este tipo de obsolescencia como la obsolescencia por incompatibilidad, 
reconociendo como ella a aquellos casos en que un programa informático deja 
de funcionar al actualizarse el sistema operativo. 
En este sentido, tal y como lo reconocen LIBAERT y HABER (2013) ponentes 
de dicho dictamen, “está obsolescencia guarda relación con la del servicio 
posventa”, de tal forma que los consumidores se ven afectados por esta 
práctica, en tanto los productores no brinden servicios a fin de optimizar los 
sistemas existentes sin ralentizar ni afectar el funcionamiento del producto. 
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3.1.4. OBSOLESCENCIA OBJETIVA DE NOTIFICACIÓN 
Para SOTO (2017) esta categoría debe entenderse como aquella conducta 
empresarial destinada a informar a los consumidores el momento en que deben 
cambiar el producto adquirido por uno nuevo (p.12). 
La obsolescencia se produce entonces cuando el consumidor es notificado con 
un mensaje a través del cual se pone de su conocimiento, que el producto que 
adquirió cumplió el período de vida útil para el que fue creado. 
El problema en este tipo de obsolescencia se encuentra esencialmente en que 
el usuario no conoce a cabalidad el momento en que será notificado con tan 
desagradable mensaje, el cual puede darse incluso, de forma prematura a la 
fecha en que realmente debe hacerlo. 
Así, uno de los casos más representativos de esta técnica es aquel expuesto 
por SOTO (2017) por el que las impresoras dejan de funcionar pasado un 
determinado número de impresiones, los cuales son contabilizados a través de 
chips insertos en dichos dispositivos con la finalidad de bloquear las 
impresiones y notificar al consumidor la necesidad de reemplazar o reparar 
algún elemento, el cual luego de ser llevado a servicio técnico, puede significar 
un costo significativamente alto, en comparación de la compra de un nuevo 
producto de similares características (p.25).  
Estos casos son tan comunes en la actualidad, que una simple investigación 
en cualquier buscador web, evidencia el desarrollo masivo de tutoriales 
destinados a remover o resetear dichos chips, demostrando con ello la 
existencia del problema por más increíble que parezca. 
3.2. OBSOLESCENCIA SUBJETIVA O PSICOLÓGICA 
Por su parte la obsolescencia subjetiva o psicológica también conocida como 
obsolescencia percibida o de estilo, se caracteriza por ser aquella práctica 
basada principalmente en la introducción de nuevos diseños o modelos, que 
sutilmente promueven la obsolescencia de un determinado producto, no por el 
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desgaste técnico, sino que, en cambio, por la persuasión originada en el 
consumidor para reemplazar tal bien. 
Sobre ello GILES SLADE (2006) refiere que “la obsolescencia psicológica fue 
diseñada para inducir al consumidor en un estado de ansiedad basado en la 
creencia de que todo aquello que es viejo, es indeseable, poco funcional o 
descompuesto si se compara con algo nuevo” (GILES SLADE, 2006, p.50), de 
tal forma que lo que busca es la participación del consumidor para que este 
mismo, sea el encargado de convertir en obsoleto el producto.  
Así, como lo refiere CARRASCOSA (2015) la obsolescencia psicológica se 
basa en la percepción del consumidor, generando patrones de consumo a 
través del marketing y publicidad, que hacen que los consumidores perciban 
sus productos como obsoletos, aunque sigan siendo útiles; fomentando el 
sentimiento de deseo/necesidad de sustituirlos por productos nuevos (p.5) 
como ocurre en los casos del vestuario, los  automóviles (gracias a la práctica 
realizada por General Motors en el acápite 2.4.4 del presente capítulo), los 
celulares, y otros aparatos electrónicos, que son los productos escogidos por 
los fabricantes para poner en práctica dicha táctica empresarial. 
Sobre ello, KEEBLE (2013) ejemplifica los efectos de esta práctica con los 
teléfonos celulares, reconociéndolos como aparatos que sufren modificaciones 
constantes, debido a las diferentes tendencias y modas impulsadas por una 
inteligente campaña de marketing y publicidad, desarrollada por los equipos 
especializados y apoyada por los seguidores de diversas marcas (p.16). 
De esta forma, la obsolescencia psicológica se traduce en la emisión de 
publicidad destinada al consumismo y no a la efectiva satisfacción de 
necesidades, afectando con su práctica no a la funcionalidad del producto, sino 
a la psique del consumidor. 
Consecuentemente y por las formas de obsolescencia expuestas en el 
presente capítulo, las referencias a las prácticas de obsolescencia programada 
desarrolladas en la presente tesis, se limitarán al estudio de aquellas prácticas 
empresariales en las que se busca reducir el tiempo de vida útil de los 
productos de forma objetiva; no siendo relevante por tanto la obsolescencia 
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psicológica, en tanto la variación de diseños y la consecuente decisión de 
adquirir nuevos productos a pesar de la utilidad de los viejos, es una decisión 
exclusiva del consumidor que no permitiría imputar responsabilidad a los 
fabricantes y proveedores, por ser que los bienes caen en obsoletos debido a 
las consideraciones del propio adquiriente. 
IV. ANALISIS DE LA PRÁCTICA DE LA OBSOLESCENCIA 
PROGRAMADA EN LOS APARATOS ELECTRONICOS DE 
CONSUMO Y SU INFLUENCIA EN EL MERCADO 
4.1. LA ELECTRÓNICA DE CONSUMO Y LA OBSOLESCENCIA 
PROGRAMADA 
Tal y como lo hemos desarrollado hasta el momento, son diversas las 
modalidades impulsadas por las empresas con la finalidad de acortar el periodo 
de vida útil de los productos.  
Sin embargo y como se habrá podido advertir, dicha práctica afecta 
esencialmente y gracias al avance de la tecnología, a aquellos aparatos 
considerados en la gama de la “electrónica de consumo” - la cual debe ser 
entendida como aquel conjunto de aparatos suministrados y asequibles a las 
grandes masas, los cuales son utilizados en el hogar y la oficina para el 
entretenimiento y la cultura, como televisores, radios, equipos de sonido, 
juegos, etc. (MORA, 1997, p.27) y que resultan construidos mediante el 
ensamblado de varias piezas que los componen en forma necesariamente 
compleja para su funcionamiento útil. - en tanto son justamente estos aparatos, 
a los que la sociedad de consumo ha convertido en necesarios para el 
desarrollo de la vida cotidiana. 
Así, como lo refiere CARLES (2008) la electrónica de consumo, basada en la 
convergencia tecnológica entre la digitalización de aparatos domésticos y 
personales, y la masificación del mercado; ha permitido que hoy en día, sean 
los propios hogares los que permitan demostrar la necesidad de estos aparatos 
en la sociedad, siendo que en la mayoría de viviendas, existen como mínimo 
alguna pantalla plana, un sistema de sonido, uno o varios ordenadores con 
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conexión a internet o un televisor con cable o satélite; lo que claramente los 
hace blancos de la obsolescencia programada. 
Bajo esta premisa los fabricantes de aparatos electrónicos, conocedores de la 
influencia de sus productos, no buscan solo la introducción de mayores 
prestaciones en los aparatos que comercializan (debido a las exigencias que el 
mismo mercado impone), sino que además buscan fomentar el consumo 
constante de dichos bienes, recurriendo de esta forma a cualquiera de las 
tipologías de obsolescencia antes expuestas para la consecución de estos 
fines. 
Dicha práctica se evidencia, por ejemplo, de los constantes casos en donde la 
compañía Apple se vio expuesta a demandas en las que se le atribuyeron 
conductas destinadas a disminuir el tiempo de vida útil de sus productos, la 
actualización de softwares que ralentizaban equipos, o la inclusión de chips en 
impresoras destinados a limitar su funcionalidad en un tiempo determinado, 
casos que serán expuestos más adelante y que no hacen más que demostrar 
de forma objetiva, que la electrónica de consumo se convierte en el campo 
elegido por fabricantes y productores para poner en práctica la denominada 
obsolescencia programada, convirtiéndose así en el principal referente para la 
aplicación y demostración de su existencia en nuestros días.  
Dicho esto y de acuerdo a lo antes expresado, a efectos del desarrollo de la 
presente tesis, consideraremos a los aparatos electrónicos como aquellos 
bienes que combinan componentes electrónicos organizados en circuitos, que, 
para cumplir una tarea, utiliza energía eléctrica alterándola, ya sea por 
transformación, amplificación/reducción o interrupción, y que son utilizados 
cotidianamente para el entretenimiento, las comunicaciones, la oficina y el 
hogar, de tal forma que las referencias a los aparatos electrónicos en la 
presente tesis, se limitará esencialmente a  los electrodomésticos, 




4.2. ANÁLISIS DE LA ELECTRÓNICA DE CONSUMO EN EL MERCADO 
PERUANO  
Habiéndose demostrado que la obsolescencia programada no es un simple 
mito que se desarrolla esencialmente en el campo de los aparatos electrónicos, 
es necesario ahora determinar si dicha afectación, podría llegar a generar un 
impacto en el mercado de consumo peruano. 
Para ello, hemos considerado necesario partir de las encuestas realizadas por 
el Instituto Nacional de Estadística e Informática (INEI) respecto a la cantidad 
de hogares peruanos en los que se tiene acceso y utilizan aparatos 
electrónicos, ello con la finalidad de determinar el posible impacto que viene 
generando el desarrollo de la obsolescencia programada en nuestro mercado. 
Sobre ello, el censo realizado por el INEI en el año 2017 demuestra que, hasta 
hace dos años, los hogares peruanos con acceso a tecnologías -que se 
encuentran dentro del rubro de la electrónica de consumo- representaban al 
menos un 70% del total de hogares a nivel nacional, siendo entonces un 
porcentaje relativamente alto de peruanos, el que podría verse afectado con 
estas prácticas. 
Sobre el particular, los resultados arrojados por dicho censo de forma detallada 
fueron los siguientes: 
 Hogares que cuentan con al menos una radio o equipo de sonido: 75% 
 Hogares que cuentan con al menos con un televisor: 82.1% 
 Hogares con al menos un miembro que cuente con un teléfono celular: 
90.2% 
 Hogares que tienen al menos una computadora: 33.2% 
De esta forma ser víctima de la obsolescencia programada en Perú es muy 
probable, y es que como lo hemos señalado al inicio de este apartado, son 
justamente los productos como los celulares, computadoras o televisores, los 
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que son más propensos a sufrir variaciones destinadas al acortamiento de su 
vida útil para su reemplazo repetitivo en el mercado. 
Asimismo, el Reporte de Estadísticas Institucionales de INDECOPI al 2017, ha 
evidenciado que las denuncias respecto a electrodomésticos y servicio técnico 
representaban el sexto puesto en el mayor número de denuncias por materia 
en INDECOPI a nivel nacional, con un total de 2028 a finales del 2017; de tal 
forma que es evidente el impacto que los aparatos electrónicos representan en 
el tratamiento y análisis del derecho desde el campo del mercado de consumo. 
4.3. LA PROBLEMÁTICA DE LA OBSOLESCENCIA PROGRAMADA Y SU 
IMPACTO EN EL CONSUMO Y EL AMBIENTE PERUANO 
Una vez explicado que el mercado de consumo peruano puede ser un campo 
propenso para la práctica de la obsolescencia programada, debemos tener en 
cuenta que el reemplazo repetitivo de productos no hace más que demostrar 
no solo el impacto que representa esta práctica en los bolsillos de los 
consumidores peruanos, sino que también en el campo ambiental. 
En efecto, el  uso indiscriminado de recursos naturales y la sobreproducción de 
residuos electrónicos originados a partir de la obsolescencia programada, 
representan hoy en día una de las mayores causas del desastre ambiental en 
nuestro planeta, y es que tal y como lo demuestra el estudio “The Global E-
waste Monitor 2017”, elaborado por BALDÉ C., FORTI V., GRAY V., KUEHR 
R. STEGMANN P. (2017) para la Universidad de las Naciones Unidas, tan solo 
en el año 2016 se descartaron 44.7 millones de toneladas métricas de aparatos 
electrónicos en el mundo, de las cuales 182 toneladas fueron efectuadas por 
Perú (p.106). 
Así pues, la relación entre obsolescencia programada y producción de residuos 
electrónicos, surge en razón del incremento innecesario en el uso de recursos 
para la sobreproducción de bienes y la consecuente formación de residuos, los 
cuales como lo demuestra SALCEDO (2014) contienen componentes hechos 
de materiales peligrosos en lo que se refiere a su almacenamiento o 




La problemática de generar basura electrónica a partir del acortamiento de vida 
útil de los productos entonces, hace necesaria e impostergable la necesidad 
del tratamiento legal sobre su control en nuestro país, el cual, no debe agotarse 
en su regulación jurídica ambiental, tal y como se observa por ejemplo en el 
Decreto Supremo N°001-2012-MINAM – Reglamento Nacional para la Gestión 
y Manejo de los Residuos de Aparatos Eléctricos y Electrónicos, sino que 
también debe extenderse al campo del Derecho del Consumidor, como aquel 
sector que regula la protección jurídica del consumidor y cuyo uno de sus 
principios  es justamente “el fomentar políticas públicas de promoción de un 
consumo sostenible con sujeción a la normativa ambiental,” (Código de 
Protección y Defensa del Consumidor, Artículo VI.9 del Título Preliminar). 
De esta forma, y teniendo en cuenta además, los compromisos asumidos en la 
Agenda 2030 para la erradicación de la pobreza, la lucha contra el cambio 
climático y la reducción de las desigualdades de la Organización de Naciones 
Unidas, ratificado por el Estado Peruano; debe tenerse presente que la 
regulación de la práctica de la obsolescencia programada desde el derecho del 
consumidor, permitirá que el Estado pueda cumplir con los objetivos 
establecidos en dicha agenda, por ser que con ello se exigirá a los fabricantes 
y productores el desarrollo de mejores productos, asegurando su calidad y 
duración en el tiempo, que hacen posible cumplir con objetivos tales como:  la 
disminución de desechos mediante políticas de prevención, la adopción de 
prácticas sostenibles en las empresas que incorporen información sobre la 
sostenibilidad, así como el fortalecimiento de modalidades de consumo y 
producción más sostenibles. 
En este sentido, el hecho que se busque implementar una legislación referente 
al control de la práctica de la obsolescencia programada desde el derecho del 
consumidor se encuentra justificado, en tanto ello se convierte en una solución 
coherente a la realidad y los compromisos internacionales asumidos por el 
Estado. 
Dicho esto, es importante señalar además que CUEVA y RESTA (2019) a 
través de su investigación denominada Necesidad de regulación legal de la 
obsolescencia programada en Perú, demostraron, de acuerdo a una encuesta 
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aplicada en Lambayeque entre enero y marzo de 2019, que tanto profesionales 
de derecho como consumidores, consideran la importancia de regular 
normativamente el fenómeno de la obsolescencia programada por la 
preocupación que desde el ámbito ambiental y de consumo genera;  hecho que 
se condice con la investigación realizada por HMD Global (Diario Gestión, 
2019) que demostró que al menos un 72% de consumidores latinoamericanos 
se encuentran preocupados por la obsolescencia programada en teléfonos 
celulares, pero que puede extenderse claramente a la electrónica de consumo 
en general; lo que demuestra no solo la necesidad jurídica, sino que también 
social existente para su estudio. 
De esta forma, y siendo que la obsolescencia programada  se convierte en un 
fenómeno que puede llegar a vulnerar derechos ambientales e incluso 
derechos de los consumidores en nuestro país, en las páginas siguientes 
haremos un análisis de la jurisprudencia y normativa internacional relacionada 
al tema de investigación, para así definir cuáles son los aspectos a tomar en 
cuenta, para evitar la transgresión de los derechos de las partes que intervienen 
en el mercado de la electrónica de consumo, debido a que existen sustentos 




CAPITULO II. LEGISLACIÓN Y JURISPRUDENCIA COMPARADA. UN 
PRIMER ACERCAMIENTO A LA NECESARIA REGULACION NORMATIVA 
CONTRA LA OBSOLESCENCIA PROGRAMADA EN NUESTRO PAÍS 
Tal y como lo hemos podido advertir, si bien la práctica de la obsolescencia 
programada no es un mecanismo que sea abiertamente publicitado por las 
empresas productoras – tal vez por las consecuencias legales y hasta 
financieras que puede generar ese instante de verdad - es cierto también, que 
su existencia ha dejado de ser un mito, para convertirse en un problema real 
en el mercado y sociedad actual. 
Para su comprobación, basta solo con detenernos un momento y pensar en las 
innumerables veces en que nos hemos visto en la obligación de adquirir nuevos 
productos - ya sea porque la reparación del mismo significa un costo igual o 
mayor a la adquisición de uno nuevo o porque simplemente no existen piezas 
de recambio - para darnos cuenta de que la existencia de esta práctica se viene 
desarrollando abiertamente en nuestra sociedad, razón por la cual, el 
ordenamiento jurídico no puede mantenerse ajeno a su regulación.  
Bajo esta premisa, son diversas las legislaciones y pronunciamientos a nivel 
mundial, que conscientes de su existencia e influencia en el mercado de 
consumo, han considerado a la obsolescencia programada como un problema 
que debe ser regulado por las diversas consecuencias directas e indirectas que 
genera tanto a nivel social como ambiental. 
De esta forma en el presente capítulo, expondremos algunas de las normas y 
pronunciamientos jurisprudenciales que han tratado este tema desde el ámbito 
del derecho, con la finalidad de demostrar su existencia en el mercado de 
consumo, y brindar un acercamiento a la posible regulación que deberemos 
tomar en cuenta para ordenar la práctica de la obsolescencia programada en 





Tal y como lo indicamos en los párrafos precedentes, la práctica de la 
obsolescencia programada conllevo a que algunos de los países conscientes 
de las consecuencias que genera su desarrollo, implementaran disposiciones 
normativas con la finalidad de amortiguar el impacto social y ambiental que la 
obsolescencia de aparatos - electrónicos en su mayoría – puede generar. En 
este sentido, a continuación, haremos un breve repaso y análisis a las 
legislaciones e instrumentos normativos que hacen referencia al tema de 
estudio, para determinar cuáles son los aspectos a tomar en cuenta para su 
regulación en nuestro país. 
1.1. DICTAMEN DEL COMITÉ ECONÓMICO Y SOCIAL EUROPEO 
2014/C 67/05, DIARIO OFICIAL DE LA UNIÓN EUROPEA, 6 DE MARZO 
DE 2014. UNIÓN EUROPEA 
En el año 2014 el Comité Económico y Social Europeo (CESE) publicó un 
dictamen de iniciativa denominado “Por un consumo más sostenible: La 
duración de la vida de los productos industriales y la información al consumidor 
para recuperar la confianza”, convirtiéndose así en el primer instrumento a nivel 
internacional, en el que se realizó un análisis referente a la obsolescencia 
programada como un problema real y existente en el mercado de consumo 
actual. 
Si bien dicho dictamen representaba una declaración del Comité no vinculante 
– es decir, que no imponía sanciones legales para su cumplimiento por ser 
emitida un órgano auxiliar de carácter consultivo- terminó por reforzar la idea 
de regular e incluso prohibir esta práctica en la región europea, al considerar a 
la obsolescencia programada como una práctica abusiva y contraria a los 
derechos de los consumidores. 
Sobre el particular, el dictamen bajo análisis refiere en su punto 2 que la 
obsolescencia programada se ha convertido en una cuestión preocupante, 
puesto que además de disminuir la duración de la vida útil de los productos de 
consumo, aumenta a su vez la cantidad de recursos y residuos para estimular 
sus ventas, de tal forma, que su práctica desarrolla consecuencias 
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medioambientales, sociales, sanitarias y culturales que deben ser materia de 
debate por los estados miembros de la Unión Europea (UE) (Dictamen del 
Comité Económico y Social Europeo 2014/C 67/05,2014) 
En este sentido, el CESE consideró que, si bien no es posible alargar 
uniformemente el tiempo de vida útil de los productos, si es posible optimizar 
sus usos, mejorando con ello la percepción que poseen los consumidores 
respecto a los productos que ofrecen las empresas europeas.  
Para tal efecto recomendó entre otros aspectos los siguientes (Dictamen del 
Comité Económico y Social Europeo 2014/C 67/05,2014):  
1. Prohibir aquellos casos flagrantes en los que se hayan calculado defectos 
para provocar el fin de la vida útil de los productos (inciso 1.2). 
2. Facilitar la reparación de los productos tomando en cuenta la posibilidad 
técnica de reparación, la existencia de piezas de recambio, y la existencia 
de un manual que detalle la posibilidad de reparación (inciso 1.3). 
3. Fomentar iniciativas sobre certificación (como el caso de garantías respecto 
a los años en que existirá un aprovisionamiento constante de piezas de 
recambio) y compromisos por partes de las empresas. (inciso 1.4). 
4. Que los Estados miembros incluyan disposiciones sobre la obsolescencia 
programada en el campo de la contratación pública (inciso 1.5) 
5. El uso de etiquetas sobre la duración de vida útil de los productos o el 
número estimado de utilizaciones de los mismos para una adecuada 
decisión de consumo (inciso 1.7). 
6. Regular una garantía mínima de funcionamiento (inciso 1.9). 
7. Fomentar el consumo responsable, educando a los consumidores sobre el 
impacto ambiental, promoviendo que los representantes de los 
consumidores participen más activamente en debates sobre el ciclo de vida 
útil, la huella ecológica y la calidad de los productos ofrecidos por las 
empresas (inciso 1.13). 
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8. Acelerar la realización de políticas en los países miembros de la UE en torno 
a tres ejes que constituyen frenos a la obsolescencia programada los cuales 
son: 
- El diseño ecológico de los productos, que busca que los recursos 
empleados para la fabricación de estos generen el menor impacto 
ambiental posible. 
- La economía circular, orientada a que los residuos de una empresa 
sirvan de recursos para otras. 
- La economía de la funcionalidad que busca fomentar la utilización de los 
productos en lugar de su posesión, lo que conduce a la necesaria 
fabricación de productos reparables y de fácil mantenimiento.  
Buscando con ello trascender a una sociedad sostenible en la que se logre 
cumplir con las necesidades de los consumidores (inciso 1.16). 
De esta forma el dictamen bajo comentario más allá de convertirse en el primer 
instrumento internacional sobre el tratamiento jurídico de la obsolescencia 
programada, represento – a pesar de ser resultado de un órgano meramente 
europeo- un primer acercamiento al tratamiento jurídico que debe tomarse en 
cuenta para el control de dicha práctica desde el derecho del consumidor; 
debiendo tomarse en cuenta los aspectos relativos a la reparación de los 
productos, el uso de etiquetas y garantías necesarias para el control de esta 
práctica que han sido recogidos en el presente instrumento, para una efectiva 
regulación del tema en nuestro país. 
1.2. LEY N° 2015-992 - LEY RELATIVA A LA TRANSICIÓN ENERGÉTICA 
PARA EL CRECIMIENTO VERDE, SENADO FRANCÉS, 17 DE AGOSTO 
DE 2015. FRANCIA 
Con fecha 22 de julio de 2015 la Asamblea Nacional Francesa aprobó 
definitivamente el proyecto de ley sobre la transición energética para el 
crecimiento verde (Ley Nº 2015-992, 2015).  
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Dicha normativa además de tener como objeto el fomento de la competitividad 
económica francesa a través de la independencia energética sin afectar la 
salud humana y el medio ambiente, es reconocida por ser la primera ley a nivel 
mundial en reconocer la existencia de la obsolescencia programada y castigar 
con una pena efectiva y multa a aquellos que la practiquen. 
Sobre ello, el artículo 99 de la mencionada ley reconoce expresamente que: 
" I.-La obsolescencia programada se define por todas las técnicas mediante 
las cuales un vendedor busca reducir deliberadamente la vida útil de un 
producto para aumentar la tasa de reemplazo.  
II.-La obsolescencia programada se castiga con dos años de prisión y una 
multa de € 300,000.  
III.- El monto de la multa puede incrementarse, en proporción a los beneficios 
derivados del incumplimiento, al 5% del volumen de negocios promedio anual, 
calculado sobre las últimas tres cifras del volumen de negocios anual a la fecha 
de los hechos." (Ley Nº 2015-992, 2015, 2015) . 
De tal forma que la obsolescencia programada se traduce en un actuar 
prohibido por los fabricantes, que desalienta su práctica comercial bajo el 
amparo de las posibles sanciones económicas y hasta penales en las que 
puede incurrir la empresa o sus representantes. 
Sin embargo, tal y como lo señala CARRASCOSA (2015) la norma en 
comentario carece de una adecuada técnica legislativa en tanto no termina por 
establecer quien o quienes son los sujetos responsables a los que debe 
hacerse efectiva la sanción, siendo que, dentro de las numerosas técnicas de 
obsolescencia existentes, son diversas las personas naturales (ingenieros, 
diseñadores, gerentes) o jurídicas (empresas) que intervienen en la toma de 
decisión para poner en marcha tal práctica; precisando además que es muy 
difícil demostrar que se tuvo la intención de acortar el período de vida útil de un 
determinado producto, en tanto la carga de la prueba e información respecto a 
este hecho recae en la empresa que incurrió en el hecho sancionable, de tal 
32 
 
forma que la finalidad de la norma no cumpliría precisamente con su objetivo 
(p.19). 
En este sentido, si bien existen algunos supuestos que deben ser regulados a 
fin de hacer efectiva la lucha contra la obsolescencia programada en Francia, 
se es posible advertir que dicho país se ha convertido en un referente que debe 
ser imitado por otros estados debido al impacto que el acortamiento de vida útil 
viene generando tanto en el mercado como en el ambiente.  
De esta forma, la presente normativa debe ser tomada en cuenta no solo para 
promover la erradicación de la obsolescencia programada en el mercado 
peruano, sino que por, sobre todo, para demostrar que deben aplicarse frenos 
a esta práctica a través de acciones legislativas que busquen desalentar su uso 
en el comercio. 
1.3. RESOLUCIÓN DEL PARLAMENTO EUROPEO 2016/2272 - SOBRE UNA 
VIDA ÚTIL MÁS LARGA PARA LOS PRODUCTOS: VENTAJAS PARA 
LOS CONSUMIDORES Y LAS EMPRESAS PARLAMENTO EUROPEO. 
04 DE JULIO DE 2017. UNIÓN EUROPEA 
El 04 de julio del 2017, el Parlamento Europeo luego de los constantes 
dictámenes y recomendaciones emitidos por los órganos auxiliares de la UE, 
decidió emitir una resolución de carácter legislativo cuyo objeto se centra en 
alcanzar un equilibrio entre la prolongación de vida útil de los productos y la 
innovación, investigación y desarrollo, teniendo como finalidad, acabar con la 
obsolescencia programada y el impacto ambiental y social que representa 
(Resolución del Parlamento Europeo 2016/2272,2017). 
De esta forma, dicha Resolución dispone que, con la ayuda de las normas 
elaboradas por organizaciones europeas sobre la materia, los países miembros 
de la UE establezcan criterios destinados a promover la ampliación de vida útil 
de los productos, debiendo para tal efecto, adoptar las medidas necesarias 





1. El diseño de productos sólidos, sostenibles y de calidad 
2. El fomento de las posibilidades de reparación y de la vida útil de los 
productos. 
3. La aplicación de un modelo económico orientado al uso y apoyo de la 
pequeña y microempresas y al empleo en la Unión Europea 
4. Garantizar una mejor información al consumidor 
5. Medidas para establecer un sistema que analice los productos y su 
obsolescencia programada. 
6. Reforzar el derecho a la garantía legal de conformidad. 
7. Protección de los consumidores respecto a la obsolescencia de aparatos 
electrónicos. 
En este sentido y al ser que la Resolución bajo comentario posee el carácter 
de un acto legislativo vinculante para los estados miembros, es decir, que su 
cumplimiento es obligatorio para los países miembros de la UE, esta normativa 
se convierte en un referente necesario para establecer la regulación jurídica 
que debe aplicarse, para el tratamiento de esta práctica comercial en nuestra 
legislación. 
Para ello, es importante señalar que de los aspectos sobre los que se 
recomiendan adoptar medidas, son los puntos referidos a garantizar la 
información del consumidor y las medidas que refuerzan la garantía legal y las 
piezas de recambio, los que representan un mayor nivel de importancia para 
el tema a investigar, en tanto son estos los puntos que se ajustan más a la 
finalidad de la presente tesis, es decir a la regulación de la obsolescencia 
programada desde la óptica del derecho del consumidor. 
Sobre ello, debemos señalar que la Resolución en comentario reconoce que 
la información que debe ser entregada al consumidor respecto a la durabilidad 
de los productos, puede realizarse entre otras formas de la siguiente manera: 
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- Con la inclusión de una etiqueta europea que ponga de conocimiento la 
durabilidad del producto, el diseño ecológico y la capacidad de reparación. 
- Con la inclusión de un contador de uso en los productos de consumo como 
los aparatos electrónicos. 
- Con la obligación de brindar información sobre criterios normalizados en los 
que se indique la vida útil de los productos. 
Reconociendo además la necesidad de crear un sistema independiente para 
analizar los productos puestos en el mercado, de tal forma que pueda 
detectarse, en la medida de lo posible, su obsolescencia programada con la 
finalidad de brindar una mayor protección jurídica al consumidor. 
Por otro lado, se tiene que el texto aprobado promueve la idea de ampliar los 
periodos de garantía, siendo obligatorio además que las empresas, 
establezcan un periodo de tiempo determinado en el que aseguren la existencia 
de piezas de recambio. 
Asimismo, se busca promover el desarrollo de estas medidas a cambio de 
incentivos fiscales que sean otorgados a aquellas empresas que promuevan la 
fabricación de productos duraderos, de alta calidad y que sean reparables. 
De esta manera la Resolución en comentario se convierte en una fórmula 
jurídica completa respecto al tratamiento de la obsolescencia programada, de 
forma que sus alcances son una fuente de derecho esencial que debe ser 
tomada en cuenta para el estudio de esta práctica y la regulación pretendida 
en el campo del derecho del consumidor. 
1.4. CÓDIGO ORGÁNICO DE LA ECONOMÍA SOCIAL DE LOS 
CONOCIMIENTOS, CREATIVIDAD E INNOVACIÓN. REGISTRO 
OFICIAL SUPLEMENTO 899. 9 DE DICIEMBRE DE 2016. ECUADOR 
Tal y como lo indicamos en los párrafos precedentes, son diversos los países 
en los que la obsolescencia programada ha sido materia de una regulación 
normativa debido a la importancia que merecen sus consecuencias tanto a 
nivel social como ambiental. 
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En este sentido, el debate no se limitó a la normativa que sobre el tema 
emitieron países en el continente europeo, sino que además se hizo presente 
en la normativa que países como Ecuador desarrollaron para su limitación. 
Sobre el particular, el Código Orgánico de la Economía Social de los 
Conocimientos, Creatividad e innovación de Ecuador fue tal vez la primera 
regulación jurídica en América destinada a controlar el desarrollo de la práctica 
de la obsolescencia programada, al limitar entre sus artículos la presencia de 
esta táctica empresarial en el mercado ecuatoriano (Código Orgánico de la 
Economía Social de los Conocimientos, Creatividad e innovación, 2016). 
Así y como lo refiere ZAMBRANO (2018) dicha ley en su vigésima primera 
disposición general hizo mención por primera vez a la obsolescencia 
programada en la legislación ecuatoriana, no solo definiéndola, sino que 
también estableciendo un órgano y una sanción para esta técnica (p.30). 
Dicho artículo señala expresamente lo siguiente: 
“VIGÉSIMA PRIMERA. - Las instituciones públicas deberán realizar un 
control aleatorio de sus bienes ex post a la adquisición, para verificar que estos 
no sufran de obsolescencia programada.  Para efecto de aplicación de esta 
norma se entenderá como obsolescencia programada el conjunto de técnicas 
mediante las cuales un fabricante, importador o distribuidor de bienes, en la 
creación o a través de la modificación del producto, reduce deliberada e 
injustificadamente su duración con objeto de aumentar su tasa de reemplazo.  
El órgano público encargado de las compras públicas en coordinación con el 
INEN regulará la aplicación de esta disposición.  En los casos en los que se 
determine la existencia de obsolescencia programada, los proveedores de 
dichos bienes quedarán impedidos para contratar con el Estado de manera 
permanente, sin perjuicio de la responsabilidad civil y las sanciones 
administrativas y penales a las que hubiere lugar en aplicación de la Ley 
Orgánica de Defensa del Consumidor, la Ley Orgánica de Control del Poder 
del Mercado y el Código Orgánico Integral Penal, respectivamente.  Se 
generarán los efectos señalados en el inciso anterior, cuando se compruebe, a 
través de los órganos correspondientes, la obsolescencia programada en el 
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comercio entre particulares” (Código Orgánico de Economía Social de los 
Conocimientos, Creatividad e Innovación, 2016). 
De esta forma, puede advertirse que la normativa emitida por el Ecuador se 
torna en un importante referente, al establecer sanciones a aquellos 
fabricantes, importadores y proveedores que comercialicen bienes que vean 
reducida su utilidad de forma deliberada con el paso del tiempo, reconociendo 
con ello cuáles son las partes que pueden ser sancionadas en el caso de 
descubrirse prácticas comerciales catalogadas en el ámbito de la 
obsolescencia programada. 
Asimismo, la normativa bajo comentario resulta importante, por ser el primer 
referente normativo que demuestra una participación activa por parte del 
Estado, y es que en el caso se determine la existencia de bienes afectados por 
la obsolescencia programada, los proveedores de dichos bienes se verán 
imposibilitados de contratar permanentemente con el Estado, sin perjuicio de 
la responsabilidad civil y penal que ello acarrea. 
De esta manera, la legislación ecuatoriana representa un primer avance en el 
desarrollo legislativo en contra de la obsolescencia programada a nivel 
regional, convirtiéndose así en el principal referente a tomar en cuenta para la 
regulación normativa necesaria en nuestro país. Debiendo rescatarse la 
importancia de que el Estado intervenga y asuma su rol de protector del bien 
común, en aquellas situaciones en que las empresas incurran en prácticas 
ligadas a la obsolescencia programada; debiendo para tal efecto imponer 
sanciones civiles, penales e incluso administrativas que limiten la participación 
de estas empresas en licitaciones o contrataciones públicas, que pueden 
generar perjuicios a la colectividad. 
1.5. DECRETO LEGISLATIVO 1044 - DECRETO LEGISLATIVO QUE 
APRUEBA LA LEY DE REPRESIÓN DE LA COMPETENCIA DESLEAL. 
DIARIO OFICIAL EL PERUANO. 26 DE JUNIO DE 2008. PERÚ 
Si bien en nuestro país no existe una normativa que haga referencia expresa 
al tema, especialmente desde el campo del derecho del consumidor, es 
necesario señalar que dentro de nuestra legislación existen ciertos parámetros 
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a tomar en cuenta respecto a la publicidad y forma en que se ofrecen los 
productos en el mercado, siendo la ley referida a la represión de competencia 
desleal, la principal norma sobre la materia, al incluir dentro de sus alcances, 
los actos realizados por los proveedores para la publicidad de la venta de sus 
productos. 
 Este cuerpo normativo señala que las empresas no pueden  
“[I]nducir a error a otros agentes en el mercado sobre la naturaleza, modo 
de fabricación o distribución, características, aptitud para el uso, calidad, 
cantidad, precio, condiciones de venta o adquisición y, en general, sobre los 
atributos, beneficios o condiciones que corresponden a los bienes, servicios, 
establecimientos o transacciones que el agente económico que desarrolla tales 
actos pone a disposición en el mercado” (Decreto Legislativo 1044, 2008) 
Siendo que de lo contrario incurrirían en un acto de engaño, que puede ser 
objeto de sanción por parte de INDECOPI. 
En este sentido, si bien no nos encontramos frente a una normativa que regule 
expresamente la obsolescencia programada en nuestro país, la misma puede 
considerarse como un punto de partida para el desarrollo jurídico del tema a 
través de nuestra legislación; y es que, si bien podría recurrirse a este apartado 
para su tratamiento, es necesario consolidar el concepto y su regulación a partir 
de los derechos y principios adoptados en nuestro Código de Protección y 
Defensa del Consumidor, los cuales, permiten a cualquier persona actuar frente 
aquellas conductas que le sean lesivas, sin que ello signifique la perdida de la 
titularidad sobre la acción y por tanto la facilidad de denunciar estas prácticas 
(tal y como ocurre en los procedimientos regulados en el Decreto Legislativo 
1044) ante instancias administrativas como lo es el INDECOPI. 
II. JURISPRUDENCIA RELEVANTE 
Conforme a la normativa antes citada, se es posible advertir que el fenómeno 
de la obsolescencia programada más allá de ser un tema que ha captado la 
atención de los legisladores a nivel internacional, se ha convertido en un tema 
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de debate actual por las consecuencias jurídicas que genera frente al mercado 
y el ambiente.  
En este sentido y más allá de partir del positivismo sobre el tema reconocido 
en otros países – es decir la regulación jurídica de la obsolescencia 
programada- en el presente apartado haremos un breve repaso sobre los casos 
más representativos en los que se presentaron conflictos relativos a la 
obsolescencia programada y el análisis jurídico efectuado por las diversas 
cortes para la resolución de dichos conflictos, aterrizando finalmente en los 
pronunciamientos emitidos por INDECOPI en casos relacionados al tema de 
investigación, y que representan un primer hito sobre su regulación en el 
derecho peruano. 
2.1. EUROPA 
2.1.1. (ITALIA) SAMSUNG AGGIORNAMENTO SOFTWARE. AUTORITÀ 
GARANTE DELLA CONCORRENZA E DEL MERCATO. RESOLUCIÓN 
PS11009 EMITIDA EL 25 DE SETIEMBRE DE 2018. 
En el año 2018 la Autoridad Garante de la Competencia y el Mercado de 
Italia (AGCM) emitió los primeros pronunciamientos a nivel internacional, 
relativos a las sanciones pecuniarias que pueden ser impuestas a aquellas 
empresas que incurran en prácticas comerciales consideradas dentro del 
campo de la obsolescencia programada.  
Uno de estos casos, fue la sanción impuesta a la multinacional Samsung 
como consecuencia de la información proporcionada y los comportamientos 
utilizados para que sus usuarios actualicen el sistema operativo de su 
smartphone modelo Galaxy Note 4, los cuales fueron sancionados a pesar 
de los compromisos asumidos por la empresa para eliminar sus conductas 
indebidas, en tanto dicha operación condujo a una evidente vulneración de 
los derechos de los consumidores, al haberse realizado: 
1. A través de propuestas insistentes a los consumidores en posesión 
del equipo para la actualización del sistema, los cuales al ser 
instalados produjeron reducciones en el rendimiento de los 
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smartphones (ralentizaciones, reinicios e incluso el apagado total del 
teléfono). 
2. Describiendo de manera engañosa y omisiva las características de 
las actualizaciones y su impacto en el rendimiento del smartphone. 
3. Limitando las intervenciones para restaurar la funcionalidad original 
del dispositivo, comprometida con la reducción del rendimiento 
originado, reemplazando solo elementos de hardware si los teléfonos 
se encontraban cubiertos con la garantía legal de conformidad, sin 
proporcionar intervenciones alternativas o intervenciones a los 
teléfonos no cubiertos con garantía (Resolución PS11009 del 25 de 
setiembre de 2018). 
Sobre ello, debe tenerse presente que tal y como se reconoce en la 
Resolución materia de comentario, el sistema operativo Android presente en 
el producto Galaxy Note 4 pertenece a la categoría “open source”, de tal 
forma que el fabricante es quien selecciona los componentes del sistema 
operativo y la personalización del “interfaz” existente para que el usuario 
explote la funcionalidad del dispositivo y algunas aplicaciones. En este 
sentido, se logró comprobar que es la propia empresa quien, como parte de 
los servicios de postventa, actualiza de forma inalámbrica los sistemas 
operativos de sus dispositivos y luego solicita de forma periódica a los 
usuarios, la actualización constante del sistema operativo, sin informar en 
sus comunicaciones las características de dichas actualizaciones o las 
contingencias que genera su instalación (menor funcionalidad del equipo, 
ralentizaciones, etc) y únicamente existiendo las opciones de: “instalar”, 
“Recordar más tarde” o “configurar WiFi”, siendo imposible además cancelar 
la actualización una vez decidida la instalación; lo que configura una 
afectación grave a los derechos del consumidor (Resolución PS11009 del 
25 de setiembre de 2018). 
Asimismo, la AGCM logró comprobar gracias a informes recibidos por 
distintos consumidores a partir del 2017, que los teléfonos Galaxy Note 4 los 
cuales fueron adquiridos por calidad y precio de gama alta, habrían perdido 
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su capacidad de funcionar, independientemente del uso realizado y del 
cuidado que el consumidor tomara, primero con desaceleraciones o reinicios 
continuos y luego incluso, con el apagado total del producto después de los 
2 años de garantía del producto, debido a las actualizaciones de software 
que terminaron por reducir el rendimiento de los smartphones. 
Estos hechos, sumados al alto costo de reparación de tales problemas por 
parte de Samsung fuera de la garantía (los cuales para el año 2017 
representaban casi el 96% de los casos), genero que la AGCM sancionara 
a Samsung con € 5,000.000 (cinco millones de euros) por la dimensión 
económica de su oferta y el alto nivel de perjuicios económicos generados a 
los consumidores, reconociendo en su resolución que el consumidor tiene el 
derecho de usar el producto con las características prometidas y que 
estaban presentes en el momento de la compra, especialmente cuando 
dichas características pueden reducirse luego de una actualización 
propuesta por el fabricante, el cual,  tiene la obligación de identificar el 
impacto que dichas actualizaciones tendrán en los dispositivos que ya están 
en uso, por ser él quien diseña el equipo y el único capaz de identificar 
errores y amenazas en su seguridad, por la asimetría de información técnica 
existente esa relación de consumo. 
De esta forma, la señalada resolución representa un hito en la lucha contra 
la obsolescencia programada, al ser uno de los primeros pronunciamientos 
a nivel internacional en sancionar a una empresa multinacional, por haber 
incurrido en prácticas comerciales que afectaron los derechos de los 
consumidores al limitar el funcionamiento de sus aparatos electrónicos; 
convirtiéndose así no solo en un referente, sino que también en una prueba 
que demuestra que la obsolescencia programada es una práctica que viene 
desarrollándose habitualmente en el mercado de consumo. 
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2.1.2. (ITALIA) APPLE AGGIORNAMENTO SOFTWARE. AUTORITÀ GARANTE 
DELLA CONCORRENZA E DEL MERCATO. RESOLUCIÓN PS11039 
EMITIDA EL 25 DE SETIEMBRE DE 2018. 
Tal y como lo señalamos en los párrafos precedentes, en el año 2018 la 
AGCM emitió los primeros pronunciamientos relativos a las sanciones 
pecuniarias que pueden ser impuestas a aquellas empresas que incurran en 
prácticas comerciales dentro del campo de la obsolescencia programada, 
siendo una de ellas, la compañía multinacional Apple (Apple Inc, Apple 
Distribution International, Apple Italia S.r.l, y Apple Retail Italia S.r.l) por 
haber incurrido en ciertos comportamientos que terminaron por vulnerar los 
derechos de sus consumidores. 
A través de dicha sanción, la AGMC especificó que la sanción impuesta a 
Apple, se dio como consecuencia de la información proporcionada y la 
conducta que llevo a cabo la empresa, al proponer actualizaciones del 
sistema operativo iOS 10 y posteriores, para los modelos Iphone 6/6 
Plus/6s/6s Plus, sin informar de los impactos negativos de su descarga en 
el rendimiento de tales productos, lo que claramente representaba una grave 
afrenta a los derechos de los consumidores, al terminar por afectar el 
funcionamiento de los teléfonos inteligentes, sin presentar ningún medio 
para restaurar su funcionalidad original, ni mucho menos, informar sobre tal 
defecto o las condiciones necesarias para evitarlo (Resolución PS11039 del 
25 de setiembre de 2018). 
Sobre ello, la autoridad italiana indicó que Apple, indujo a los consumidores 
a realizar las actualizaciones de sistema por las constantes notificaciones 
sobre tal requerimiento, valiéndose para ello de la asimetría informativa 
existente, y que hizo que los consumidores se vieran obligados a confiar en 
la utilidad y bondad de dichas actualizaciones, las cuales como ya lo 
señalamos, terminaron por modificar las características funcionales de los 
aparatos electrónicos, reduciendo significativamente su rendimiento, 
engañando de esta forma a los consumidores en la decisión de continuar 
con la instalación de estas actualizaciones (Resolución PS11039 del 25 de 
setiembre de 2018). 
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Por otro lado, la AGCM también imputo una segunda práctica comercial 
contraria a los intereses y derechos del consumidor, al señalar que Apple no 
habría proporcionado información sobre las características de su batería, su 
relevancia para el rendimiento del Iphone y el ciclo de vida, así como no 
haber brindado las instrucciones necesarias para su reemplazo. 
Dicha imputación también fue comprobada por la autoridad italiana al 
demostrar que dicha información fue brindada únicamente a partir de 
diciembre de 2017, de tal forma que dicha práctica se habría configurado, 
resultando una afrenta a los derechos del consumidor, toda vez que la 
batería representa una de las principales características del producto, cuya 
duración y rendimiento afectan directamente la funcionalidad y la facilidad 
de uso del teléfono (Resolución PS11039 del 25 de setiembre de 2018). 
Asimismo, logro evidenciar que el reemplazo de dicho elemento resultaba 
técnicamente difícil, en tanto la batería únicamente podía ser sustituida con 
la intervención de un técnico calificado y retirando necesariamente la 
pantalla del teléfono, siendo imposible entonces reemplazar la batería sin 
reemplazar su pantalla; de tal forma que se llegó a la conclusión que Apple 
habría incurrido en una falta, al ser que los consumidores ante la falta de 
información sobre tales hechos, no habrían adoptado las precauciones 
necesarias para reemplazar sus baterías – las cuales por cierto, se veían 
afectadas con las actualizaciones repentinas del sistema - pudiendo incurrir 
incluso en daños en el producto por dicho desconocimiento (Resolución 
PS11039 del 25 de setiembre de 2018). 
En este sentido, y considerando que Apple influyo indebidamente en la 
decisión de consumo de los consumidores, por llevarlos a actualizar el 
firmware mediante la insistente solicitud de proceder a la descarga e 
instalación de actualizaciones, así como por no haber brindado la 
información sobre aspectos esenciales del dispositivo, las cuales deberían 
haberse puesto de conocimiento, de acuerdo con la diligencia profesional 
debida de una compañía líder en el mercado tecnológico a nivel mundial, la 
AGCM impuso a la compañía Apple una sanción pecuniaria ascendente a € 
10,000.000 (diez millones de euros) por haber incurrido en prácticas 
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contrarias con a los artículos. 20, 21, 22 y 24 del Código del Consumidor 
Italiano, prohibiendo su difusión o continuación. 
De esta forma, la AGCM con los pronunciamientos antes expuestos se 
convirtió en la primera entidad a nivel mundial en sancionar por actos 
relacionados a la obsolescencia programada, a dos de las compañías más 
grandes del mercado tecnológico, convirtiéndose de esta forma en el punto 
de partida de futuros pronunciamientos sobre la materia y que permiten 
avizorar el enfoque que los diferentes tribunales a nivel mundial pueden 
adoptar, en el caso las empresas continúen desarrollando prácticas en 
contra de los intereses de los consumidores.  
2.2. ESTADOS UNIDOS 
2.2.1. ANDREW E. WESTLEY V. APPLE COMPUTER, INC. ET AL. SUPERIOR 
COURT OF CALIFORNIA, COUNTY OF SAN FRANCISCO, CASE NO. 
CGC 03 427701. ACUERDO ENTRE LAS PARTES. 2003 
Habiéndose expuesto el caso más significativo hasta el momento, en lo que 
es el desarrollo jurisprudencial de la obsolescencia programada, 
procederemos a exponer ahora, el primer caso que fue visto en un tribunal, 
pero que, a diferencia de lo ocurrido en Italia, culminó por un acuerdo entre 
las partes que no permitió un análisis jurídico de los efectos de esta práctica 
en el mercado. 
Este caso, fue la class action presentada por un gran número de 
consumidores ante la Corte Superior del Estado de California, debido al 
descontento generado en el mercado por las fallas presentadas en el 
reproductor iPod, el cual derivaba esencialmente de la batería de litio 
incorporada en el producto (Case No. CGC 03 427701, 2003). 
En efecto, durante el primer año del lanzamiento del iPod, fueron diversos 
los consumidores que presentaron quejas y reclamos por las fallas en las 
baterías de estos productos, quienes luego de acudir al servicio técnico de 
Apple, se veían en la necesidad de pagar una suma alta de dinero para la 
reparación del producto, o en su defecto la adquisición de un reproductor 
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nuevo, no existiendo la posibilidad de cambiar la batería fallida por una 
nueva. 
Este hecho, generó que un gran número de consumidores entablara una 
action class denominada Westley vs Apple Computer, por la acumulación de 
varios procesos individuales en contra de la fabricante, la cual hacía 
referencia a que la batería de litio incorporada se encontraba diseñada para 
tener un corto período de vida, que se contradecía con lo publicitado por la 
empresa, la cual señalaba que su iPod podía durar por lo menos 27 años; 
así como la estipulación contenida en las condiciones contractuales que 
revocaba el derecho de garantía, ante cualquier intento de manipulación de 
hardware, el cual estaba diseñado únicamente para ser manipulado por 
personal técnico de Apple (ANABALÓN, 2016, p.59). 
Ahora bien, las peticiones de dicha demanda se sustentaban esencialmente 
en el pago de una indemnización por los daños y perjuicios derivados por el 
actuar de Apple, así como la declaración como cláusula abusiva de aquella 
que establecía la perdida de la garantía por la manipulación del producto; 
solicitando además, que el fabricante “revelara las características de la 
batería del iPod en sus avisos y en el empaque original del iPod, y que Apple 
rediseñe el iPod de forma que un consumidor pueda abrirlo y reemplazar la 
batería sin dañar el iPod y sin anular la garantía” (Case No. CGC 03 427701, 
2003). 
Bajo estos fuertes argumentos, y tomando en cuenta que a lo largo del 
proceso se logró demostrar que la batería de litio incorporada, podía 
condicionar el proceso técnico al haberse diseñado para limitar el período 
de vida útil del producto, Apple decidió llegar a un acuerdo con los 
demandantes, de forma que tal y como lo expresamos al inicio de esta 
explicación, la Corte se vio impedida de realizar un análisis jurídico y por 
tanto una sentencia, que hiciera posible demostrar el estudio sobre la 
práctica de la obsolescencia programada desde el ámbito del derecho. 
Sin embargo, cabe resaltar que los hechos expuestos, así como el actuar de 
Apple, demuestran que dicha práctica existe y que representa una 
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vulneración a los derechos del consumidor, los cuales, como adquirientes 
de diversos servicios, se ven afectados al no recibir la información que les 
permita no solo adoptar una decisión de consumo, sino que, además, 
reparar los productos adquiridos sin incurrir en gastos por encima de los 
presupuestados al momento de su adquisición1. 
2.2.2. RYAN DIAZ VS. NINTENDO OF AMERICA INC. UNITED STATES 
DISTRICT COURT FOR THE WESTERN DISTRICT OF WASHINGTON AT 
SEATTLE. CASE N° 2:19-CV-01116. ESCRITO DE DEMANDA. 2019 
Otro de los casos más significativos y tal vez el más actual al momento del 
desarrollo de la presente tesis, es la action class interpuesta por el usuario 
Plaintiff Ryan Díaz en contra de Nintendo of America Inc. con fecha 19 de 
julio del año 2019, por la supuesta vulneración a los derechos de los 
consumidores que adquirieron la consola de videojuegos llamada “Nintendo 
Switch”. 
En el caso concreto, el usuario refiere que cuando adquirió la consola de 
videojuegos antes señalada, notó que luego de unos meses de uso, el “joy-
con izquierdo”, es decir uno de los mandos de la consola, presentaba 
desperfectos que hacían que la experiencia de juego no sea la adecuada, 
por no poder controlar de forma efectiva el equipo, razón por la cual recurrió 
a la empresa Nintendo of America, para que a través de su servicio técnico 
arreglara el desperfecto (Case N° 2:19-cv-01116, 2019). 
Es así, que el departamento de servicio técnico, dentro del año de garantía 
ofertado, reparó el “joy-con”, entregando al usuario el mismo sin 
desperfectos. Sin embargo y luego de trascurridos algunos meses, Ryan 
Díaz notó que el problema se mantenía vigente, por lo que nuevamente se 
contactó con la empresa, la cual, para su sorpresa, le señalo que, al haber 
superado la garantía del producto, no se haría cargo de la reparación del 
mismo. 
                                                          
1  Cabe resaltar que luego de la demanda presentada, y con la finalidad de evitar futuras 
controversias, Apple instauró un servicio de piezas de repuesto existentes hasta la época, 
aumentando el período de garantía de sus productos, lo que demuestra el reconocimiento 
implícito de los hechos demandados. 
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A pesar que dicha actitud por sí sola podría haberse catalogado desde ya 
como una afrenta a los derechos del consumidor, Ryan Díaz adquirió un 
nuevo “joy-con”, el cual, poco tiempo después de adquirido, presento las 
mismas fallas que el primero; lo que originó la demanda bajo comentario, al 
ser que se determinó que dichos productos presentaban esta falla de forma 
generalizada, adjuntando para ello declaraciones de personas en foros y 
otras páginas, que indican que los “joy-con” izquierdos de dichas consolas, 
presentan el defecto advertido por el demandante, el cual es denominado 
“joy-con drift”, el cual era reparado por Nintendo solo si los productos se 
encontraban dentro del primer año de garantía; así como noticias y blogs 
que hacen expresa mención al problema, y que explican cómo reparar los 
“joy-con”, lo que demuestra que los consumidores deben brindar un 
mantenimiento no informado y que genera sobrecostos al precio 
efectivamente pagado en su adquisición (Case N° 2:19-cv-01116, 2019). 
De esta forma, la demanda cataloga la venta de los “joy-con” como una venta 
fraudulenta de un producto que presenta desperfectos al poco tiempo de 
uso, y que, por tanto, no cumple con las expectativas originadas por la 
publicidad brindada al consumidor; siendo necesario que Nintendo: i) Corrija 
los desperfectos a nivel industrial, y ii) Compense a todos los usuarios que 
presenten un reclamo sobre dicho problema; más aún cuando, tal y como lo 
expresa el fundamento 37 de la demanda, es de clase nacional, 
representando a todas las personas en los Estados Unidos que compraron 
un Nintendo Switch o controladores Joy-Con (Case N° 2:19-cv-01116, 
2019). 
Así, y si bien nos encontramos en la parte postulatoria del proceso, por los 
hechos antes señalados es posible advertir que nos encontramos frente a 
un caso que puede ser catalogado fácilmente dentro del campo de la 
obsolescencia programada, en tanto se ha logrado acreditar que la falla 
sobre la que parte la demanda es un defecto introducido en la fabricación 
del producto, el cual puede ser catalogado como una vulneración directa al 
deber de idoneidad. 
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En este sentido, el análisis que efectué la Corte del Distrito de Washington 
en Seattle, servirá no solo para demostrar si se ratifican las sanciones 
impuestas a las empresas por incurrir en este tipo de prácticas, sino que 
también, para demostrar hasta qué punto este tipo de prácticas pueden 
vulnerar el derecho del consumidor, incluso cuando las empresas se valen 
de las garantías exigidas por ley, para eximir su responsabilidad.   
2.3. BRASIL 
2.3.1. LETÍCIA SOSTER ARROSI C/ APPLE COMPUTER BRASIL LTDA”. 
COMARCA DE PORTO ALEGRE, 4º JUIZADO ESPECIAL CÍVEL FORO 
CENTRAL. SENTENCIA RECAÍDA EN EL PROCESO Nº: 
001/3.12.0005991-0 DEL 23 DE ABRIL DE 2013. 
Tal y como ocurrió en Italia, la compañía Apple fue demandada esta vez en 
Brasil, pero por haber imposibilitado actualizar el sistema operativo de un 
Iphone, cuyas aplicaciones exigían una versión de sistema distinta a la que 
poseía para su funcionamiento. 
En el presente caso, la ciudadana Leticia Soster Arrosi, propietaria de un 
teléfono celular Iphone modelo 3G, demandó a la empresa Apple por no 
permitirle la actualización del sistema operativo de su celular; a pesar de 
haber presentado problemas con el funcionamiento de aplicaciones, las 
cuales al ser reinstaladas exigían que el sistema operativo del teléfono móvil 
fuese como mínimo el de IOS 4.3 (Proceso Nº: 001/3.12.0005991-0 del 23 
de abril de 2013). 
En efecto, el fallo de primera instancia demostró gracias a las entrevistas 
realizadas con la empresa SOMA Autorizada Apple, que tal y como lo señaló 
la demandante, era imposible actualizar el sistema operativo del aparato 
telefónico, puesto que ni siquiera el Servicio de Atención al Consumidor de 
Apple, habría podido resolver el problema de actualización del sistema, 
siendo la única salida la adquisición de un nuevo modelo (CLEMENT y 
KALAFATICH, p. 2). 
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En primera instancia, el juzgado si bien consideró improcedentes las 
pretensiones de hacer (brindar un nuevo software) y dar (entregar un equipo 
nuevo), declaró fundada la demanda en el extremo de un pago por daño 
moral, el cual estimo en 1,500 reales, en tanto sostuvo que más allá de los 
avances tecnológicos que no harían esperable una “duración indefinida del 
bien”, la empresa debía garantizar el funcionamiento y calidad del mismo, 
sin imposibilitar su uso. 
Sin embargo, la sentencia en grado de apelación emitida el 22 de abril de 
2014 (Recursal cível N° 71004479119, 2014) dispuso que la usuaria tenía 
derecho además, al valor equivalente a un equipo nuevo ya que el suyo se 
había vuelto inutilizable, condenándose a Apple al pago de 1,499 reales 
adicionales más la actualización correspondiente del equipo; ello bajo el 
entendido que no era posible dejar en el desamparo a clientes que poseen 
modelos antiguos, pues el buscar estimular la adquisición de un producto 
nuevo, se trata de una práctica abusiva que lesiona el derecho del 
consumidor al uso de su equipo antiguo (CLEMENT y KALAFATICH, p. 3). 
De esta forma, el caso Leticia Soster evidencia que, si bien el avance 
tecnológico hace imposible considerar un período de vida útil del producto 
indefinido, es cierto también que el fabricante, no puede dejar en el 
desamparo a clientes que adquirieron productos con anterioridad, debiendo, 
por tanto, garantizar el funcionamiento de sus productos por un tiempo 
determinado. 
2.3.2. CASO INSTITUTO BRASILEIRO DE POLITICA E DIREITO DA 
INFORMATICA VS APPLE INCORPORATION (2013) 
Otro de los casos reconocidos en el país sudamericano, es la acción civil 
colectiva presentada por el Instituto Brasilero de Política y Derecho de 
Informática (IBDI) en defensa de diversos intereses de los consumidores 
contra Apple. 
Dicha acción, se sustentó en el hecho que la compañía habría incurrido en 
prácticas abusivas, al poner en el mercado el iPad 4, a pesar de haberse 
lanzado el modelo anterior (iPad 3) 5 meses atrás. 
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Dicho hecho para los demandantes representó una mala práctica 
empresarial, en tanto no se consideraba que tan solo en 7 meses, Apple 
haya innovado lo suficiente la nueva tecnología del iPad, así como al haber 
introducido cambios en los cargadores en un tiempo relativamente corto, que 
evidenciaban la existencia de una obsolescencia psicológica y por 
incompatibilidad, al hacer percibir el modelo anterior como obsoleto, e 
introducir en el mercado un modelo de cargador incompatible con la línea 
que existía hasta el momento (ANABALON, p. 64). 
Asimismo, se consideró que Apple habría incumplido deberes de 
información, al no señalar que para el momento en que se lanzó el iPad 3, 
ya se tenía planeado lanzar al mercado el nuevo modelo con las variaciones 
antes explicadas, lo que privo a los consumidores de adoptar una decisión 
de consumo acorde a sus necesidades. 
Sobre ello, si bien el presente caso ejemplifica claramente una práctica muy 
usada por las empresas tecnológicas en nuestros días, consideramos que 
el presente caso no debe ser tomado en cuenta como un referente, en tanto 
se sustenta en un supuesto que no vulnera en concreto algún derecho del 
consumidor, y en cambio, limita la participación de la empresa en el 
mercado, al prohibirles poner nuevos productos en el mercado durante un 
determinado tiempo.  
De esta forma, decidimos traer a colación el presente caso, con el objeto de 
demostrar que si bien la práctica de la obsolescencia programada existe, no 
es posible bajo ningún supuesto, pretender demandar o llevar a juicio a las 
empresas por situaciones que, a la luz del derecho, no representan ninguna 
vulneración al consumidor. 
2.4. PERÚ 
Ahora bien y una vez expuestos algunos casos referentes al tema de 
investigación; hemos considerado pertinente, traer a colación algunos casos 
desarrollados en nuestro país, que, si bien no parten de un análisis jurídico 
relativo a la obsolescencia programada, podrían enmarcarse fácilmente dentro 
de su desarrollo jurisprudencial. 
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Así, y partiendo de los casos antes revisados, hemos seleccionado algunas de 
las resoluciones expedidas por INDECOPI, con la finalidad de conocer cuál es 
el razonamiento del órgano especializado, frente a aquellos casos que pueden 
ser considerados dentro del campo de la obsolescencia programada. 
2.4.1. RESOLUCIÓN N° 1008-2013/SPC-INDECOPI – DANIEL ENRIQUE 
TORREALBA REYES C. AMÉRICA MÓVIL PERÚ S.A.C. 
En el presente caso, el señor Daniel Enrique Torrealba Reyes denunció a la 
empresa América Móvil Perú, conocida popularmente como Claro, al señalar 
que adquirió de dicha empresa un Iphone 4 de 32 GB, el cual, pocos meses 
después de ser adquirido, presentó desperfectos tanto en el encendido, como 
en la proyección de imagen del producto. 
Sin embargo, y a pesar de que el denunciante llevó el producto al servicio 
técnico de la empresa, esta se negó a hacer efectiva la garantía, en tanto a su 
juicio existía un golpe en el equipo que hacía posible activar la cláusula elusiva 
contenida en el manual del producto, que limitaba la posibilidad de activar la 
garantía en el caso de golpes, rajaduras, etc. 
Así y bajo lo antes señalado, el Órgano Sumarísimo mediante la Resolución 
declaró fundada la denuncia presentada, siendo que, a pesar de haberse 
acreditado la existencia de fallas en el producto, Claro habría negado 
indebidamente la garantía. 
Siendo ello así, la empresa apeló dicha resolución bajo el entendido que la 
garantía al señalar de forma expresa las razones que configuran su 
inaplicación, no hacía entendible el razonamiento del órgano resolutivo. Sin 
embargo, la Comisión de Protección al Consumidor encargada de la revisión 
de la apelación presentada, determinó que habiéndose demostrado en el 
séquito del procedimiento que efectivamente existieron desperfectos en el 
producto, sin que Claro demostrará que el golpe (por el que se negó la 
aplicación de la garantía) fuera la causa que originó tales desperfectos, debía 
confirmarse la resolución que declaraba fundada la denuncia presentada, y por 
tanto la entrega de un producto similar o de las mismas características del 
producto que dio origen a la denuncia, como medida correctiva. 
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Posteriormente en el recurso de revisión presentado por América Móvil, el 
Tribunal de Defensa de la Competencia, procedió a efectuar un análisis 
partiendo de las condiciones actuales de la producción masiva de productos, 
que en ocasiones presentan defectos en su funcionamiento. Para ello, precisó 
que los defectos en los productos pueden originarse en su fabricación, en su 
diseño, o en la información brindada al consumidor. 
Si bien dicha diferenciación permitió al Tribunal esclarecer el concepto de 
idoneidad en el producto, permitió a su vez demostrar que la fabricación masiva 
mucha veces generaba un impacto negativo en las relaciones de consumo, el 
cual debía ser reducido por el proveedor al ser éste quien posee un mayor 
conocimiento técnico en el reconocimiento de los defectos técnicos de los 
productos; razón por la cual confirmó el análisis efectuado en las instancias 
inferiores, pero precisando que ello, no debe entenderse como la eliminación 
del consumidor razonable en las relaciones de consumo. 
De esta forma, si bien el INDECOPI no hizo un análisis referente a la posible 
existencia de una práctica relacionada con la obsolescencia programada, 
brindó un primer acercamiento a las sanciones que podrían ser impuestas, a 
aquellas empresas que pusieran en el mercado productos electrónicos no 
idóneos y sobre los que se pretendiera inaplicar garantías a pesar de los 
desperfectos técnicos existentes en su producción; convirtiéndose en un 
criterio que podría ser utilizado ante una eventual acción referida 
específicamente en el campo de la obsolescencia programada. 
2.4.2. RESOLUCIÓN N° 124-2016/SPC-INDECOPI – SUSANA FONSECA 
MEJÍA C. CENCOSUD RETAIL PERÚ S.A. 
Por otro lado, y siguiendo el criterio de la resolución expuesta anteriormente, el 
INDECOPI declaró fundada la denuncia presentada por la señora Susana 
Fonseca Mejía; quien luego de adquirir una computadora marca AOC en 
Cencosud Retail Perú S.A., no pudo cambiar el producto o recibir la devolución 
del dinero invertido, pese a desperfectos en el disco duro del computador 




En efecto, de los hechos del caso se sabe que habiendo solicitado la instalación 
del sistema Windows 7 en el producto, los propios técnicos ofrecidos por 
Cencosud, reconocieron que el producto adquirido por la denunciante 
presentaba desperfectos en el disco duro. Sin embargo, la empresa 
denunciada luego de tomar conocimiento sobre este hecho, únicamente se 
limitó a ofrecer el cambio de esta pieza, a pesar de que como lo demostró la 
denunciante, la computadora se trataba de un producto nuevo. 
En este sentido, la Comisión de Protección al consumidor luego de un análisis 
respecto a la idoneidad del producto, declaró fundada la denuncia en este 
extremo, imponiéndose como medida correctiva la entrega a la denunciante de 
una computadora de las mismas características a la adquirida y que se 
encuentre plenamente operativa, o en su defecto, se devuelva el monto 
entregado más los intereses legales correspondientes. 
Sin embargo y como era de esperarse, dicha resolución fue apelada y 
analizada por el Tribunal de Defensa de la Competencia, quien asumiendo la 
postura señalada en el caso Torrealba, confirmó la resolución emitida en 
primera instancia luego de explicar que el proveedor es quien posee una 
ventaja comparativa sobre el consumidor, para prevenir los riesgos originados 
por los aparatos electrónicos. 
Asimismo, señaló que, debido al desconocimiento técnico de los productos por 
parte del consumidor, era recomendable que los consumidores mejoraran sus 
sistemas para poner en el mercado cualquier producto electrónico, siendo que 
si bien ofrecían remedios jurídicos (como la reparación, reposición o devolución 
de dinero), el ofrecer un producto con desperfectos representa de por sí, una 
vulneración a los derechos de los consumidores. 
Así pues, la Resolución bajo comentario además de resaltar el criterio emitido 
por INDECOPI respecto a la idoneidad de los aparatos electrónicos -la cual 
puede ser tomada en cuenta ante una eventual denuncia relacionada a fallas 
en productos derivados del avance tecnológico-, permite tener una idea de la 
postura asumida por el Tribunal de Defensa de la Competencia, frente a 
aquellos productos que sufren desperfectos originados al momento de su 
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fabricación; convirtiéndose de esta forma en un pronunciamiento importante en 
el caso de estudio, por ser que de una interpretación extensiva, dicho 
pronunciamiento representa una de los primeras resoluciones emitidas por el 
órgano especializado, que entienden a la obsolescencia programada como una 
infracción directa a los derechos de los consumidores en nuestro país. 
III. LA LEGISLACIÓN Y JURISPRUDENCIA COMO HITOS EN EL 
DESARROLLO LEGISLATIVO DE LA OBSOLESCENCIA 
PROGRAMADA 
A partir del desarrollo normativo y jurisprudencial efectuado en el presente 
capítulo, se ha podido demostrar no solo la forma en que la obsolescencia 
programada se ha hecho presente a lo largo de los últimos años, sino que, 
además, la forma en que los Estados han venido desarrollando normativas con 
el objeto de reducir el impacto y existencia de esta práctica en el mercado. 
En este sentido, es innegable que la existencia de la obsolescencia 
programada en la sociedad actual se haya convertido en una práctica muy 
frecuente para la promoción de la adquisición de nuevos productos a costa de 
otros más antiguos, de tal forma que la exposición de los casos desarrollados 
anteriormente, servirán para demostrar el problema y el interés sobre el tema 
por diversos países, además de ayudar a formular la normativa aplicable a la 
obsolescencia en nuestro país, tomando en consideración los hechos más 
resaltantes de la experiencia extranjera y nacional. 
Así, por ejemplo, debe tenerse en cuenta la necesidad de asegurar el 
funcionamiento y la fabricación de piezas de recambio de los productos por un 
tiempo determinado, la necesidad de recibir información adecuada para la 
adopción de decisiones de consumo, o la exigencia de garantías efectivas que 
promuevan el funcionamiento efectivo del producto; pero sin enfrentar con ello 
los derechos que también corresponden a los fabricantes y proveedores como 
actores del mercado. 
De esta forma y bajo la premisa de lo antes expresado, la regulación jurídica 
de la obsolescencia programada en nuestro país, tendrá como objetivo ser el 
paso que necesitaba la legislación nacional, para que a pesar del avance 
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tecnológico, se respeten los derechos e intereses de los consumidores; más 
aún cuando los pronunciamientos vertidos por INDECOPI, permiten observar 
la tendencia de fallos pro consumidor, en aquellos casos que pueden 
considerarse dentro del campo de la obsolescencia programada. 
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CAPITULO III. FINALIDAD DEL DERECHO DEL CONSUMIDOR Y LA 
OBSOLESCENCIA PROGRAMADA COMO UNA PRÁCTICA CONTRARIA A 
LOS PRINCIPIOS Y DERECHOS QUE LO COMPONEN 
Habiéndose demostrado que la obsolescencia programada es una práctica 
comercial existente en el mercado de consumo actual, la cual ha derivado en la 
regulación normativa de dicho fenómeno a través de diversas legislaciones a nivel 
mundial, y su tratamiento jurisprudencial por parte de diversas cortes; es necesario 
ahora establecer si dicha práctica es contraria a los principios y derechos 
reconocidos en nuestra normativa, y si su desarrollo puede vulnerar los derechos 
inherentes al consumidor peruano. 
En este sentido, el presente capítulo tiene como objetivo el dar respuesta a dichas 
interrogantes a través de un estudio de los derechos del consumidor reconocidos 
normativamente en nuestro país, para analizar a partir de ello, si las empresas 
deben encontrarse en la obligación de brindar información referente al periodo de 
vida útil de los aparatos electrónicos que ofrecen en el mercado y de ser el caso, 
la forma en que dicha obligación debe llevarse a cabo. 
I. EL DERECHO DEL CONSUMIDOR: UN ACERCAMIENTO A LA 
REGULACIÓN JURÍDICA EN NUESTRO PAÍS  
A lo largo de la presente tesis, hemos podido advertir que las actuaciones de los 
fabricantes de bienes relativos a la electrónica de consumo, consistentes en la 
realización de técnicas destinadas al acortamiento de la vida útil de los productos, 
han representado cuanto menos, graves afectaciones a la ética comercial que 
puede llegar a ser considerada como una afrenta directa a los derechos del 
consumidor. 
En efecto, el derecho del consumidor como disciplina jurídica autónoma y 
reconocido como el “conjunto de medidas legales adoptadas por el Estado, con la 
finalidad de defender la capacidad adquisitiva de su población, cautelar su salud y 
seguridad física frente a la administración de determinados productos y servicios, 
y garantizar la utilidad o capacidad de uso de los bienes que adquiera o de los 
servicios que contrate para la satisfacción de sus necesidades” (DURAND, 2010, 
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p.69), ve en la obsolescencia programada una práctica contraria a su objeto, en 
tanto la finalidad última de estas tácticas, es la reducción de la utilidad o capacidad 
de uso de los bienes adquiridos por los consumidores, para la creación de nuevas 
necesidades. 
En efecto y a partir de la noción que por derecho del consumidor consideró 
DURAND, podemos señalar que el Estado busca esencialmente mantener alejado 
al consumidor de cualquier práctica que pueda suponer una vulneración a sus 
derechos, por ser éste la parte esencial y sobre la que parten las relaciones de 
consumo; de tal forma que a pesar de que muchos consideren que la aplicación de 
la obsolescencia programada es una táctica coherente y positiva (por ser que su 
desarrollo posee algunos elementos que la hacen efectiva para incentivar el 
dinamismo económico en el mercado), lo cierto es que la misma, restringe los 
derechos del consumidor, como la parte más vulnerable en este tipo de relaciones 
jurídicas patrimoniales. 
Así, si bien el consumidor es la parte principal en las relaciones de consumo, 
también es el sujeto vulnerable en el mercado, razón por la cual, a continuación, 
procederemos a realizar un análisis de dicha condición partiendo de un análisis 
legislativo, que permita estudiar cuáles son los derechos que los fabricantes y 
proveedores transgreden con la aplicación de la obsolescencia programada en el 
mercado. 
1.1. EL CONSUMIDOR COMO INDIVIDUO VULNERABLE EN LA RELACIÓN 
DE CONSUMO 
Considerar al consumidor como la parte vulnerable o débil de la relación de 
consumo, no surge únicamente por ser éste el individuo que necesita de los bienes 
y servicios ofrecidos, sino que, además, por la existencia de diversos eventos que 
pueden situarlo en una clara desventaja incluso después de efectuado el negocio 
jurídico. 
Tal y como señala CARRANZA (2017) esta debilidad en materia contractual, no 
existe solo en la celebración del contrato de consumo, sino que incluso suele 
verificarse con posterioridad a la celebración del mismo, cuando acontece un hecho 
que no fue tenido en cuenta al tiempo de concretarse la operación negocial (p.97). 
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Por su parte, LORENZETTI afirma que  
“la noción de vulnerabilidad define el supuesto de hecho de la norma de 
protección. Vulnerable es el sujeto que es débil frente a otro en una relación 
jurídica, y por ello necesita protección del derecho. Es una situación de riesgo 
especial en la vida privada. La vulnerabilidad es una desigualdad específica, se 
refiere al impacto que tiene ésta en las relaciones jurídicas. En este sentido la 
vulnerabilidad impacta en la teoría de la conducta y sobre todo en la referida a la 
elección racional” (2009, p.35) 
De esta forma, la vulnerabilidad del consumidor debe ser considerada como aquella 
deficiencia estructural e inherente del consumidor que lo vuelve proclive a la 
asunción de riegos y/o perjuicios con ocasión de los bienes o servicios que 
adquiere, la cual puede deberse tanto a causas endógenas, cuando las mismas 
son inherentes a la propia condición de ser humano o su situación física o 
psicológica, tal y como ocurre por ejemplo, en aquellas situaciones en las que la 
edad, hace más o menos vulnerable al consumidor; como externas, cuando la 
vulnerabilidad se encuentra vinculada esencialmente, al desconocimiento para la 
toma de decisiones, tales como el desconocimiento del idioma, el desconocimiento 
técnico, la falta de formación, entre otras de la relación de consumo (CARRANZA, 
2017, pp.102-103). 
En este sentido, y siendo que tal y como lo señala HEINECK (2017) depende de la 
intervención estatal, superar la tutela efectiva de la protección al consumidor (p.42), 
la reducción del grado de vulnerabilidad del consumidor depende exclusivamente 
de una reformulación del derecho privado, que busque una efectiva “igualdad de 
los desiguales”. 
Sobre ello, nuestra normativa reconoce la vulnerabilidad de los consumidores en el 
mercado y en las relaciones de consumo2, buscando además la reducción de la 
asimetría informativa y la aplicación de los principios Pro-Consumidor y de 
Corrección de la Asimetría, como fundamentos para el respeto y aplicación de los 
demás derechos del consumidor; de forma tal, que aunque la vulnerabilidad se trate 
                                                          
2  Tal y como ocurre también en textos legales como el del Código de Defensa del Consumidor – 
Ley N° 8078/90 de Brasil. 
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de una característica intrínseca del consumidor, la protección ejercida por el 
Estado, tiene como objeto reducir el impacto que dicha condición genera en el 
mercado de consumo. 
De esta forma y al ser que la vulnerabilidad termina por convertirse en el 
presupuesto que orienta la actuación estatal para la protección del consumidor; a 
continuación es necesario efectuar un estudio a detalle sobre la legislación de la 
materia, para determinar el ámbito de protección jurídica que debe ejercer el 
Estado, a través de sus órganos administrativos, judiciales y arbitrales para 
mantener el equilibrio en las relaciones de consumo, especialmente  en aquellos 
casos en que los fabricantes incrementan la brecha informativa existente, a través 
de la obsolescencia programada.  
1.2. LA PROTECCIÓN JURÍDICA DEL CONSUMIDOR PERUANO DESDE LA 
CONSTITUCIÓN Y EL CÓDIGO DE PROTECCIÓN Y DEFENSA DEL 
CONSUMIDOR 
Dentro del marco que impone el artículo 65 de la Constitución Política de 1993, se 
establece expresamente que el Estado busca defender el interés de los 
consumidores y usuarios, garantizando para ello sus derechos de información, 
salud y seguridad. 
Dicha concepción, reconoce el quiebre del rol neutral que en principio asiste al 
Estado, para desplegar con ello un papel sobre todo protector a favor del 
consumidor como parte vulnerable de las relaciones de consumo, en tanto tal y 
como puede advertirse, “el constituyente ha optado claramente por una visión de 
la relación de consumo en la que el proveedor es la parte más fuerte y el 
consumidor, la más débil” (DONAYRE, p.53). 
De esta forma, la protección jurídica del consumidor se torna en un derecho 
fundamental, cuya naturaleza no se agota en su reconocimiento material en la 
Constitución, sino que, además, en el control efectivo del Estado sobre las 
relaciones de consumo, de acuerdo al modelo económico vigente en nuestro país; 
que como una economía social de mercado3, hace incuestionable la necesidad de 
                                                          
3  Reconocida como tal en el artículo 58 de la Constitución Política de 1993. 
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un rol contralor y en algunos casos protector del Estado (GUTIÉRREZ, 2005, p. 
913), por la búsqueda de un esquema que promueva la promoción de empresa, 
pero también la garantía del bienestar social, y por tanto, del consumidor. 
Bajo esta perspectiva, BOREA (2016) señala que el Estado reconoce al 
consumidor como el actor fundamental en la economía, por ser él quien, en uso de 
su libertad, juega un papel central en el entramado económico del mercado (p.500), 
de tal forma que la lógica de la economía social de mercado, hace que el Estado 
tenga la obligación de adoptar medidas específicas para que el consumidor sea 
protegido, tomando en cuenta no solo su posición como el último eslabón en la 
cadena de consumo, sino que además, su condición como parte vulnerable que lo 
convierten en blanco de los abusos que el poder económico puede ejercer. 
En efecto, el Estado consciente de esta línea de pensamiento, adoptó como 
medidas específicas de garantía, la implementación no solo de un Código de 
Protección y Defensa del Consumidor (CPDC), sino que además la creación del 
Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y de la Protección de la Propiedad 
Intelectual (INDECOPI) como órgano responsable de conocer aquellas situaciones 
contrarias a los derechos ahí reconocidas, cumpliendo con ello, con el marco 
constitucional referido a la protección del consumidor, más aún cuando el propio 
artículo I del Título Preliminar del CPDC reconoce como un principio rector de la 
política social y económica del Estado, la protección de los derechos de los 
consumidores dentro del marco del artículo 65° de la Constitución y el Régimen 
Económico reconocido en la misma.  
Ahora bien, la normativa antes señalada tiene como finalidad que “los 
consumidores accedan a productos y servicios idóneos y que gocen de los 
derechos y mecanismos efectivos para su protección, reduciendo la asimetría 
informativa, corrigiendo, previniendo o eliminando las prácticas que afecten sus 
legítimos intereses” (Código de Protección y Defensa del Consumidor, 2010), de 
tal forma que lo que busca es esencialmente, compensar a la parte débil del 
mercado con derechos que aseguren su protección, frente a hechos que puedan 
afectar sus legítimos intereses; reduciendo con ello, el campo de acción de las 
prácticas que podrían utilizar los fabricantes y proveedores para vulnerar los 
derechos de los consumidores. 
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Así, dicha normativa reconoce como derechos mínimos del consumidor el derecho 
a acceder a información oportuna, suficiente, veraz y fácilmente accesible, el 
derecho a la protección de sus intereses económicos y los métodos comerciales 
coercitivos, el derecho a la reparación o reposición del producto, entre otros; 
convirtiéndose en una enumeración taxativa pero no limitativa de los derechos que 
los proveedores no pueden transgredir, a fin de evitar responsabilidades 
administrativas e incluso civiles y penales, por los bienes y servicios que ofrecen 
en el mercado. 
Sin embargo, dicha protección no resulta absoluta, siendo que debe exigirse un 
cierto grado de diligencia por parte del consumidor, que permita identificar aquellos 
casos en los que efectivamente ocurrió una infracción por parte del proveedor, y no 
una falta de cuidado por parte del consumidor; lo que hace entendible la exigencia 
de un “consumidor razonable” en el mercado. 
Este supuesto se refuerza, en la medida que la exigencia de un consumidor 
razonable hace que el mismo, se encuentre en la posibilidad de identificar las 
virtudes y deficiencias de los productos que se le ofrecen, obligando a los 
proveedores a innovar y así utilizar más eficientemente su publicidad (DONAYRE, 
p. 68). 
En este sentido, si bien la ley de la materia reconoce la vulnerabilidad del 
consumidor, debe considerarse también la exigencia mínima que debe requerirse 
al mismo, para una efectiva protección jurídica del consumidor, y, además, una 
garantía al proveedor de que no será sancionado si no existen razones objetivas 
para ello. 
De esta forma, la protección jurídica del consumidor no se ampara solo en el rol 
activo  que la Constitución reconoce al Estado, sino que además en el rol 
económico que debe primar en el mercado, de tal forma que si bien debe 
protegerse al consumidor como la parte vulnerable de las relaciones de consumo, 
también debe buscarse que las sanciones impuestas a los proveedores, respondan 
a hechos flagrantes y no simplemente a supuestas vulneraciones generadas por la 
falta de diligencia de los consumidores. 
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Bajo esta premisa, es válida la pregunta referente a si la obsolescencia programada 
representa realmente una vulneración a los derechos del consumidor, o si su 
aplicación es tan solo un pequeño problema que puede ser superado con un mayor 
grado de diligencia por parte del consumidor; cuestionamiento que procederemos 
a analizar a continuación. 
II. LA OBSOLESCENCIA PROGRAMADA Y LA VULNERACIÓN DE LOS 
DERECHOS DEL CONSUMIDOR 
Habiéndose expuesto que el Derecho del Consumidor se convierte en el campo 
sobre el que pueden regularse las relaciones de consumo de acuerdo a las 
condiciones económicas y sociales existentes en el mercado, no debe dejarse de 
lado la influencia que la tecnología y el consumismo han venido ejerciendo en el 
desarrollo de nuestra sociedad actual. 
En efecto y como se señaló al inicio de la presente tesis, la sociedad en su 
individualismo, terminó por normalizar la idea de consumir ya no para satisfacer 
sus necesidades, sino que, en cambio, para satisfacer deseos que sustituyen lo 
antiguo por lo nuevo, idea que se ha visto normalizada gracias al avance 
tecnológico que en los últimos años ha sido parte importante de nuestra sociedad. 
No es una sorpresa entonces, que este desarrollo tecnológico haya calado tan 
profundamente en nuestro mercado, que la aparición de nuevos productos haya 
acrecentado la brecha de información existente entre el consumidor y los 
proveedores, la cual exige la existencia de consumidores mucho más diligentes e 
informados. 
Sin embargo y dando respuesta al cuestionamiento sobre el que parte este 
desarrollo, dicha diligencia solo podrá ser ejercida en tanto las empresas brinden 
de la forma más honesta posible la información referente a sus productos y las 
condiciones a las que se encuentra sujeto su correcto funcionamiento, debiendo 
por tanto brindar toda la información relativa a la existencia de defectos en sus 
productos y el tiempo de vida útil estimado de los mismos. 
Lo paradójico de dicha salida, es que en el caso las empresas informen 
efectivamente de la existencia de defectos en el producto, se demostraría con ello 
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la existencia de una vulneración directa a los derechos del consumidor; mientras 
que, en el caso de no hacerlo, no se podría exigir al consumidor un mayor grado 
de diligencia en su toma de decisiones. 
En este sentido, considerar que el impacto de la obsolescencia programada en las 
relaciones de consumo, únicamente necesita de un mayor grado de diligencia por 
parte del consumidor, no es un argumento válido, en tanto requiere de información 
que los propios fabricantes y proveedores han decidido mantener oculta.  
Así pues, la única salida admisible es la afrenta a la supuesta vulneración de 
principios y derechos del consumidor que origina la obsolescencia programada, 
para lo cual es necesario identificar objetivamente si dicha práctica, tal y como ha 
sido expuesta hasta el momento, representa una grave vulneración a los derechos 
del consumidor peruano.  
2.1. DERECHO A LA INFORMACIÓN DEL CONSUMIDOR 
Como lo hemos señalado en las páginas precedentes, el derecho del consumidor 
reconocido constitucionalmente establece el derecho a la información, como uno 
de los derechos base en la protección del consumidor en el mercado. 
En efecto, el artículo 65 de la Constitución reconoce expresamente que “El Estado 
defiende el interés de los consumidores y usuarios. Para tal efecto garantiza el 
derecho a la información sobre los bienes y servicios que se encuentran a su 
disposición en el mercado (…)” (Constitución Política de 1993, artículo 65); 
erigiendo con ello el derecho a la información como un derecho fundamental, 
garantizando así su respeto en las relaciones de consumo, debido a la ya señalada 
situación de desigualdad y vulnerabilidad del consumidor frente al proveedor. 
Sobre ello, el elemento que demuestra de forma indubitable esta diferencia es 
precisamente la calidad y cantidad de información de la que disponen ambas 
partes, lo que se considera como “asimetría informativa”, y que tal y como lo señala 
PEINADO (2000) termina por convertirse una “asimetría doble”, por “las asimetrías 
de información que se producen sobre el contenido del derecho que se transfiere 
(asimetría entre el titular actual del derecho y el posible adquirente) o sobre las 
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condiciones en las que se adquiere el derecho (asimetría entre la parte 
predisponente del contrato y el adherente)" (p.1118). 
En este sentido, la justificación básica del derecho de información es justamente la 
reducción de esta asimetría, en tanto como lo refieren STIGLITZ y CARL es el 
proveedor quien posee toda la información sobre los productos que ofrece, 
mientras el consumidor carece de información sobre los productos que desea 
comprar (Citados en ANTICONA, 2017, p. 52). 
De esta forma, el derecho a la información pretende que el consumidor se 
encuentre correctamente informado al celebrar el contrato o al adquirir un producto 
o servicio, superando con ello la brecha informativa, de forma que su decisión de 
consumo no se vea afectada. 
Sobre ello, CARBONELL (2015) expresa que  
“Una función del Estado, es permitir que el consumidor sea informado, 
procurando que quienes poseen la información la entreguen a los destinatarios en 
término que estas puedan entenderla, pues es el proveedor quién la adquirió para 
elaborar el producto o suministrar el servicio, y por ende le resulta más fácil 
proveerla; ya que para el consumidor será casi imposible o al menos muy oneroso 
hacerse de información de la misma calidad”(p.104). 
En este sentido, y partiendo de esta concepción del derecho de la información, 
como aquel derecho que garantiza al consumidor adoptar decisiones que 
concuerden efectivamente con sus necesidades, al entender y conocer de forma 
íntegra las características del bien a adquirir; es importante ahora entrar de lleno al 
análisis de esta figura en las fases de contratación y su reconocimiento jurídico, 
para a través de ello demostrar la forma en que la obsolescencia programada 




2.1.1. EL SUMINISTRO DE INFORMACIÓN EN LAS FASES DE 
CONTRATACIÓN Y LA OBSOLESCENCIA PROGRAMADA 
a) EL DEBER PRECONTRACTUAL DE INFORMAR 
Tomando como punto de partida el principio de buena fe existente en cualquier 
tipo de contratación, el entregar información de forma previa a la adopción de 
un negocio jurídico, y más precisamente en los contratos de consumo, se 
convierte en el punto de inflexión que determina la preferencia de un 
determinado producto sobre otro, en tanto se otorga la información sobre las 
condiciones, características y beneficios que permiten la adopción de una 
decisión de consumo. 
Sobre ello MORALES (1988) señala que la buena fe antes expresada, obliga a 
los sujetos que entablan negociaciones al suministro de información sobre 
condiciones del contrato con el fin de evitar el posible error en el que pueda 
incurrir la contraparte (Citado por ALVES, 2017, p. 170); de forma que la 
información precontractual se traduce en la inexistencia de vicios del 
consentimiento, que puedan afectar las relaciones de consumo. 
Bajo esta idea, y siendo que los aspectos técnicos de los productos, 
especialmente en el campo de la electrónica de consumo, se convierten en un 
aspecto muchas veces desconocido por los consumidores, se es posible exigir 
que la información precontractual otorgada a través de la publicidad y otros 
medios deba contener por lo menos, aquella información a detalle que permita 
la adopción de una decisión resultante, de una reflexión por parte del 
consumidor. 
Ahora bien, y sobre el contenido que debe otorgarse en dicha fase de 
contratación, ALVES (2017) considera que la información otorgada no debe ser 
agotada en su integridad, debiendo, por tanto, ceñirse únicamente a la 
información que corresponde a las justas expectativas de la futura celebración 
de un contrato, la cual no puede ser errónea, omisa o falsa; precisando, que el 
punto principal que persigue la información precontractual es determinar un 
consentimiento informado, es decir, la protección del consentimiento otorgado 
para la toma de decisión (pp. 174-175). 
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En este sentido, la obsolescencia programada al partir de la introducción de 
defectos programados en los productos hace necesaria que la información 
brindada por los fabricantes y proveedores, contengan cuanto menos una 
información referente a los posibles fallos que podrían sufrir sus productos, así 
como el tiempo de vida útil estimado de funcionamiento; en tanto lo que se 
busca es que el consumidor adquiera los productos, con la seguridad que la 
decisión de consumo adoptada se ajuste realmente a sus necesidades. 
Sobre ello, debe tenerse presente que la adquisición de un bien determinado a 
costa de otro responde a los beneficios que comparativamente otorga para la 
satisfacción de necesidades del consumidor. En este sentido, el hecho que el 
fabricante no otorgue la información que permita conocer efectivamente el 
periodo de vida útil de un producto en la electrónica de consumo, por ejemplo, 
puede ocasionar que el consumidor opte por la adquisición de un bien que no 
cumpla con sus expectativas, en tanto puede ocurrir que el producto sobre el 
que se esperaba un rendimiento óptimo por un tiempo determinado (incluso 
antes de su adquisición), sufra de fallas incorporadas durante el período de su 
fabricación , que terminen por reducir significativamente su tiempo de vida útil, 
hasta por un período menor al que se esperaba al momento de su adquisición. 
De esta forma el deber precontractual de informar como un derecho del 
consumidor se convierte no solo en un derecho que permite hacer frente a la 
obsolescencia programada, al ser que su finalidad es hacer que las empresas 
suministren información sobre sus productos para compensar el desequilibrio 
inicial de las partes y permitir la adopción de una adecuada decisión de 
consumo; sino que también, en un concepto jurídico que permite demostrar que 
la naturaleza de estas prácticas, vulneran los derechos más elementales del 
consumidor, al acrecentar las brechas de información existentes en el mercado. 
b) EL DEBER DE INFORMACIÓN CONTRACTUAL 
Siendo que el deber de información se origina incluso con anterioridad a la 
decisión de consumo, con la finalidad que el consumidor posea toda la 
información suficiente y relevante del producto que adquiere, hemos 
considerado necesario establecer cuál es la información que debe ser 
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entregada al consumidor, tanto al momento de adoptar una decisión, como 
después de su adopción, por los efectos que genera a futuro en el consumidor. 
Sobre ello y respecto a la información inmediata que se origina al momento de 
adoptar la decisión de consumo, debe tenerse presente que lo que busca 
nuestra legislación es esencialmente, que el consumidor no resulte perjudicado 
con información no idónea o que no sea dada de manera oportuna, de tal forma 
que el deber de información contractual debe por lo menos ser veraz, suficiente, 
de fácil comprensión, apropiada, oportuna y fácilmente accesible; otorgando a 
través de ello un mínimo de calidad aceptable. 
En efecto, la información brindada de forma inmediata debe contener cuanto 
menos las características antes señaladas, siendo que el objetivo del proveedor 
no es el engañar al consumidor para que este acepte adquirir un determinado 
producto, sino que, en cambio, es el otorgar la información necesaria para que 
el consumidor conozca si un producto responde a sus efectivas necesidades y 
adopte una decisión de consumo razonable; de tal forma que en el caso de 
estudio, será exigible que el proveedor brinde toda la información referente al 
producto ofertado, dentro de la que puede incluirse por ejemplo, su período de 
vida útil garantizado. 
Asimismo, la doctrina más especializada conforme al parecer de ALVES (2017) 
reconoce que, en esta etapa, el mínimo de información brindada debe ser 
aquella capaz de llevar al consumidor a un consentimiento razonable, respecto 
a precios, formas de pago, calidad, peligros, entre otros datos, con el objeto de 
que el contrato se ejecute, sin incurrir en responsabilidades por vicios en la 
información. De esta forma entonces, los fabricantes y proveedores que 
comercialicen productos deben por lo menos, asegurar que sus productos no 
han sido objeto de prácticas que puedan ser consideradas dentro del campo de 
la obsolescencia programada, informando dicha condición y por tanto 
asegurando la calidad de los bienes en los negocios jurídicos en los que 
participen. 
Por otro lado, no debe dejarse de lado que una vez adoptada la decisión de 
consumo y adquirido el producto, el proveedor mantiene la obligación de 
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informar al adquiriente sobre toda la información referente a los términos y 
condiciones de uso del producto, así como la información referente al cuidado 
y servicios de reparación del mismo, en tanto la información relevante 
reconocida por nuestra legislación, alcanza incluso la información relevante 
para “efectuar un uso o consumo adecuado de los productos y servicios” 
adquiridos por el consumidor. 
De esta forma, en el caso que los proveedores de aparatos electrónicos, tengan 
conocimiento de fallas presentadas en algunos de los productos que 
comercializan, deberán comunicar oportunamente al consumidor sobre estos 
hechos, brindando información sobre el cuidado que deberán tener en su 
utilización, mientras brindan una atención preferente a la reparación de dichos 
productos. 
En este sentido, puede señalarse que el derecho a la información es transversal 
a todas las fases del contrato de consumo, de tal forma que su presencia antes, 
durante y posteriormente a su celebración, lo convierte en la garantía que ofrece 
el Estado para proteger al consumidor en la adopción de una decisión razonable 
de consumo, la cual como veremos más adelante no se limita a la entrega de 
una información genérica, sino que en cambio, a una información detallada 
sobre diversas características del bien ofertado. 
2.1.2. EL DERECHO A LA INFORMACIÓN Y LAS ARISTAS RECONOCIDAS 
EN EL CÓDIGO DE PROTECCIÓN Y DEFENSA DEL CONSUMIDOR  
Tal y como se habrá podido advertir, el derecho a la información representa 
una de las bases sobre las que se construye el derecho del consumidor, por 
ser que, sobre su desarrollo, puede partir el análisis de las demás figuras 
jurídicas reconocidas en la legislación de la materia. 
Sin embargo, debe tenerse presente que su campo de acción no se agota 
únicamente en su presencia a lo largo de la relación de consumo, pues su 
exigencia trasciende el plano contractual, para convertirse en una garantía que 
exige a los proveedores el respeto de diversos derechos, que se ven 
materializados en los diversos artículos del CPDC. 
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En efecto, dicha normativa reconoce obligaciones específicas destinadas a la 
protección del consumidor frente a la asimetría informativa, las cuales, bajo la 
óptica de la obsolescencia programada, vienen siendo vulneradas por la 
ejecución reiterada de prácticas contrarias a su finalidad por parte de las 
empresas. 
De esta forma, en el presente apartado haremos un análisis de aquellos 
derechos de información reconocidos expresamente en el CPDC, que vienen 
siendo vulnerados por la ejecución de prácticas empresariales destinadas al 
acortamiento de la vida útil de los productos; y que por tanto convierten a la 
obsolescencia programada en una práctica contraria al derecho del consumidor 
reconocido en nuestra legislación. 
a) LA PROHIBICIÓN DE INFORMACIÓN FALSA O QUE INDUZCA EN 
ERROR AL CONSUMIDOR 
Tal y como lo reconoce el artículo 3 del CPDC en nuestro mercado de consumo 
“Está prohibida toda información o presentación u omisión de información que 
induzca al consumidor a error respecto a la naturaleza, origen, modo de 
fabricación, componentes, usos, volumen, peso, medidas, precios, forma de 
empleo, características, propiedades, idoneidad, cantidad, calidad o cualquier 
otro dato de los productos o servicios ofrecidos.” (Código de Protección y 
Defensa del Consumidor, 2010); de tal forma, que nuestra legislación reconoce 
expresamente la prohibición de brindar al consumidor, información que no 
resulte suficiente para una elección libre de consumo. 
Tal y como lo indica CARBONELL (2015) este artículo hace expresa mención a 
la información falsa, es decir a aquella información totalmente irreal, la cual no 
debe ser confundida con la información insuficiente (aquella que no publicita 
toda la información que el consumidor debe saber) o la engañosa (aquella en la 
que se da verdadera información, pero que al publicitarse se hace creer al 
consumidor en algo que no es cierto); en tanto lo que hace es cambiar 
totalmente la información de los productos perjudicando al consumidor que cree 
que adquirió algo que no lo es (p. 110). 
69 
 
En el presente caso, al ser que la obsolescencia programada busca ante todo 
el mantener oculta la información referente a la implementación de fallas en los 
productos, con la finalidad de reducir la vida útil de los mismos y fomentar el 
consumo de otros; hace posible que pueda imputarse una vulneración al 
derecho de información aquí reconocido, en tanto lo que hace tanto el fabricante 
como el proveedor, es justamente omitir brindar información sobre el modo de 
fabricación, características e idoneidad del producto que es puesto al mercado 
como un producto “nuevo”, pero que en un determinado momento, el cual es 
relativamente corto, presenta fallas que lo convierten en obsoleto4. 
Sobre ello, y tomando en cuenta los tipos de obsolescencia existentes en el 
mercado, podemos señalar que la prohibición de información falsa reconocida 
en este apartado, puede ser vulnerada ya sea a través de fallas técnicas, 
funcionales e incluso por la simple notificación de problemas brindados por el 
proveedor; de tal forma, que la obsolescencia programada transgrede este 
derecho, al hacer que el consumidor incurra en errores al momento de adoptar 
una decisión de consumo, pues a pesar de existir una variada oferta en el 
mercado, opta por la adquisición de un bien que considera será útil por un 
tiempo determinado, pero que, por defectos calculados en su fabricación, no 
resulta idóneo a los intereses el consumidor. 
En efecto y como lo señala ANABALÓN (2016) la duración de los productos es 
un elemento que tiene en cuenta, incluso el consumidor promedio, al momento 
de celebrar un contrato de consumo, siendo que tal y como lo señala la teoría 
de la vida útil desarrollada por la doctrina brasilera, la venta de un bien 
considerado durable, con una vida útil inferior a la esperada, evidencia un 
quebrantamiento de la buena fe contractual que constituye una vulneración al 
derecho de información y la no realización del propio objeto del contrato, que en 
algunos casos es la adquisición de bienes que posean ciclos vitales más largos 
(p.70) ; de tal forma que el artículo 3 del CPDC se convierte tan solo en uno de 
                                                          
4  Sobre ello, debe tenerse en cuenta que de acuerdo a las investigaciones realizadas por 
ANABALON (2016) y CARRASCOSA (2015) las fallas en dichos productos se presentan con 
posterioridad al tiempo de garantía establecido legalmente, de tal forma que lo que se busca 
es justamente, mantener al consumidor en un estado de desprotección. 
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los varios derechos que la obsolescencia programada vulnera, siendo una de 
las razones por las cuales su regulación es tan necesaria en nuestros días. 
b) INFORMACIÓN ACERCA DE LAS LIMITACIONES EN EL SUMINISTRO 
DE PARTES Y ACCESORIOS 
De acuerdo a la tipología reseñada en el Capítulo I, la obsolescencia 
programada puede ser considerada como funcional, en aquellos casos en que 
los fabricantes y proveedores, amparados en el desarrollo tecnológico, 
promueven el desuso de sus productos y el de terceros, a través de conductas 
que limitan la reparación y producción de materiales de recambio e 
introduciendo supuestas innovaciones que no son tales en el mercado. 
Sin embargo, incurrir en dichas prácticas y no informar tales condiciones, se 
traduce en una vulneración directa al derecho de información al consumidor 
reconocido en el CPDC, en tanto tal y como lo establece su artículo 9  
En el caso de la producción, fabricación, ensamble, importación, distribución 
o comercialización de productos respecto de los que no se brinde el suministro 
oportuno de partes y accesorios o servicios de reparación y mantenimiento o en 
los que dichos suministros o servicios se brinden con limitaciones, los 
proveedores deben informar de tales circunstancias de manera clara e 
inequívoca al consumidor. De no brindar dicha información, quedan obligados y 
son responsables por el oportuno suministro de partes y accesorios, servicios 
de reparación y de mantenimiento de los bienes que produzcan, fabriquen, 
ensamblen, importen o distribuyan, durante el lapso en que los comercialicen 
en el mercado nacional y, posteriormente, durante un lapso razonable en 
función de la durabilidad de los productos. 
En este sentido, las empresas fabricantes y proveedoras tienen la obligación 
explícita de informar a los consumidores sobre la no fabricación de repuestos o 
piezas de recambio, siendo que de lo contrario estarían obligadas a suministrar 
dichas partes-accesorios, o en su defecto servicios de mantenimiento; puesto 
que la falta de información sobre este hecho, no permite que el consumidor 
pueda adoptar una correcta decisión de consumo, que parta por ejemplo, de 
asegurar que ante eventuales fallas futuras, el producto podrá ser reparado. 
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Ahora bien, cabe resaltar que esta normativa no prohíbe que el fabricante o 
proveedor deje de producir piezas de recambio, limitándose únicamente a 
señalar la obligación que tienen las empresas de comunicar tal hecho a los 
consumidores antes de la adquisición del producto; de tal forma, que dicha 
regulación, no es suficiente para frenar la obsolescencia programada, en tanto 
los fabricantes y proveedores bajo lo dispuesto en este artículo, pueden 
limitarse a informar tal hecho, a efectos de exonerar cualquier tipo de 
responsabilidad futura, ante una eventual denuncia referente a la inexistencia 
de piezas que permitan el correcto funcionamiento del producto. 
De esta forma entonces, es necesario la implementación de medidas más 
severas con el objeto de reducir estas prácticas en el mercado, más aún cuando 
de lo señalado en el artículo en comentario, concordado con lo dispuesto en los 
artículos 22 y 23 del CPDC (los cuales serán desarrollados más adelante), se 
advierte que lo que se busca es esencialmente garantizar al consumidor el buen 
funcionamiento del producto y la reparación del mismo. 
En este sentido, si bien la obsolescencia programada puede no vulnerar el 
derecho de información reconocido en el artículo 9 del CPDC, en el caso los 
fabricantes y proveedores cumplan con informar sobre su decisión de no 
producir piezas de recambio; es cierto también que en la práctica ello no es 
informado al consumidor pues hacerlo, reduciría considerablemente las ventas 
de un determinado producto; de tal forma que dicho derecho viene siendo 
vulnerado por las empresas, en aquellos caso en que en aplicación de la 
obsolescencia programada funcional, dejan de producirse piezas de recambio 
con la finalidad de forzar al consumidor a adquirir un producto nuevo a costa de 
otro.  
c) INFORMACIÓN SOBRE PRODUCTOS NO ORIGINALES O CON 
DEFECTOS 
Conforme a lo expresado en las páginas precedentes, la obsolescencia 
programada se centra en la aplicación de tácticas comerciales destinadas a la 
reducción deliberada del funcionamiento de un determinado producto, por fallas 
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introducidas por el propio fabricante tanto en la elaboración como después de 
la adquisición del producto por parte del consumidor. 
Bajo esta premisa, la obsolescencia programada se convierte en una práctica 
contraria a la información que debe ser proporcionada en las relaciones de 
consumo, en tanto el artículo 11 del CPDC establece expresamente que 
Cuando se expende al público productos con alguna deficiencia o defecto, 
usados, reconstruidos o remanufacturados, debe informarse notoriamente esta 
circunstancia al consumidor, mediante mecanismos directos de información, 
haciéndolo constar indistintamente en los propios artículos, etiquetas, 
envolturas o empaques, y en los comprobantes de pago correspondientes, 
siendo su responsabilidad acreditar el cumplimiento de dicha obligación. El 
incumplimiento de esta exigencia es considerado contrario a la buena fe en el 
comportamiento exigible al proveedor. 
De esta forma, el artículo 11 antes citado, es tal vez el principal derecho 
vulnerado frente a las prácticas conocidas en el campo de la obsolescencia 
programada, en tanto el consumidor no tiene conocimiento de la introducción 
de fallas en sus productos, hasta después de ocurridos tales desperfectos; lo 
que claramente demuestra, de acuerdo a lo señalado en dicho artículo, una 
actuación contraria a la buena fe que se deben las partes. 
Asimismo, dicho artículo demuestra que lo que busca el derecho del 
consumidor, no es que los proveedores pongan en el mercado artículos nuevos, 
sino que, en cambio, que expendan productos que a pesar de ser usados o 
haber sido reconstruidos, informen de tal condición al consumidor, con la 
finalidad de resguardar el interés de cada consumidor. 
Bajo este supuesto, si bien todos los productos fabricados se encuentran 
destinados a perecer, es necesario que el fabricante informe de forma oportuna 
sobre la duración mínima aproximada del producto adquirido, en base a la 
información y datos que el mismo posee a lo largo de la producción, que 
permitan al consumidor adoptar una eficiente decisión de consumo; sin embargo 
y como lo expresamos en el caso de la información que debe ser suministrada 
respecto a la producción de piezas de recambio, en la práctica, ningún 
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fabricante o proveedor dará a conocer tal información en el caso que sus 
productos hayan sido expuestos a la práctica de la obsolescencia programada; 
y es que es un hecho que el brindar dicha información, haría que un consumidor 
razonable opte por la adquisición de un producto nuevo -que posee menos 
probabilidades de tener fallas-antes que la adquisición de un producto del cual, 
ya se tiene conocimiento que sufre de desperfectos, 
En este sentido, si bien existe una regulación expresa que busca evitar la 
promoción de prácticas como la que es objeto de estudio, consideramos que la 
norma no llega a ser eficiente, en tanto  la realidad de las cosas, demuestra que 
los fabricantes y proveedores no respetan dicha normativa; de tal forma que en 
nuestra opinión es necesario optar por una regulación más restrictiva, a fin de 
acabar con un problema que como hemos demostrado, vulnera ciertamente el 
derecho a la información sobre productos con defectos que debe ser 
proporcionada a los consumidores. 
d) LA PROTECCIÓN DEL CONSUMIDOR FRENTE A LA PUBLICIDAD 
Si bien la información que debe ser brindada al consumidor, especialmente en 
el ámbito de la obsolescencia programada, debe tomar en consideración los 
aspectos señalados con anterioridad debido a la evidente vulneración que dicha 
práctica genera en el derecho del consumidor; es importante también tener en 
cuenta, aquellos aspectos referentes a la publicidad que deben entregar los 
fabricantes y proveedores en el mercado, al ser que ello es la expresión final de 
la información que es brindada al consumidor. 
Sobre ello, el Decreto Legislativo N° 1044 – Ley de Represión de la 
Competencia desleal, es el marco legal sobre el que parte la regulación de la 
publicidad comercial de los productos, siendo de esta forma la normativa que 
debe de tomarse en cuenta, para regular la promoción de anuncios comerciales 
destinados a la atracción de nuevos consumidores. 
En efecto, el Decreto Legislativo en mención, define a la publicidad como:  
“toda forma de comunicación difundida a través de cualquier medio o soporte, 
y objetivamente apta o dirigida a promover, directa o indirectamente, la imagen, 
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marcas, productos o servicios de una persona, empresa o entidad en el ejercicio 
de su actividad comercial, industrial o profesional, en el marco de una actividad 
de concurrencia, promoviendo la contratación o realización de transacciones 
para satisfacer sus intereses empresariales” (Decreto Legislativo N° 1044, 
2008) 
De tal forma que en el caso que nos ocupa, la publicidad representa el medio 
por el que se promueve la contratación comercial, y en la que 
consecuentemente se debe, brindar toda la información necesaria al 
consumidor, más aún cuando el artículo 12 del CPDC, señala que la protección 
del consumidor frente a la publicidad tiene por finalidad “proteger a los 
consumidores de la asimetría informativa en la que se encuentran y de la 
publicidad engañosa o falsa que de cualquier manera, incluida la presentación 
o en su caso por omisión de información relevante, induzcan o puedan 
inducirlos a error obre el origen, naturaleza, modo de fabricación, distribución, 
características, aptitud para el uso (…)” entre otros. 
De esta manera, el hecho que los fabricantes y proveedores oculten 
información referente a la implementación de prácticas destinadas al 
acortamiento de la vida útil de sus productos en la publicidad de los mismos, 
representa una clara vulneración a la finalidad de la publicidad comercial en el 
mercado, en tanto se estaría ocultando información que permitiría al 
consumidor adoptar una adecuada decisión de consumo. 
Un ejemplo de ello es el caso donde el anuncio llega a confundir al consumidor 
por la información objetiva o técnica del producto brindada, haciendo que éste 
interprete que el producto a adquirir funcionará correctamente (ya sea por la 
marca, modelo o componentes del mismo; a pesar de que, en el plano de los 
hechos, el mismo haya sido programado para presentar desperfectos en un 
tiempo determinado con la finalidad de promover el consumo.  
Asimismo, y tomando en cuenta lo dispuesto en el Decreto Legislativo N° 1304 
- Ley de Etiquetado y verificación de los reglamentos técnicos de los productos 
industriales manufacturados; la obsolescencia programada transgrede lo 
contenido en dicha normativa, al ser que los proveedores y fabricantes, omiten 
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informar en las etiquetas de sus productos, los defectos introducidos en los 
mismos. 
En efecto la normativa en mención, señala que es una obligación de los 
proveedores el informar en el etiquetado de sus productos la condición de los 
mismos, y de ser el caso señalar que se tratan de productos defectuosos, 
usados, reconstruidos o remanufacturados; de tal forma que no brindar 
información referente a la introducción de defectos en los productos con el 
objeto de limitar su período de vida útil – lo cual es obvio, pues generaría un 
impacto en la adquisición de tales productos-, representa una omisión a la 
información mínima que debe ser proporcionada al comercializar un producto, 
y que debe ser conocida efectivamente por el consumidor. 
De esta forma, es evidente que la práctica de la obsolescencia programada 
también supone una vulneración a la legislación relacionada a la publicidad de 
los productos, convirtiéndose ésta, en otra de las razones que justifican su 
regulación en la normativa de nuestro país.  
2.1.3. EL DERECHO A LA INFORMACIÓN COMO DERECHO VULNERADO Y 
SOLUCIÓN A LA OBSOLESCENCIA PROGRAMADA  
A partir del desarrollo efectuado en las páginas precedentes, es posible indicar 
que la obsolescencia programada representa una vulneración directa al 
derecho de información del consumidor, y es que del análisis efectuado, se ha 
logrado demostrar que efectivamente el desconocimiento del consumidor 
respecto a las características técnicas del producto y el tiempo de vida útil 
estimado del mismo, inciden negativamente en su decisión de consumo, al 
hacerle creer que el producto a adquirir responde efectivamente a sus 
necesidades, a pesar de que el mismo no brinde la información suficiente como 
para llegar a tal conclusión. 
Así pues, el incluir fallas técnicas en los productos o el simple hecho de no 
informar sobre los posibles daños en ellos, se convierte no solo en un derecho 




En efecto, si bien la práctica de la obsolescencia programada representa, como 
lo hemos demostrado, una práctica contraria al derecho a la información, por 
la comisión de prácticas destinadas al acortamiento del período de vida útil de 
los productos, y específicamente de los aparatos electrónicos; es cierto 
también que la obligación de informar tal condición es una de las principales 
medidas que podría adoptar el Estado para poder reducir la vulnerabilidad del 
consumidor y por tanto, la configuración de infracciones en el mercado de la 
electrónica de consumo. 
Sobre ello y recogiendo lo reconocido por VANINA (2018), la regulación 
genérica de informar, debe ser interpretada e integrada con el principio de 
consumo sustentable, el cual permite ampliar el contenido de la información a 
aquella referente a la duración de la vida útil de producto, por cuanto se trata 
de una “característica esencial”, que incluso puede considerar información post 
contractual, como la referida a si es posible reparar el bien, si existe 
disponibilidad de repuestos, si hay disponibles servicios de reparación, etc; a 
fin de que el consumidor incorpore en su decisión de consumo variables 
distintas al precio del producto (pp.289-290)  
De esta forma, si bien el derecho a la información es el derecho vulnerado ante 
este tipo de situaciones, es cierto también que su regulación se convierte en 
una solución al impacto negativo de la obsolescencia programada en el 
mercado; de tal forma que si bien existe una regulación de información genérica 
para el control de las relaciones de consumo, es importante y necesario el 
establecer reglas jurídicas destinadas a abordar el problema en concreto, tal y 
como será expuesto en el último capítulo de la presente tesis. 
2.2. EL DERECHO A LA PROTECCIÓN DE LOS INTERESES DEL 
CONSUMIDOR  
Así como la información es la garantía o el medio para asegurar una adecuada 
decisión de consumo, la protección de los intereses económicos y particulares 
del consumidor es el derecho que busca proteger efectivamente dicha decisión. 
En efecto, el interés que posee el consumidor respecto a la adquisición de un 
determinado bien o servicio, surge de una real y efectiva necesidad personal 
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sobre la que se origina todo el negocio jurídico de consumo; de tal forma que 
su protección es la base sobre la que se desprenden los diversos instrumentos 
jurídicos reconocidos tanto en el CPDC como en la normativa especial, para 
regular las actuaciones del mercado. 
Efectivamente, y  tal y como lo reconoció la Organización de Naciones Unidas 
(2016) dentro de las “Directrices para la Protección del Consumidor”, la 
protección de los intereses económicos de los consumidores busca justamente 
que éstos obtengan el máximo beneficio de sus recursos económicos, al 
obtener bienes que satisfagan requisitos razonables de durabilidad, utilidad, 
fiabilidad, y que sean aptos para los fines a los que se destinan; siendo 
entonces que lo que se busca, es asegurar que la adquisición de productos y 
servicios respondan efectivamente a lo esperado por el consumidor. 
Sobre ello, y teniendo en cuenta que el consumidor es la parte vulnerable de la 
relación de consumo; la protección de sus intereses se torna en un aspecto 
medular, en tanto la satisfacción de sus necesidades más básicas, deriva 
algunas veces en el aprovechamiento de tales circunstancias por parte de los 
proveedores, quienes, valiéndose de la asimetría informativa existente en el 
mercado, ofrecen productos que no responden efectivamente a dichos 
intereses. 
Un ejemplo de ello es justamente la obsolescencia programada, pues como lo 
demostramos a lo largo de estas páginas solo los productores y fabricantes de 
los productos afectados por esta práctica, conocen sobre los desperfectos 
introducidos en los productos ofrecidos, lo que acrecienta la vulnerabilidad del 
consumidor desde un aspecto técnico-profesional, el cual como los señala 
MORALES, “ocurre cuando el consumidor no tiene conocimientos sobre los 
medios utilizados para elaborar productos o para concebir servicios, lo que lo 
torna presa fácil en el mercado de consumo pues necesariamente debe creer 
en la buena fe con que el proveedor está actuando” (HEINECK, 2017, p. 44). 
En este sentido, el derecho a la protección de los intereses del consumidor 
asumido por el Estado, se ve afectado en tanto las empresas con prácticas 
comerciales ciertamente ocultas, terminan no solo por inducir en error al 
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consumidor para adoptar una determinada decisión, sino que además, por 
afectar los bienes incluso después de adoptada la decisión de consumo, tal y 
como ocurre por ejemplo en los casos donde la utilidad del bien se ve reducida 
por defectos que no pueden ser reparados.  
De esta forma, la desigualdad en la relación de consumo y la asimetría de 
información generada por esta práctica, no permiten que el consumidor tomé 
una decisión de consumo adecuada y más allá de la confianza que posea sobre 
una determinada empresa; lo que claramente se traduce en una vulneración a 
los intereses de los consumidores, pues es un hecho, que el mismo no posee 
el conocimiento técnico suficiente, que le permitiría advertir la existencia de 
posibles defectos de funcionamiento en el bien adquirido, y que terminan por 
colocarlo, en una situación de desigualdad que debe ser equilibrada por el 
derecho, a fin de poder contratar en igualdad de condiciones y en atención a 
sus intereses sociales y económicos. 
Bajo este entendido, el CPDC ha dispuesto algunas medidas que, como el caso 
del derecho a la información, sirven como garantías para la protección efectiva 
de los intereses del consumidor una vez adoptada la decisión de consumo, las 
cuales serán estudiadas a continuación, a fin de determinar si las mismas son 
suficientes para controlar el avance de la obsolescencia programada, o si en 
efecto es necesaria una regulación específica y clara que controle esta práctica 
en el mercado. 
2.2.1. EL DEBER DE IDONEIDAD DEL PRODUCTO: LO QUE EL 
CONSUMIDOR ESPERA Y LO QUE REALMENTE RECIBE 
Tal y como lo hemos venido desarrollando, el derecho del consumidor 
encuentra en el interés de este último, el objeto que debe ser protegido en 
cualquier relación de consumo efectuada en el mercado; razón por la cual se 
establecieron algunas obligaciones especiales a los proveedores, con la 
finalidad de evitar la vulneración de dichos intereses, disponiendo entre otras, 
el deber de idoneidad. 
En efecto, el deber de idoneidad del producto a adquirir, se convirtió desde su 
incorporación en la legislación de la materia, en un aspecto esencial a tomar en 
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cuenta para la protección de dichos intereses, al permitir al consumidor 
asegurar que los productos que adquiere, responden a lo que realmente espera, 
asegurando con ello la presencia de productos adecuados que permitan una 
efectiva utilidad de los mismos. 
El artículo 18 del CPDC señala que la idoneidad es aquella “correspondencia 
entre lo que un consumidor espera y lo que efectivamente recibe, en función a 
lo que se le hubiera ofrecido, la publicidad e información transmitida, las 
condiciones y circunstancias de la transacción, las características y naturaleza 
del producto o servicio, el precio, entre otros factores, atendiendo a las 
circunstancias del caso” (Código de Protección y Defensa del Consumidor, 
2010); de tal forma que lo que se busca con dicha obligación, es asegurar que 
la decisión de consumo adoptada, responda al legítimo interés del consumidor, 
es decir, al interés por el que se prefirió cierto producto o servicio a costa de 
otro; obligando a que el proveedor cumpla con los ofrecimientos pactados con 
el consumidor, en cualquier relación de consumo. 
Sobre ello, el Tribunal de Defensa de la Competencia y de la Propiedad 
Intelectual en diversas resoluciones5, ha precisado que el deber de idoneidad 
no impone al proveedor la obligación de brindar una determinada calidad de 
producto a los consumidores, sino que simplemente el deber de entregarlos en 
las condiciones ofrecidas expresa o implícitamente, es decir, de entregarlos de 
acuerdo a estándares definidos por la ley (garantía legal), con las condiciones 
ofrecidas y acordadas (garantía expresa) o en función a su propia naturaleza y 
su aptitud para satisfacer la finalidad para la cual han sido puestos en el 
mercado (garantía implícita); de tal forma que lo que se analiza es si el 
consumidor recibió lo que esperaba sobre la base de lo que efectivamente se 
le informó6. 
En este sentido, tal y como lo señala CARBONELL (2015) si el proveedor no 
entrega el producto con las mismas características a las señaladas, este tendría 
                                                          
5  Resolución N°074-2003/YDC-INDECOPI, Resolución N° 1008-2013/SPC-INDECOPI 
6  Sin embargo, debe tenerse presente que ello no significa que el Estado no promueva la calidad 
en la producción de bienes, pues tal y como lo dispone el Articulo VI inc. 10 del Título Preliminar 
del CPDC se reconoce que el Estado promueve la calidad en la producción de bienes y en la 
prestación de servicios, 
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la responsabilidad de reparar la insatisfacción del consumidor, por no brindar 
información completa acerca del producto (p.144).  
Bajo este supuesto, la práctica de la obsolescencia programada representa una 
vulneración directa a este deber, en tanto justamente el ocultar información 
referente a los desperfectos del producto, demuestra que el proveedor no 
estaría brindando bienes conforme a lo realmente ofrecido, ni a lo que el cliente 
realmente espera por tratarse de productos nuevos; convirtiéndose en una 
práctica que haría responsable directamente al proveedor por el incumplimiento 
de dicho deber, al ser que tal y como lo establece el artículo 19 del CPDC, es 
el proveedor quien responde por la idoneidad y la calidad de los productos y 
servicios ofrecidos. 
Sin embargo, para autores como MÁLAGA (CARBONELL, op. Cit) es posible 
que los proveedores se eximan de dicha responsabilidad, en el caso acrediten 
que la falta de idoneidad sea atribuible a causas imputables a: i) La fabricación, 
ii) La comercialización o iii) Manipulación; pudiendo inferirse que la 
obsolescencia programada es una eximente de responsabilidad del proveedor, 
al tratarse de defectos introducidos en la fabricación de los productos. 
Sobre ello, consideramos que tal situación no es suficiente para eximir de 
responsabilidad a los proveedores, entre los que se encuentran aquellos 
encargados de ofrecer aparatos electrónicos; en tanto para introducir estos 
productos en el mercado, el proveedor tiene que estar seguro de que los 
aparatos que ofrece, responden a las características que el consumidor espera, 
siendo una obligación que éstos exijan a los fabricantes, toda la información que 
sea necesaria y suficiente para conocer las características del producto, con la 
finalidad de cumplir cabalmente con el deber aquí señalado.  
Asimismo, y en caso de que dicha información no sea suficiente, consideramos 
que la salida no sería el eximir de responsabilidad a los proveedores, sino que, 
en cambio, el mantener dicha responsabilidad, pero dando la opción al 




Ahora bien, y centrándonos en el mercado de la electrónica de consumo, esta 
obligación es aún más necesaria debido al desconocimiento técnico al que 
hicimos referencia al inicio de este apartado, razón por la que su exigencia es 
imperativa para frenar el impacto que la obsolescencia programada genera en 
el mercado, y por la que es necesario establecer si la normativa existente es 
suficiente para controlar dicho impacto. 
Sobre ello, el CPDC reconoce en su artículo 19 la responsabilidad de los 
proveedores frente al incumplimiento al deber de idoneidad, la autenticidad de 
las marcas y leyendas del producto, la falta de conformidad entre la publicidad 
comercial, e incluso por el contenido y el período de vida útil indicado en el 
envase. 
Así, si bien la normativa podría resultar suficiente, más aún cuando regula 
expresamente la responsabilidad por la información referente a la vida útil del 
producto; dicha medida no resulta efectiva en el mercado de la electrónica de 
consumo, en tanto los proveedores al no tener la obligación expresa de brindar 
tal información en los aparatos que ponen en el mercado, simplemente omiten 
brindar información sobre este aspecto, y no incluyen si quiera, una garantía 
sobre el período de vida útil asegurado del aparato electrónico7; de tal forma 
que si bien existe un supuesto normativo que podría servir para el control de la 
obsolescencia programada en el mercado de la electrónica, la misma no es 
efectiva por ser que no existen otras medidas que aseguren el brindar dicha 
información. 
Bajo este entendido, la regulación de una normativa especializada se torna en 
obligatoria, por las características propias de la electrónica del consumo, que, 
al no encontrarse regulada por disposiciones sobre la puesta al mercado de sus 
productos, tornan en ineficaz la normativa antes señalada. 
Así pues, la idoneidad del producto se torna en una garantía vulnerada por la 
obsolescencia programada, al ser que los proveedores de aparatos electrónicos 
                                                          
7  Si bien dicha obligación no es vista en el campo de la electrónica de consumo, la misma es 
claramente observable en los productos alimenticios, donde la información sobre la fecha de 
caducidad de los productos brinda al consumidor suficiente para tomar una decisión de 
consumo conforme a sus necesidades, 
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y los fabricantes, no brindan productos que respondan efectivamente a lo que 
esperan los consumidores; de tal forma, que es necesaria la regulación de esta 
garantía de forma específica en la electrónica de consumo, a fin de proteger los 
intereses de los consumidores, que adquieren productos como aparatos 
electrónicos. 
2.2.2. EL DERECHO A LA GARANTÍA DE USO Y BUEN FUNCIONAMIENTO 
DE LOS PRODUCTOS  
En principio, debe tenerse presente que, para determinar la idoneidad de un 
producto o servicio, nuestra normativa señala expresamente, que debe 
compararse tal situación con las garantías que el proveedor ha brindado y a las 
que está obligado; de tal forma, que para asegurar que los intereses del 
consumidor sean realmente garantizados, los proveedores deben asegurar 
ciertas características o condiciones en los productos que ofrecen. 
Sobre ello, nuestra normativa señala que las garantías que pueden ser 
brindadas al ofrecer cualquier producto, son de 3 clases: Garantías legales, 
garantías explicitas y garantías implícitas. 
Respecto a las garantías legales, nuestra normativa señala que estas son 
aquellas que se encuentran dispuestas por mandato de la ley o las regulaciones 
vigentes, las cuales no permiten la comercialización de productos en el caso que 
éstos, no cumplan con dicha garantía; precisando que las mismas no pueden 
pactarse en contrario, al ser que se asume su incorporación en los contratos de 
consumo, así no hayan sido señaladas de forma expresa. Dentro de ellas se 
encuentran aquellas garantías especiales reguladas en el sistema financiero, por 
ejemplo, debiéndose señalar que luego de un estudio de la normativa nacional 
vigente, no existe ninguna referida a las garantías de los productos electrónicos. 
Por su parte, las garantías explicitas, son aquellas que derivan de los términos 
y condiciones expresamente ofrecidos en el contrato, en el etiquetado, en la 
publicidad, en el comprobante de pago o cualquier otro medio por el que se 
pruebe específicamente lo ofrecido al consumidor. Este tipo de garantía puede, 
por tanto, ser introducida en el mercado de la electrónica de consumo, a fin de 
garantizar al consumidor, por ejemplo, un período de vida útil de los productos 
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ofrecidos; lo que desarrollaría a largo plazo una cultura de consumo sostenible, 
que permita la adopción de decisiones mayor informadas. 
Finalmente, las garantías implícitas, son aquellas que se dan ante el silencio del 
proveedor o del contrato, de tal forma que se entiende que el producto o servicio 
cumple con los fines y usos previsibles para los que fueron adquiridos, 
considerando entre otros los usos y las costumbres del mercado. En el campo 
de la electrónica de consumo, es tal vez esta la única garantía que puede 
utilizarse para afrontar la obsolescencia programada, pues los proveedores no 
ofrecen garantías que aseguren un período de vida útil de sus productos (al no 
ser una obligación), debiendo por tanto recurrirse a los usos y costumbres del 
mercado, para entender por ejemplo, que un producto nuevo debe asegurar un 
tiempo de funcionamiento óptimo razonable, antes de caer en obsoleto, no 
siendo admisibles por tanto,  los desperfectos luego de la adquisición de tales 
productos. 
Sobre ello, el artículo 21 del CPDC reconoce la protección a las expectativas del 
consumidor, indicando que en caso los proveedores no otorguen garantías 
explicitas, son las garantías implícitas las que los vinculan a cualquier tipo de 
responsabilidad; siendo entonces que en las relaciones de consumo que derivan 
de la adquisición de productos electrónicos, son los usos y costumbres del 
mercado las que intervienen, en caso las empresas no garanticen un adecuado 
funcionamiento de los aparatos electrónicos que ofrecen. 
Ahora bien, dentro del CPDC, se ha establecido además, otra garantía 
específica denominada como garantía de uso o buen funcionamiento, la cual 
establece que el proveedor que consigne la leyenda “garantizado” en sus 
productos, debe informar sobre el alcance, duración y condiciones de la garantía 
ofertada, así como la individualización de las personas que las extienden y los 
establecimientos en los que puede hacerse efectiva; de tal forma que en caso 
las empresas opten por garantizar efectivamente el tiempo de vida útil de sus 
productos; estos deben indicar el tiempo de uso que garantizan, y las 
condiciones bajo las cuales se asegura dicho tiempo de uso, debiendo tenerse 
presente que dicho plazo, no incluye el tiempo que duren las reparaciones que 
podrían efectuarse al producto. 
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De esta forma, si bien nuestra normativa reconoce diversos tipos de garantías, 
es un hecho que no existen garantías legales ni expresas, que aseguren al 
consumidor, que el funcionamiento de un determinado bien se encuentra 
garantizado por un tiempo determinado, debiéndose de esta forma, recurrir 
únicamente a las prácticas y costumbres del mercado para suponer el período 
de esta garantía, el cual, como puede haberse advertido, es muy subjetivo por 
no tener un parámetro de tiempo sobre el cual se estime la extensión de la 
garantía. 
Asimismo, y como ocurrió en el caso de Ryan Días v. Nintendo of America, es 
posible que los fabricantes se valgan de las garantías establecidas en el 
mercado, para asegurar que un producto que adolezca de obsolescencia 
programada, no pueda ser objeto de algún tipo de reclamo administrativo o 
judicial; siendo que los desperfectos se presentan después del plazo de garantía 
establecido, lo que mantiene desprotegido al consumidor. 
En este sentido, consideramos que tomando en cuenta la normativa antes 
expresada, la garantía al tiempo de vida útil del producto, debe ser catalogada 
como una garantía expresa e incluso legal en el mercado de consumo; debiendo 
de esta forma modificarse la normativa de la materia, a fin de asegurar un 
adecuado tratamiento de la obsolescencia programada en nuestra normativa. 
2.2.3. LOS SERVICIOS DE REPARACIÓN COMO FRENOS A LA 
OBSOLESCENCIA PROGRAMADA  
Otra de las medidas reconocidas en el CPDC destinadas a la protección de los 
intereses del consumidor una vez adoptada la decisión de consumo, es 
justamente el asegurar servicios de reparación a los productos, en tanto lo que 
se busca es asegurar que los mismos, cumplan con la finalidad para la que 
fueron adquiridos. 
Sobre el particular, el artículo 97 de dicho cuerpo normativo señala 
expresamente que “los consumidores tienen derecho a la reparación o 
reposición del producto, a una nueva ejecución del servicio, o la devolución de 
la contraprestación pagada” en determinados casos. 
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Dentro de estas situaciones se encuentran, por ejemplo, aquellos casos en que 
los productos, por sus deficiencias en su fabricación, elaboración, estructura, 
calidad o condiciones sanitarias, o por los vicios ocultos en su caso, no sea apto 
para el uso para el cual está destinado, cuando el producto no se adecue 
razonablemente a los términos de oferta, promoción o publicidad, o cuando 
hecha efectiva la garantía legal subsistan los defectos del producto o no 
permitan cumplir con su finalidad.  
En este sentido, y siendo que el caso de la obsolescencia programada puede 
ajustarse claramente en el caso de aquellos productos que presentan 
deficiencias por vicios ocultos en su fabricación, que no lo hacen apto para el 
uso para el cual fueron hechos, la reparación puede convertirse efectivamente 
en una medida destinada al control y reducción de esta práctica en el mercado 
de consumo. 
En efecto, como lo señala ALESSANDRI (2003) los vicios existentes en los 
productos afectados por la obsolescencia programada, pueden ser 
considerados como vicios redhibitorios, conocidos en nuestra legislación como 
vicios ocultos, los cuales “son aquellos que existiendo al tiempo de la venta, y 
no siendo conocidos por el consumidor, hacen que la cosa sea impropia para 
su uso o que sólo sirva imperfectamente” (Citado por ANABALÓN, 2016, p. 77); 
de tal forma que el proveedor es responsable por el ocultamiento de aquellos 
defectos que puede tener el objeto adquirir, y sobre el que nace por tanto, la 
obligación de reparar o reponer tales productos. 
Sobre ello, es importante señalar que nuestro Código Civil establece en su 
artículo 1503° que, en el caso de vicios ocultos en cualquier tipo de 
transferencia, es el transferente quien se encuentra obligado al saneamiento de 
dichos vicios, precisando en su artículo 1505° que dicha obligación permanece, 
cuando se demuestra que los bienes adquiridos carecen de las cualidades 
prometidas para el transferente, y que lo hacían apto para la finalidad de la 
adquisición. 
Sobre ello, cabe resaltar que los vicios ocultos¸ de acuerdo a la jurisprudencia 
francesa, son aquellos defectos que no pueden ser advertidos de un examen 
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normal, siendo necesario para su descubrimiento cierta experticia o el 
desmantelamiento del producto (ANABALON, 2016, p.77), de tal forma que en 
el caso que nos ocupa, la introducción de defectos destinados al acortamiento 
de vida útil de los productos y que han sido expuestos en el primer capítulo de 
esta tesis, demuestran la existencia de estos vicios en el mercado de consumo. 
En este entendido, la obligación de saneamiento dispuesta en el Código Civil y 
que sería exigible en estos casos, puede valerse de las obligaciones de 
reparación, reposición o compensación estipuladas en el CPDC para su 
cumplimiento; siendo entonces posible, que los consumidores recurran a estas 
medidas, para reponer el daño causado por las empresas, que ponen en el 
mercado productos defectuosos que no cumplen con las expectativas del 
consumidor. 
Sin embargo, debe tenerse presente que, si bien la reparación de los productos 
defectuosos es una obligación dispuesta de forma expresa por la normativa, la 
misma no hace exigible que esta medida sea perpetua, en tanto se ha 
establecido expresamente que dicha obligación se mantiene durante el tiempo 
de garantía legal o explícita; siendo entonces que en caso se supere el tiempo 
de dichas garantías, el proveedor ya no tendría la obligación de brindar tal 
servicio. 
De esta forma, si bien el servicio de reparación se convierte en una medida que 
puede ser utilizada para frenar el impacto de la obsolescencia programada en 
el mercado de consumo, es cierto también que es necesario efectuar 
modificaciones destinadas a asegurar el servicio de reparación se mantenga 
por un tiempo determinado, más aún cuando las garantías legales respecto a la 
electrónica de consumo son inexistentes, y las explicitas muchas veces se 
extienden por un plazo reducido. 
En este sentido, consideramos necesario que nuestra legislación regule un 
servicio de reparación constante y de calidad en el campo de la obsolescencia 
programada; no solo porque el artículo 23 del CPDC indica que la tarea de 
reparación se encuentra a cargo de un prestador de servicios que se encuentra 
obligado a “brindar el servicio diligentemente, y en caso de que sea necesaria 
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la sustitución de componentes, a emplear componentes o repuestos nuevos y 
apropiados al producto de que se trate, salvo que, en cuanto a esto último, el 
consumidor autorice expresamente y por escrito lo contrario”; sino que también, 
por ser una responsabilidad del proveedor asegurar que el consumidor adquiera 
productos conforme a su efectivo interés, el cual busca como mínimo, un 
funcionamiento óptimo y durable de los productos adquiridos.  
III. RESPONSABILIDAD JURÍDICA DE LOS FABRICANTES Y 
PROVEEDORES RESPECTO A LA OBSOLESCENCIA 
PROGRAMADA 
Ahora bien y una vez demostrado que la práctica de la obsolescencia 
programada representa una vulneración a los derechos del consumidor 
reconocidos en la legislación peruana; es necesario ahora determinar, si 
nuestra normativa establece algún tipo de responsabilidad a las empresas 
fabricantes y proveedoras de equipos electrónicos, que se ven afectados por tal 
práctica.  
Para ello, debe considerarse en primer lugar, que la protección jurídica del 
consumidor comprende todas las etapas existentes entre la decisión de poner 
al mercado determinado producto y la adquisición efectiva del mismo por parte 
de un consumidor; de tal forma que la responsabilidad jurídica sobre cualquier 
defecto en el producto adquirido, corresponde a todos aquellos que intervienen 
en la relación de consumo, partiendo de los fabricantes y terminando en los 
proveedores finales del bien o servicio. 
En efecto, de un análisis concordado de los artículos 100° y 101° del CPDC,  se 
tiene que los proveedores que ocasionen daños y perjuicios al consumidor, se 
encuentran obligados a indemnizarlo de conformidad con las disposiciones del 
Código Civil y sin perjuicio de las responsabilidades penales y administrativas 
que exijan el cumplimiento de medidas correctivas, reparadoras y 
complementarias; pero cabiendo la posibilidad de extender la responsabilidad 
respecto a los daños y perjuicios causados a la integridad física de los 
consumidores o a sus bienes por defectos en sus productos, de forma solidaria 
con aquel que originó el defecto. 
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En este sentido, si bien nuestra normativa indica prima facie que la 
responsabilidad es de carácter objetiva y recae directamente sobre el 
proveedor, por ser este quien tiene la obligación de conocer las características 
de los bienes que pone en el mercado; es cierto también que el artículo 101° 
del CPDC, permite que este último, pueda repetir en contra de aquellos que le 
hubiesen suministrado los bienes, de acuerdo con la teoría del hecho ilícito. 
Bajo este entendido, aunque la responsabilidad sobre productos defectuosos -
entre los que se encuentran aquellos aparatos electrónicos afectados por la 
práctica de la obsolescencia programada - sería imputable en principio al 
proveedor, por ser este el encargado de asegurar la idoneidad de los productos 
ofrecidos, la misma podría ser extendida a los fabricantes, en aquellas 
situaciones en las que se logré acreditar que a pesar de haber cumplido con el 
deber de diligencia exigido, el proveedor no haya podido advertir los defectos 
en los productos suministrados por los fabricantes. 
Ahora bien, y teniendo claro que tanto el proveedor como el fabricante (en 
algunos casos) asumen la responsabilidad de los daños generados por los 
productos defectuosos, debe tenerse presente que dicha responsabilidad de 
conformidad con el CPDC es objetiva, es decir, que se produce con 
independencia de la culpa con la que haya producido el daño el agente. 
Sobre ello, si bien nuestra legislación, al menos en el plano del derecho civil, 
dispone que la responsabilidad que da origen a una indemnización, se produce 
por daños generados por el incumplimiento de una obligación, ya sea por culpa, 
dolo, mala fe u omisión; para el CPDC que es aquella normativa que regula las 
actuaciones desde el plano del derecho del consumidor, la intencionalidad o no 
del obligado, pasa a un segundo plano,  al solo ser exigible la existencia de un 
nexo causal entre el daño y el producto, es decir, la existencia de una relación 
causa-efecto entre el producto colocado en el mercado y el perjuicio sufrido, 
para que sea exigible el pago de una indemnización (CARBONELL,2015, 
p.394). 
De este modo, cuando en el mercado se ofrecen aparatos electrónicos cuyo 
tiempo de vida útil, por ejemplo, ya ha sido programado; la evidente vulneración 
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a los derechos del consumidor generados en este caso, conducen 
necesariamente a una responsabilidad del proveedor de dicho producto, que 
termina en el pago de una indemnización o la ejecución de una medida 
reparadora, como el intercambio del producto; la cual como hemos expuesto, 
se hace extensiva incluso, a aquellos fabricantes que suministran tales bienes 
cuando la vulneración a dichos derechos se configura en la etapa de diseño y 
fabricación de tales productos . 
Consecuentemente y de acuerdo a todo lo expuesto hasta el momento, es 
innegable que la obsolescencia programada en el campo de la electrónica de 
consumo, puede llegar incluso a hacer responsable a las empresas productoras 
de tales aparatos, en aquellos casos en los que el proveedor -que es quién 
asume la responsabilidad objetiva de los daños generados por los productos- 
entienda que la vulneración sobre los derechos del consumidor, parten del 
diseño y fabricación del producto; de tal forma que la responsabilidad jurídica 
en estos casos, no es exclusiva del proveedor, pues es extensiva incluso, a 
aquellos que fabrican y suministran  los aparatos electrónicos que ven reducido 
su tiempo de vida útil. 
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CAPÍTULO IV. LA NECESARIA REGULACIÓN NORMATIVA DE LA 
OBSOLESCENCIA PROGRAMADA DESDE EL DERECHO DEL CONSUMIDOR: 
POSIBLES SOLUCIONES A LA VULNERACIÓN DE LOS DERECHOS DEL 
CONSUMIDOR 
Una vez demostrado que la obsolescencia programada, especialmente en el 
ámbito de la electrónica de consumo, representa una efectiva vulneración a los 
derechos del consumidor reconocidos legalmente en nuestro ordenamiento, es 
necesario ahora determinar si la regulación actual en materia del consumidor, 
resulta suficiente para frenar el avance de la obsolescencia programada, o en su 
defecto, cuáles son las posibles soluciones para enfrentar dicha situación. 
Para ello, en el presente capítulo hemos considerado importante demostrar la 
necesidad de regular la obsolescencia programada en nuestra legislación, para 
posteriormente exponer los planteamientos que, a nuestro punto de vista, pueden 
reducir el impacto de la obsolescencia programada en el mercado de la electrónica 
de consumo, y que a su vez aseguran una efectiva protección a los derechos del 
consumidor; partiendo para tal efecto, de las soluciones reconocidas a nivel 
doctrinal y normativa, para posteriormente llegar a la propuesta legislativa, que es 
la finalidad principal de la presente investigación. 
I. LA NECESARIA REGULACIÓN NORMATIVA DE LA OBSOLESCENCIA 
PROGRAMADA EN NUESTRO PAÍS 
Tal y como se habrá podido advertir, la obsolescencia programada más allá de 
representar una práctica empresarial poco ética representa además una 
vulneración directa a los derechos del consumidor reconocidos en nuestra 
legislación. 
En efecto y de lo expuesto a lo largo del capítulo precedente, se ha logrado 
demostrar que dicha práctica configura una serie de infracciones al Código de 
Protección y Defensa del Consumidor, que harían pasible de sanciones a aquellos 
que la ponen en práctica, por ser responsables directos de la transgresión de los 
derechos del consumidor establecidos en la ley de la materia. 
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Sin embargo, nuestro país al poseer tan solo una regulación general sobre la que 
parten dichas responsabilidades, no cumple con el objetivo preventivo, ni mucho 
menos disuasivo con el que se busca tratar a la obsolescencia programada (como 
ocurre en otros países), de forma que en caso llegue a producirse una práctica que 
pueda catalogarse dentro de este campo, la misma no sea tratada ni mucho menos 
sancionada como tal. 
El problema con ello, es que al no hacerse el análisis de responsabilidad sobre la 
base del concepto de obsolescencia programada, las sanciones a imponer sobre 
casos que concretamente podrían ser considerados iguales, serían 
paradójicamente distintos; y es que es posible que en un caso el órgano 
competente interprete que la introducción de defectos en el aparato electrónico 
pueda considerarse tan solo como una responsabilidad en la idoneidad del 
producto, y en otro, que el mismo supuesto representa una vulneración al derecho 
de información, a pesar que objetivamente, la introducción de dichos defectos 
representan no una, sino que una serie de vulneraciones a los derechos del 
consumidor. 
La falta de regulación sobre estos aspectos entonces, generaría una dispersión de 
pronunciamientos que no permitirían realmente la elaboración de un criterio 
unificado respecto al tratamiento de esta práctica, razón por la cual, su regulación 
normativa se torna en tan necesaria. 
Asimismo, y más allá que la regulación permitiría la predictibilidad de fallos tan 
esperada en nuestros días, la misma haría que los productores y proveedores 
tengan un conocimiento efectivo de que la introducción de dichas prácticas (las 
cuales deben ser evidentemente fiscalizables), son consideradas como supuestos 
de responsabilidad administrativa; lo que cumpliría al menos con la finalidad 
preventiva con la que se emiten los supuestos de responsabilidad en la ley, y la 
finalidad disuasoria, cuando ante el incumplimiento de estos derechos, se imponen 
sanciones ejemplares a los responsables a fin de resarcir el daño causado, 
advirtiendo además a quienes se encuentren interesados de realizar tales 
prácticas, sobre las consecuencias que la introducción de fallas deliberadas 
generarían ante una eventual denuncia. 
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En este sentido, si bien la regulación normativa actual podría ser considerada 
suficiente para el control de prácticas consideradas dentro del campo de la 
obsolescencia programada, lo cierto es que la vulneración que genera esta práctica 
trasciende las normas generales dispuestas en el derecho del consumidor, de 
forma que debe buscarse la implementación de una regulación específica de la 
materia que contemple medidas efectivas para su control. 
II. POSIBLES SOLUCIONES A LA OBSOLESCENCIA PROGRAMADA 
COMO PRÁCTICA CONTRARIA AL DERECHO DEL CONSUMIDOR 
2.1. INFORMACIÓN DEL TIEMPO DE VIDA ÚTIL DEL PRODUCTO - 
ETIQUETADO DE LA DURABILIDAD DE LOS APARATOS 
ELECTRÓNICOS 
Tal y como se señaló a lo largo de la presente tesis, la obsolescencia programada 
tiene como objeto principal la reducción deliberada del tiempo de vida útil de los 
productos, entre los que se encuentran los aparatos electrónicos, con la finalidad 
de fomentar el consumo y reemplazo constante de los bienes en el mercado. 
En este sentido, la necesidad de asegurar la existencia de aparatos durables se ha 
convertido en nuestros días, en una preocupación evidente que hace exigible la 
existencia de herramientas destinadas a reducir su impacto. 
De esta forma, y teniendo en cuenta que la finalidad del derecho del consumidor 
es que este último, tome una decisión de consumo racional del producto o servicio 
a adquirir, pero tomando en cuenta sus efectivas necesidades, autores como 
VANINA (2018) señalan que el proveedor tiene la obligación de brindar toda aquella 
información relacionada con las características del bien puesto en el mercado; no 
debiendo limitarse a al precio del producto, sino que también a otras características 
entre las que se encuentran, el período de vida útil estimado del producto, la 
existencia de piezas de recambio o servicio técnico, entre otros (p. 289). 
Esta obligación de informar entonces promueve que las empresas opten por la 
aplicación de prácticas destinadas a ofrecer al consumidor esta información de 
forma didáctica, optando de esta forma por soluciones como “la etiqueta de vida 
útil del producto”. 
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Dicha solución, busca dar a conocer al consumidor información sobre la duración 
de vida útil, o el número de utilizaciones del bien a adquirir (horas de uso, cantidad 
de usos garantizados, etc) a través de avisos en la oferta de los productos; con el 
objeto de que este tenga el conocimiento necesario para adoptar una decisión de 
consumo acorde con sus efectivos intereses, y a su vez, abordar y prevenir la 
obsolescencia programada, tal y como ocurre en la legislación europea. 
En este entendido, SALCEDO (2014) reconoce que la aplicación de medidas que 
coadyuven a la erradicación de la obsolescencia programada, deben ser vistas 
como favorables, de tal forma que el etiquetado sobre la durabilidad de los 
productos, se convierte no sólo en una buena herramienta para la decisión de 
compra de los consumidores, sino que también, en un medio que permite reducir 
la asimetría informativa sobre la que se sustenta, cualquier transacción comercial 
de bienes susceptibles de obsolescencia programada (pp. 120-121). 
En esta línea de ideas, y siendo que en el capítulo anterior se ha logrado advertir 
las graves vulneraciones a los derechos del consumidor que producen aquellas 
prácticas destinadas al acortamiento de la vida útil de los aparatos electrónicos, la 
exigencia de solicitar información sobre la durabilidad de dichos productos a través 
de etiquetas que publiciten su tiempo de vida útil garantizado, se torna en una 
solución que puede asegurar la reducción de la asimetría informativa en nuestro 
mercado, al esclarecer el período de tiempo en el que se asegura un adecuado 
funcionamiento de tales aparatos, a través de medios gráficos que facilitan su 
entendimiento; y es que, en efecto, de lo expuesto en el artículo 2 inciso 4 del 
CPDC, lo que se busca con las etiquetas en los productos, es justamente brindar 
información, reduciendo su complejidad, y haciéndola entendible a través de 
gráficos, para evitar la confusión de los consumidores al momento de adquirir un 
determinado producto. 
Ahora bien, cabe resaltar que la información brindada a través de dichas etiquetas 
tiene que ser veraz, de forma que son principalmente los fabricantes, quienes se 
encuentran en la obligación de determinar cuál es el tiempo de vida útil estimado 
para cada uno de los productos puestos en el mercado, más aún cuando de lo 
expresado hasta el momento, es en la etapa de diseño y fabricación, en la que se 
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incorporan los defectos que buscan programar y restringir el período de utilidad de 
tales bienes. 
Para ello, es decir para asegurar que la información brindada sea veraz, VANINA 
(2018) ha indicado que el Estado debe asegurar cuanto menos las siguientes 
políticas (p.293): 
1. Políticas destinadas a poner en funcionamiento un sistema de certificación 
de los productos para determinar de forma objetiva el período de vida útil de 
un determinado producto y si la información que se pretende presentar es 
veraz. 
2. Políticas que pongan en funcionamiento un sistema de vigilancia periódica 
de la información proporcionada, en virtud de que puede haber variaciones 
en la producción que tornen en no verídica la información puesta en la 
etiqueta, y  
3. Políticas que hagan funcionar el sistema de sanciones administrativas. 
Ello con la finalidad de asegurar de forma objetiva, que la información brindada en 
las etiquetas, respondan las características que efectivamente corresponden a los 
productos. 
Sobre ello, un caso que permite demostrar la necesidad de la implementación de 
dichos sistemas, es aquel que se dio en el marco del Programa de Desempeño de 
Productos implementado por el Instituto Nacional de Tecnología Industrial (INTI) de 
Argentina y que fue citado por VANINA (2018), en el cual se logró evidenciar que 
entre la duración  de vida útil declarada  por el fabricante de lámparas de bajo 
consumo, y la duración de vida media medida por el INTI en 8 marcas distintas de 
tales productos, la vida media (en horas) era inferior a la declarada por las 
empresas, habiéndose proporcionado información engañosa a los consumidores y 
violando por tanto, algunos de los derechos que la ley en materia del consumidor 
argentina establecía (pp. 292-293); lo que representa un claro ejemplo que ilustra 
la importancia de incluir información veraz en estas etiquetas. 
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Ahora bien, y teniendo en cuenta que las etiquetas sobre el período de vida útil de 
los productos es una solución posible para frenar el impacto de la obsolescencia 
programada, es necesario ahora señalar que de acuerdo al estudio realizado por 
el Comité Económico y Social Europeo (2016) respecto a la influencia del 
etiquetado sobre la vida útil en los productos, se ha logrado demostrar que los 
consumidores prefieren la adquisición de productos que poseen dichas etiquetas 
respecto de otros con las mismas características, por ser que se asegura un tiempo 
de vida útil; así como la preferencia de un bien respecto de otro a pesar de tener 
las mismas características, por ser que este asegura un tiempo de vida útil mayor, 
incluso cuando su precio sea considerablemente superior. 
En este sentido, y teniendo en cuenta que el mismo estudio, ha llegado a concluir 
que son determinados diseños los que efectivamente aseguran un impacto en las 
decisiones de consumo, a continuación, procederemos a exponer aquellos que 
deben ser preferidos en el caso se pretenda incorporar este sistema en nuestra 
legislación, para reducir el impacto de la obsolescencia programada en la 







La etiqueta AG muestra la vida útil utilizando una clasificación de A a G, siguiendo 
el etiquetado ya utilizado en los sistemas de clasificación energética. Los aparatos 
electrónicos como impresoras o teléfonos inteligentes son aquellos en los que 
puede aplicarse este tipo de etiquetas, representando la letra A una duración de 
Vida Útil larga, y la letra G una duración de Vida Útil corta. 




A efectos de que este tipo de etiquetado funcione correctamente, el Estado debe 
asegurar como lo mencionamos anteriormente, que los análisis necesarios para 
determinar si la duración de vida útil del producto es larga o corta sean objetivos, 
de forma que debe demostrarse que los productos pasaron previamente por el 
estudio de órganos o empresas imparciales, que aseguren que la información 
brindada a través del etiquetado es correcta y veraz. 
Tiempo de Vida Útil del producto: 








El primer tipo de etiquetas relativas al tiempo de vida útil de forma expresa es aquel 
destinado a dar a conocer la duración del producto en razón al número de ciclos de 
uso asegurados del mismo. En efecto, este tipo de etiquetado busca dar a conocer 
cuál es la cantidad de usos sobre los que se asegura un buen funcionamiento del 
producto, pudiendo ser utilizado, por ejemplo, en aquellas impresoras que utilizan 
contadores, de forma que se asegure un número de impresiones mínimo, o por 
ejemplo, en aquellas lavadoras en las que deba asegurarse un número mínimo de 
ciclos de lavado, en los que el aparato no presentaran desperfectos. 
Al igual que en el caso anterior, para asegurar que se cumpla con la finalidad de 
este tipo de etiqueta, es necesario que la información contenida en ella responda a 
lo que objetivamente busca asegurar, siendo que de lo contrario tanto los 







proveedores como fabricantes serían responsables por la información falsa 
brindada al momento de publicitar el producto. 








Además de las etiquetas que se dan en razón al número de ciclos de uso 
asegurados, el estudio desarrollado por el Comité Económico y Social Europeo, ha 
evidenciado la posibilidad de brindar productos cuyas etiquetas se encuentren 
expresadas en razón al número de años y meses de vida útil garantizados. 
En efecto, a través de dicha etiqueta lo que se busca es señalar de forma expresa, 
el tiempo de vida útil garantizado de acuerdo a los años y meses en que el producto 
ofrecido tendrá un correcto funcionamiento, para que los consumidores opten por 
la adquisición de determinados productos en el mercado, de conformidad con sus 
intereses económicos y personales. 
De esta forma, y tomando en cuenta los diseños presentados por el Comité 
Económico y Social Europeo para ejemplificar la forma que podrían adoptar las 
medidas de información sobre el tiempo de vida útil de los productos, consideramos 
que nuestra regulación puede adoptar dichos diseños para la regulación específica 
sobre este tema en nuestra legislación. 
Consecuentemente y de acuerdo a lo desarrollado en los párrafos precedentes, 
una de las soluciones existentes para reducir el impacto de la obsolescencia 
programada, y principalmente proteger el derecho de los consumidores frente a tal 




práctica, es regular normativamente la obligación de los proveedores y fabricantes, 
de informar y garantizar el tiempo de vida útil de sus productos, pudiendo para ello 
recurrir a la inclusión de etiquetas y diseños que reflejen este supuesto al momento 
de ofertar sus productos en el mercado, pudiendo recurrir para ello a los diseños 
presentados por el Comité Económico y Social Europeo; debido a que tal y como 
lo hemos demostrado a lo largo del presente análisis, ello permitiría que los 
consumidores tomen conocimiento previo y veraz de las características de los 
productos a adquirir y que pueden ser determinantes para la adopción de una 
decisión de consumo. 
2.2. LA GARANTÍA DE LA CALIDAD DEL PRODUCTO COMO MEDIDA PARA 
AFRONTAR LA OBSOLESCENCIA PROGRAMADA 
Otra de las soluciones aparentes al problema de la obsolescencia programada, es 
aquella que busca asegurar la calidad de los productos a través de un sistema de 
garantías, que permita afrontar los vicios de calidad por inadecuación de los 
productos puestos en el mercado. 
Dichos vicios de calidad, conforme a lo indicado por VANINA (2018) deben ser 
entendidos como aquellos vicios que afectan preponderantemente los intereses 
económicos del consumidor, al disminuir la funcionalidad y por tanto, el valor 
económico del producto (p.296); o como lo señala  BENJAMIN, LIMA y BESSA 
(2008) como aquellos vicios que afectan: i) El desempeño de los productos y 
servicios de acuerdo con la expectativa legítima del consumidor y ii) La durabilidad 
de los productos que aseguran que los mismos no perderán de forma prematura 
su utilidad (VANINA, 2018, p. 296). 
En este sentido, el sistema de garantías que se pretende regular busca que los 
proveedores garanticen efectivamente la durabilidad de los productos que ponen 
en el mercado bajo responsabilidad; debiendo por tanto garantizar por un tiempo 
determinado el funcionamiento adecuado del producto y la satisfacción de las 
legítimas expectativas del consumidor. 
La importancia de optar por dicho sistema entonces, no se reduce tan solo a la 
protección jurídica que debe entregarse a los consumidores, sino que se extiende 
también a la política de consumo sustentable reconocida en el propio CPDC; y es 
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que la calidad de los productos ofertados, y en particular aquellos aparatos 
electrónicos que son puestos en el mercado, se determina hoy en día, tomando en 
cuenta no solo sus componentes, sino que también tomando en consideración el 
cumplimiento de las normas ambientales que imponen deberes en relación con la 
preservación ambiental. 
Sobre ello, VANINA (2018) señala que “vincular la calidad de los productos con la 
consideración del impacto ambiental que generan, si se constituye en un aspecto 
más de calidad” (p.297), de tal forma que asegurar un sistema de durabilidad del 
producto, se tornaría no solo en un presupuesto que debe ser ofrecido como parte 
de la información del bien, sino que también, como una herramienta para 
determinar la calidad del producto a ofrecer, en tanto lo que busca es ampliar el 
período de vida útil del producto y reducir en consecuencia, el impacto que genera 
la sobreproducción de equipos que promueven la formación de basura electrónica. 
De esta forma, y si bien podría considerarse que la medida de etiquetado 
reconocida en el apartado anterior podría ser suficiente para superar la necesidad 
de informar a los consumidores sobre la durabilidad de los productos; las 
investigaciones y doctrina asociadas al tema, han ido un paso más allá, al explicar 
que el sistema no se limita a la información y publicidad brindada, sino que también 
al propio diseño sobre el que parte la fabricación del producto. 
En este sentido, a continuación, efectuaremos un repaso sobre las propuestas 
contenidas en este sistema, para a partir de ello, esbozar la propuesta normativa 
que es la finalidad última de este trabajo. 
2.2.1. DURABILIDAD DE LOS APARATOS ELECTRÓNICOS EN ESTRICTO 
Como lo expresamos anteriormente, la durabilidad de los productos, y 
específicamente de los aparatos electrónicos -al ser que sobre ellos parte el 
desarrollo de la presente tesis-, se convierte en un aspecto esencial para la 
protección de los intereses del consumidor, en tanto esta característica es una de 
las que determina la calidad de los productos. 
En efecto, tal y como lo reconoce la Dirección General de Medio Ambiente de la 
Comisión Europea (2014) la durabilidad debe entenderse como “la capacidad de 
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un producto para realizar su función en el nivel de rendimiento esperado durante 
un período determinado (número de ciclos-usos-horas de uso) en las condiciones 
previstas de uso y dentro de las acciones previsibles”; de forma tal que asegurar la 
durabilidad y por tanto la calidad de los productos, se convierte en una necesidad 
que debe ser promovida y asegurada por el Estado a través de su normativa y de 
medidas que aseguren realmente su implementación. 
De lo dicho entonces, puede señalarse que la durabilidad parte de la etapa de 
diseño en la fabricación de los bienes, de tal forma, que es a partir de ella, en donde 
deben establecerse las medidas para que los productos, cumplan con los requisitos 
mínimos que les aseguren una vida útil relativamente larga.  
Sobre ello, VAN NES y CRAMER (2005) establecen que, para asegurar la 
durabilidad de los productos, es necesario que los fabricantes implementen 
estrategias que permitan que desde la etapa de diseño, se opte por asumir ciertas 
características en el producto que lo hagan más resistentes al paso del tiempo, y 
que aseguren a los consumidores un producto idóneo. 
Para ello, los autores antes señalados, sugirieron las denominadas estrategias para 
“el diseño de la longevidad” (Citados en SALCEDO, 2014, p.110), las cuales tienen 
como objeto que los productos al momento de su fabricación cumplan con 
determinadas características como son las siguientes: 
1. Un diseño para la fiabilidad o robustez, que garantice que el producto no 
pueda romperse o dañarse fácilmente. 
2. Un diseño para la reparación y el mantenimiento, que garantice que la 
reparación del producto sea tan sencilla que los propios productores puedan 
llevarla a cabo. 
3. Un diseño para la capacidad de actualización, que asegure la actualización 
y cambio de piezas por otros más avanzados. 
4. Un diseño para el apego del producto, que asegure que los consumidores 
se sientan unidos al producto, ya sea porque contiene recuerdos o ciertos 
elementos que lo hagan preferible frente a otros productos. 
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5. Un diseño para la variabilidad, que permita ofrecer variaciones en el aspecto 
del producto, pero sin desechar el mismo ni necesitar de piezas adicionales. 
En este sentido, lo que dichos autores proponen es que las empresas, más allá de 
la información que brinden en el mercado, aseguren que sus productos 
efectivamente han sido fabricados con la finalidad de ser útiles a futuro, lo que 
claramente representa una práctica contraria a la obsolescencia programada, cuyo 
objeto es ciertamente antagónico. 
Asimismo, es importante resaltar que, a efectos de asegurar la durabilidad de 
determinados productos, es necesario que los fabricantes utilicen materiales 
durables y que permitan el cambio y la reutilización de componentes, ello con la 
finalidad de que los productos sean de alta calidad y puedan ser incluso mejorados 
con el paso del tiempo. 
De esta forma y tomando en cuenta las sugerencias antes señaladas, el Estado 
debe asegurar y promover que las empresas desarrollen y provean productos que 
desde un inicio hayan sido fabricados con el objeto de ser funcionales con el paso 
del tiempo, debiendo por tanto promocionar políticas destinadas a controlar la 
práctica y propagación de la obsolescencia programada tales como el ecodiseño o 
el pasaporte de productos. 
a) EL ECODISEÑO 
Una de las políticas reconocidas en el ámbito doctrinal como una buena práctica 
para afrontar la obsolescencia programada y asegurar la durabilidad de los 
productos, es justamente el ecodiseño que busca el aprovechamiento de los 
residuos para la creación de nuevos productos. 
En efecto, el diseño denominado “de la cuna a la cuna” viene convirtiéndose en una 
auténtica revolución industrial que busca la promoción de empresa y la elaboración 
de productos, tomando en cuenta la sostenibilidad y la eficiencia, y es que tal y 
como lo señala SALCEDO (2014) “representa un ciclo de vida que aprovecha los 
residuos como nueva materia prima y evita el uso de sistemas y energías 
contaminantes para la producción” (p. 115), de tal forma que lo que pretende, es 
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centrarse en el diseño del producto para optimizar la calidad, pero minimizando 
además el gasto energético. 
Así pues, la medida destinada a fomentar el ecodiseño de los productos, 
especialmente los electrónicos, más allá de necesitar de una modificación 
normativa, requiere de una decisión empresarial, de tal forma que lo que debe 
buscarse, es la promoción de políticas estatales destinadas a que las empresas, 
adopten este tipo de prácticas como parte de la responsabilidad social empresarial 
que promueven internamente y frente a terceros; siendo que como lo hemos 
demostrado, su naturaleza permite controlar el impacto y el desarrollo de la 
obsolescencia programada en el mercado. 
b) EL PASAPORTE DE PRODUCTOS 
Al igual que el ecodiseño, el pasaporte de productos es una política destinada a 
asegurar la durabilidad y consecuente calidad de los productos. 
Esta medida como lo señala SALCEDO (2014) fue una propuesta efectuada por la 
Plataforma Europea para la Eficiencia de los Recursos (EREP), a través de la cual 
se promueve que los productos contengan una serie de datos informativos sobre 
los componentes y materiales que contiene un producto, así como el modo de 
desmontarlos y reciclarlos al finalizar su vida útil (p.121). 
Esta medida es una grave afrenta a la obsolescencia programada, en tanto lo que 
busca es alentar a que los consumidores posean información adecuada sobre los 
recursos que contienen los productos que adquieren, de tal forma que no solo 
tomarían conocimiento sobre las posibles piezas de recambio, sino que también, 
sobre los riesgos que dichos productos podrían tener. 
Dicha política, al igual que en el caso del ecodiseño si bien parte de la motivación 
propia de las empresas antes que de la regulación normativa; está siendo cada vez 
más utilizada en el mercado, en tanto el ISO 14025 sobre etiquetas y declaraciones 
medioambientales, está siendo considerado como el pasaporte exigido en diversas 
empresas para la adquisición de diversos productos, siendo que el mismo, exige 
que se entregue una descripción sobre los componentes del producto y los 
materiales que han sido utilizados para su elaboración. 
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De esta forma, el pasaporte de los productos se torna en una medida contraria a la 
obsolescencia programada que puede ser replicable en las empresas e incluso en 
las entidades públicas de nuestro país, para la adquisición de bienes durables que 
permitan conocer de forma efectiva sus componentes y medidas de reparación ante 
eventuales fallas; convirtiéndose de esta manera en una medida que debe ser 
adoptada por el Estado para permitir controlar el impacto y el desarrollo de la 
obsolescencia programada en el mercado, al ser una medida que asegura que los 
productos ofertados cumplen con brindar garantías de durabilidad y por tanto de 
calidad, en el cumplimiento de sus funciones. 
2.2.2. LA NECESIDAD DE UNA GARANTÍA ESPECÍFICA Y LA EXTENSIÓN 
DEL PLAZO DE GARANTÍA LEGAL DE LOS APARATOS 
ELECTRÓNICOS  
Ahora bien y una vez expuesto que la durabilidad del producto en estricto 
representa una de las medidas propias del sistema que garantiza productos de 
calidad para afrontar la práctica de la obsolescencia programada; es necesario 
ahora hacer referencia a otra de las medidas que representan un control a las 
vulneraciones que la reducción de la vida útil genera a los derechos del consumidor, 
tal y como lo es la extensión del plazo de garantía legal de los productos, y por 
tanto de los aparatos electrónicos. 
Para ello, en necesario recordar que nuestro CPDC establece que para determinar 
la idoneidad de un producto, debe compararse lo ofrecido por el proveedor con las 
garantías que hubiese brindado y a las que está obligado; de tal forma, que para 
asegurar que los intereses del consumidor sean realmente garantizados, los 
proveedores deben asegurar que los productos que ofrecen, cumplan con 3 clases 
de garantías: Las garantías legales, las garantías explicitas y las garantías implícitas, 
las cuales nacen del mandato de la ley, de los términos y condiciones expresamente 
ofrecidos, o simplemente de los fines y usos previsibles para los que los productos 
fueron adquiridos; y sobre el que parten las responsabilidades tanto del fabricante, 
como del proveedor. 
A partir de un análisis de dicha clasificación, podemos inferir que, en el campo de la 
electrónica de consumo, la aplicación de garantías se reduce tan solo a i) las 
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garantías explicitas que ofrecen los proveedores sobre el funcionamiento de sus 
productos, y que se encuentra supeditada a determinadas condiciones para su 
efectividad en un tiempo determinado que en la mayoría de casos, no supera los 2 
años; y ii) las garantías implícitas que ante la inexistencia de las antes señaladas, 
hacen suponer el funcionamiento de un determinado producto por su naturaleza. 
Sin embargo y como habrá podido advertirse, dichas garantías resultarían 
insuficientes para tratar de asegurar la durabilidad del producto, en tanto por un lado 
es necesario que sea el mismo proveedor quien brinde dicha garantía al no existir 
una disposición legal que obligue a asegurar dicha durabilidad, y por el otro no 
existen criterios objetivos que determinen cuando un producto cumple con su 
finalidad. 
Bajo este entendido, consideramos que la incorporación de una garantía legal que 
regule aspectos relacionados específicamente a la durabilidad de los productos, se 
convierte en una salida necesaria para frenar la propagación de prácticas 
relacionadas con la obsolescencia programada, en tanto su existencia trascendería 
la voluntad de las partes para convertirse en una obligación que respete el derecho 
de todo consumidor a la adquisición de un producto que responda a las finalidades 
por las que fue adquirido por un tiempo determinado. 
En este sentido, y siendo que “ la regulación de un sistema de garantías favorece un 
umbral mínimo de calidad de los productos de naturaleza durable, (que) influirá en 
el estándar de duración de ese tipo de producto” (VANINA, 2018, p.301), la 
existencia de una garantía legal respecto a la durabilidad de los aparatos 
electrónicos en nuestra legislación se hace necesaria, convirtiéndose de esta forma 
en una medida aplicable que permitiría la protección de los derechos e intereses de 
los consumidores en el mercado, más aún cuando, no existe una garantía de esta 
naturaleza, e implementarla puede llegar a reducir de alguna forma la práctica de la 
obsolescencia programada en el mercado. 
Ahora bien y una vez justificada la existencia de una garantía de este tipo, es 
importante señalar que, si bien su existencia podría parecer suficiente, el mayor 
problema surge cuando los consumidores que ven vulnerados sus derechos deben 
hacer efectivo el respeto de los mismos; siendo que llegado el momento no pueden 
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hacer efectiva una reclamación, debido a que los defectos en el producto aparecen 
después del plazo de garantía asegurado por el producto. 
En efecto, en aquellos casos donde los productos ven reducida su utilidad, es un 
hecho que la aparición de dichos defectos tal y como lo señala ANABALÓN (2016) 
o CARRASCOSA (2015) aparecen recién después de cumplida la garantía otorgada 
por los fabricantes y proveedores, siendo que tal y como lo señala LATOUCHE  
El ciclo ideal de un producto es una duración de vida igual a la duración de la 
garantía legal y del préstamo contratado para adquirirlo. (Convirtiéndose) La garantía 
en un arma de doble filo: ella asegura al cliente una duración mínima de 
funcionamiento, pero autoriza también al fabricante estipular una vida útil máxima 
del producto. (VANINA, 2018, p. 301) 
De esta forma, además de la existencia de una garantía específica respecto a la 
durabilidad del producto, es necesario también la extensión del plazo de la garantía 
legal de buen funcionamiento, pues es casi imposible para el consumidor buscar una 
reparación para el daño efectuado por los fabricantes y proveedores del producto, 
cuando son estos quienes planifican que la obsolescencia del producto se genere 
una vez extinta la garantía recaída sobre el mismo. 
Así pues, además de necesitar una garantía específica para el tratamiento de 
aparatos electrónicos, la realidad obliga a que se establezca un plazo legal 
obligatorio sobre dicha garantía, y es que además de asegurar la protección efectiva 
de los derechos del consumidor, implícitamente lo que se estaría buscando, es lograr 
un estándar mínimo de duración de los productos superior al que existe en la 
actualidad. 
Ahora bien, consideramos que la extensión de la garantía debe superar por lo menos 
los dos (2) años, en el entendido que nuestro CPDC prescribe la prescripción de la 
responsabilidad administrativa una vez transcurrido dicho periodo de tiempo8, y es 
que tal y como ocurre en la actualidad, los desperfectos surgen una vez vencido el 
                                                          
8  Artículo 121.- Plazo de prescripción de la infracción administrativa 
“Las infracciones al presente Código prescriben a los dos (2) años contados a partir del día en 




plazo de garantía, no pudiendo el consumidor imputar una falta al deber de idoneidad 
o solicitar la reparación del producto a partir de la garantía ofertada, por ser que 
objetivamente se cumplió el plazo que el fabricante indico al promocionar el 
producto. 
Consecuentemente, en el caso que nos ocupa, la regulación de una garantía legal 
sobre el tema y la extensión de la misma por un plazo mayor a los dos años que 
regula el CPDC para la prescripción de la responsabilidad administrativa, se torna 
en una medida necesaria, por ser que con ello no solo se busca que las empresas 
aseguren la fabricación de productos de calidad, sino que también, una adecuada 
protección a los derechos del consumidor que frene a su vez, el avance la 
obsolescencia programada en el mercado. 
2.2.3. LA OBLIGACIÓN DE ASEGURAR UN SERVICIO DE POSTVENTA Y 
DISPONER DE PIEZAS DE REPUESTO 
Tal y como lo indicamos al inicio del presente capítulo la búsqueda de la durabilidad 
de los productos no se reduce solo a fabricación y oferta de productos durables, 
sino que también a asegurar que estos mantendrán esta característica con el paso 
del tiempo, de tal forma que la obligación de asegurar un servicio postventa y de 
disponer de piezas de repuesto, se convierten en aquellas medidas destinadas a 
asegurar tal supuesto.  
Sobre ello y específicamente sobre los servicios de postventa, es importante 
señalar que, si bien nuestra normativa reconoce que “los consumidores tienen 
derecho a la reparación o reposición del producto, a una nueva ejecución del 
servicio, o la devolución de la contraprestación pagada”, la misma no indica de 
forma expresa la obligación de que las empresas mantengan dicho servicio, más 
allá de la garantía ofertada al momento de la adquisición del producto. 
En este sentido, y siendo que tal y como lo expusimos anteriormente las garantías 
existentes son insuficientes por ser que los proveedores no se encuentran 
obligados a brindar una garantía por un tiempo determinado, consideramos que 
nuestra normativa debe asegurar una garantía especial respecto a estos 
supuestos, tal y como lo expusimos anteriormente, a fin de que el servicio de 
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postventa ya regulado, cumpla con su finalidad en los casos de prácticas 
consideradas como obsolescencia programada.  
Por otro lado, y respecto a la obligación de contar con piezas de repuesto, es 
importante señalar que nuestra normativa no recoge dicha obligación a pesar de 
que como lo hemos señalado en páginas precedentes, gran parte de las prácticas 
consideradas dentro del campo de la obsolescencia programada se ven 
configuradas por la inexistencia de piezas que permitan la reparación de los 
productos. 
En este sentido, si bien la necesidad de regular este supuesto es obvia, es 
necesario precisar que su implementación deriva en dos obligaciones distintas: i) 
Asegurar que las piezas de recambio sean idóneas para su objeto, es decir reparar 
un producto y ii) Asegurar la existencia de las piezas por un tiempo determinado; 
debiendo tomarse en cuenta tales condiciones al momento de su regulación. 
Sobre la primera cuestión, VANINA (2018) indica que esta obligación deriva en que 
el proveedor ofrezca productos de recambio nuevos, siendo posible brindar de 
forma excepcional repuestos usados una vez pasado el plazo de garantía, en caso 
no se cuente con tales piezas en el mercado nacional y medie expresa autorización 
del consumidor (p.303), lo que aseguraría en cierto modo el cumplimiento de sus 
finalidad, al ser que se estaría ofreciendo piezas de recambio que permitan y 
aseguren una efectiva reparación del producto. 
Por otro lado, y respecto a la existencia de piezas de recambio por un plazo 
determinado, es necesario señalar que dicha obligación se justifica, en tanto tal y 
como lo hemos desarrollado, las fallas y desperfectos en los aparatos electrónicos 
se presentan una vez superado el plazo de garantía. 
En este sentido, la doctrina y especialmente VANINA (2018) ha establecido que el 
plazo de vigencia razonable para garantizar esta obligación debe extenderse 
mientras se sigan fabricando e importando dichos productos, y por un tiempo 
razonable, luego de que haya cesado su fabricación (p.304-305), de tal forma que 
como en el caso de los servicios de postventa y garantía de los productos, deben 
efectuarse ajustes a nuestra normativa para determinar objetivamente, el plazo en 
108 
 
el que los proveedores aseguren la disposición de piezas de recambio y por tanto 
la utilidad del producto. 
De esta forma, si bien la necesidad de asegurar servicios de postventa y piezas de 
recambio podría haberse considerado superada con la actual normativa, 
consideramos que el hecho que su efectividad, al menos temporal, dependa de la 
garantía establecida por el propio fabricante, hace necesaria la modificación 
normativa para la ampliación del tiempo de garantía, así como para reafirmar la 
necesidad de contar con una garantía específica en materia de aparatos 
electrónicos. 
III. PROPUESTA NORMATIVA – LEY QUE REGULA LA OFERTA DE 
APARATOS ELECTRÓNICOS EN EL MERCADO COMO RESPUESTA A 
LA OBSOLESCENCIA PROGRAMADA 
Una vez efectuado el análisis de las posibles soluciones que existen para asegurar 
el control de la obsolescencia programada en el derecho del consumidor, entre los 
que se encuentra la necesidad de brindar información sobre la vida útil de los 
aparatos electrónicos, y habiéndose demostrado la necesidad de incorporar dichos 
supuestos en nuestra legislación, hemos considerado importante brindar una 
propuesta normativa, a partir de todo el análisis efectuado a lo largo de las páginas 
precedentes. 
Para ello, nos centraremos en la regulación de la oferta de aparatos electrónicos 
en el mercado, con el objeto de proteger los derechos e intereses del consumidor, 
así como para reducir el impacto de la obsolescencia programada en el mercado 
de consumo; razón por la que se presentará una normativa general destinada a 
establecer aquellas obligaciones que correrán a cargo de los fabricantes, 
proveedores e importadores en la oferta de aparatos electrónicos en el mercado 
peruano, para posteriormente hacer una modificación específica a la normativa que 
posea incidencia directa en la oferta de productos. 
Así pues, y siendo que el derecho del consumidor presenta como legislación básica 
el CPDC que ha sido mencionado frecuentemente a lo largo de la presente tesis, 
la propuesta de ley incluirá la obligación de informar sobre el tiempo de vida útil de 
los aparatos electrónicos, así como aquellas modificaciones al CPDC, que desde 
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nuestro punto de vista son necesarias efectuar, a efectos de proteger 
eficientemente los derechos del consumidor que se ven afectados por aquellas 
prácticas empresariales consideradas como obsolescencia programada.   
Asimismo, y en tanto es evidente que esta práctica trasciende otras regulaciones, 
el proyecto de ley incluirá además la modificación necesaria en materias como la 
publicidad y el etiquetado de productos, para asegurar los resultados que se 




PROYECTO DE LEY 
LEY QUE REGULA LA OFERTA DE APARATOS ELECTRÓNICOS EN EL 
MERCADO, PARA LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS E INTERESES DEL 
CONSUMIDOR Y LA REDUCCIÓN DEL IMPACTO DE LA OBSOLESCENCIA 
PROGRAMADA EN LAS RELACIONES DE CONSUMO 
TÍTULO I 
DISPOSICIONES GENERALES 
Artículo 1. Objeto de la Ley 
La presente ley tiene por objeto establecer aquellas obligaciones que correrán a 
cargo de los fabricantes, proveedores e importadores en la oferta de aparatos 
electrónicos en el mercado peruano; a efectos de proteger los derechos e intereses 
del consumidor vulnerados, por aquellas prácticas empresariales consideradas 
dentro del campo de la obsolescencia programada. 
Artículo 2. Alcance de la Ley 
Las disposiciones contenidas en la presente ley alcanzan a todas las personas 
naturales o jurídicas, que comercialicen, importen, suministren y fabriquen aparatos 
electrónicos en el territorio peruano, ya sea a través de tiendas físicas como 
virtuales. 
A efectos de la presente ley, los productos considerados como aparatos 
electrónicos son aquellos que combinan componentes electrónicos organizados en 
circuitos, que, para cumplir una tarea, utiliza energía eléctrica alterándola, ya sea 
por transformación, amplificación/reducción o interrupción, y que son utilizados 
cotidianamente para el entretenimiento, las comunicaciones, la oficina y el hogar.  
De esta forma, los aparatos electrónicos a los que alcanza la presente regulación 








- Consolas de videojuegos 
- Impresoras 
Artículo 3. Definición de Obsolescencia Programada 
A efectos de la presente ley, la obsolescencia programada es entendida como la 
planificación o programación premeditada destinada a acortar la vida útil de un 
producto, a efecto que se torne obsoleto, no funcional, inútil o inservible para la 
finalidad por la que fue creado.  
TÍTULO II 
DISPOSICIONES SOBRE INFORMACIÓN EN LA OFERTA DE LOS APARATOS 
ELECTRÓNICOS EN EL MERCADO 
Artículo 4. Deber de información sobre la vida útil del producto 
El fabricante, proveedor e importador de los productos detallados en el artículo 2° 
de la presente ley, se encuentran obligados a informar al consumidor respecto del 
tiempo de vida útil garantizado al momento de ofrecer productos en el mercado. 
La información contenida en el presente artículo debe ser veraz, y deberá 
considerar el número de años y/o cantidad de usos que aseguran un 
funcionamiento adecuado del producto, en condiciones de uso normal, responsable 
y adecuado del mismo. 
Artículo 5. Deber de información sobre fallas probables en el funcionamiento 
de producto 
El fabricante, proveedor e importador de los productos detallados en el artículo 2° 
de la presente ley, se encuentran obligados a describir las fallas probables en el 
funcionamiento del equipo o en su diseño que lo torne parcial o totalmente inhábil 
para el fin para el cual fue desarrollado, debiendo especificar el tiempo en el cual 
el producto, ante un uso normal, responsable y adecuado del mismo, no presentará 
desperfectos ni fallas en su funcionamiento. 
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La información brindada debe ser veraz y deberá partir de la garantía de buen 
funcionamiento brindada por el fabricante, al ser esta la parte que conoce el diseño, 
método y materiales de fabricación del producto puesto en el mercado. El 
proveedor e importador se encuentran en la obligación de asegurar que la 
información brindada por el fabricante sea veraz y no induzca en error al 
consumidor, bajo responsabilidad. 
Artículo 6. Publicidad de aparatos electrónicos  
La publicidad que esté dirigida a promocionar la adquisición de aparatos 
electrónicos, y que se difunda por cualquier soporte o medio de comunicación 
social, debe ser completa, cierta y clara, no pudiendo omitir información relevante, 
que induzcan o pueda inducir al consumidor a error sobre el origen, naturaleza, 
modo de fabricación o distribución, características, tiempo de 
funcionamiento/número de usos asegurado, calidad, cantidad, precio, condiciones 
de venta o adquisición y, en general, sobre los atributos, limitaciones o condiciones 
que corresponden en la oferta de aparatos electrónicos en el mercado. 
Las imágenes, diálogos y sonidos que se utilicen en la publicidad deben ser 
precisos en cuanto a las características del producto y a cualquier atributo que se 
pretenda destacar, siendo de capital importancia señalar el período de 
tiempo/número de usos sobre el que asegura un correcto funcionamiento del 
producto. 
Artículo 7. Advertencias publicitarias 
En la publicidad de los aparatos electrónicos, se debe consignar en forma clara, 
legible, destacada y comprensible, de acuerdo con el tipo de producto, las 
siguientes frases: 
- Duración de vida mínima en número de ciclos (el número de usos en el que 
se asegura que el aparato electrónico no presentará desperfectos). 
- Duración de vida mínima en número de años (el número de años en el que 




Artículo 8. Fiscalización y sanción 
La autoridad encargada del cumplimiento de lo establecido en los artículos 6° y 7° 
de la presente Ley, en cuanto a publicidad, es la Comisión de Fiscalización de la 
Competencia Desleal del Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y de la 
Protección de la Propiedad Intelectual (Indecopi) y las respectivas comisiones de 
las oficinas regionales, en las que se hubieran desconcentrado sus funciones, 
aplicando para el efecto lo establecido en el Decreto Legislativo 1044, Ley de 
Represión de la Competencia Desleal. 
TÍTULO III 
DISPOSICIONES SOBRE DURABILIDAD EN LA OFERTA DE LOS APARATOS 
ELECTRÓNICOS EN EL MERCADO 
Artículo 9. Promoción de la durabilidad de los productos en el mercado 
A efecto de reducir el impacto de la obsolescencia programada en el mercado y la 
consecuente vulneración a los derechos e intereses del consumidor, el Estado 
promueve la fabricación, suministro, comercialización e importación de aparatos 
electrónicos durables, que aseguren su calidad y correcto funcionamiento por un 
tiempo determinado. 
El Estado a través de los Ministerios encargados, asegura la promoción de 
beneficios fiscales, a todas las personas naturales o jurídicas, que comercialicen, 
importen, suministren y fabriquen aparatos electrónicos durables, sobre los que no 
se hayan introducido ni se vayan a introducir fallas deliberadas que afecten su 
rendimiento. 
Para la adquisición de aparatos electrónicos a favor del Estado, el órgano público 
encargado de las comprar públicas preferirá la adquisición de bienes que aseguren 
su durabilidad conforme a las medidas establecidas en la presente ley. En caso se 
determine que el Estado haya adquirido aparatos electrónicos afectados por alguna 
práctica relacionada con la obsolescencia programada, el proveedor de tales 
bienes quedará impedido para contratar con el Estado de manera permanente, sin 
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perjuicio de la responsabilidad civil y las sanciones administrativas y penales a las 
que hubiere lugar. 
Artículo 10. Garantía de buen funcionamiento de los aparatos electrónicos  
El fabricante y proveedor de los productos detallados en el artículo 2° de la presente 
ley, se encuentran obligados a garantizar el buen funcionamiento de los aparatos 
electrónicos puestos en el mercado hasta por un plazo no menor de tres (3) años.  
Durante este tiempo, el proveedor y fabricantes se encuentran en la obligación de 
brindar servicios de reparación gratuitos, ante cualquier desperfecto que se haya 
producido en el producto en condiciones de uso normal, responsable y adecuado 
del mismo. 
Artículo 11. Garantía de proveer piezas de repuesto de los aparatos 
electrónicos  
El fabricante de los productos detallados en el artículo 2° de la presente ley, se 
encuentra en la obligación de garantizar la producción de piezas de repuesto de 
los aparatos electrónicos puestos por él en el mercado, durante el tiempo de 
fabricación y/o importación del producto y hasta por un plazo no menor de un (1) 
año después de dejar de fabricar tal bien. 
Los proveedores de los productos detallados en el artículo 2° de la presente ley, se 
encuentra en la obligación de ofrecer piezas de repuesto de los aparatos 
electrónicos puestos por él en el mercado, durante el tiempo de fabricación y/o 
importación del producto y hasta por un plazo no menor de un (1) año después de 
importar tales bienes. 
Las piezas de recambio garantizadas deben ser nuevas, y deberán cumplir con la 
finalidad para la que fueron creadas. 
Artículo 12. Autoridad competente 
El Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y de la Protección de la 
Propiedad Intelectual (Indecopi) es la autoridad con competencia primaria y de 
alcance nacional para conocer las presuntas infracciones a las disposiciones 
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contenidas en la presente Ley, así como para imponer las sanciones y medidas 
correctivas establecidas en el Código de Protección y Defensa del Consumidor. 
Dicha competencia solo puede ser negada cuando ella haya sido asignada o se 
asigne a favor de otro organismo por norma expresa con rango de ley. 
DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS FINALES 
PRIMERA. - Política pública contra la lucha de la obsolescencia programada 
El Poder Ejecutivo, con participación de los sectores o ministerios 
correspondientes, debe diseñar e implementar, una política pública para la 
educación, sensibilización, promoción de investigación, tecnología u otras 
relacionadas para luchar contra la implementación de prácticas relacionadas a la 
obsolescencia programada, promoviendo para ello la producción de productos 
durables y sostenibles, orientados a mitigar el impacto negativo en el ambiente y la 
contaminación que produce la obsolescencia programada, pudiendo incluir un plan 
de estímulos, reconocimientos, incentivos sean tributarios o no, para promover el 
ecodiseño de los productos, y la preferencia de la reparación de productos, sobre 
el consumismo. 
DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS MODIFICATORIAS 
PRIMERA. -  Modificación de la Ley N° 29571 – Código de Protección y 
Defensa del Consumidor 
Modifíquese los artículos IV, 1, 3, 8, 9,11 de la Ley 29571, Código de Protección y 
Defensa del Consumidor conforme al siguiente texto: 
Artículo IV.- Definiciones 
Para los efectos del presente Código, se entiende por: (…) 
9. Obsolescencia Programada. - Planificación o programación premeditada 
destinada a acortar la vida útil de un producto, a efecto que se torne obsoleto, no 
funcional, inútil o inservible para la finalidad por la que fue creado. 
10. Aparato Electrónico. – Producto que combina componentes electrónicos 
organizados en circuitos, que, para cumplir una tarea, utiliza energía eléctrica 
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alterándola, ya sea por transformación, amplificación/reducción o interrupción, y 
que es utilizado cotidianamente para el entretenimiento, las comunicaciones, la 
oficina y el hogar. 
Artículo 1.- Derechos de los consumidores 
1.1 En los términos establecidos por el presente Código, los consumidores tienen 
los siguientes derechos: (…) 
l. Derecho a la protección efectiva frente a las prácticas catalogadas dentro del 
campo de la obsolescencia programada, garantizando el acceso de información 
referido al tiempo de vida útil del producto, así como su reposición y reparación. 
Artículo 3.- Prohibición de información falsa o que induzca a error al 
consumidor 
Está prohibida toda información o presentación u omisión de información que 
induzca al consumidor a error respecto a la naturaleza, origen, modo de fabricación, 
componentes, usos, volumen, peso, medidas, precios, forma de empleo, 
características, propiedades, idoneidad, cantidad, calidad o cualquier otro dato de 
los productos o servicios ofrecidos.  
En aquellos casos en que el producto sea un aparato electrónico, esta 
prohibición incluye aquella información falsa o que induzca en error al 
consumidor, respecto al período de vida útil estimado; sin perjuicio de las 
demás reconocidas en el presente artículo. 
Artículo 8.- Información sobre productos manufacturados 
Toda información sobre productos de manufactura nacional proporcionada a los 
consumidores debe efectuarse en términos comprensibles en idioma castellano y 
de conformidad con el Sistema Legal de Unidades de Medida. Tratándose de 
productos de manufactura extranjera, debe brindarse en idioma castellano la 
información relacionada con los ingredientes, los componentes, las condiciones de 
las garantías, los manuales de uso, las advertencias, las características, el 
tiempo de vida útil del producto y los riesgos previsibles, así como los cuidados 
a seguir en caso de que se produzca un daño. 
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Artículo 9.- Información acerca de las limitaciones en el suministro de partes 
y accesorios 
En el caso de la producción, fabricación, ensamble, importación, distribución o 
comercialización de productos respecto de los que no se brinde el suministro 
oportuno de partes y accesorios o servicios de reparación y mantenimiento o en los 
que dichos suministros o servicios se brinden con limitaciones, los proveedores 
deben informar de tales circunstancias de manera clara e inequívoca al 
consumidor. De no brindar dicha información, quedan obligados y son 
responsables por el oportuno suministro de partes y accesorios, servicios de 
reparación y de mantenimiento de los bienes que produzcan, fabriquen, 
ensamblen, importen o distribuyan, durante el lapso en que los comercialicen en el 
mercado nacional y, posteriormente, durante un lapso razonable en función de la 
durabilidad de los productos.  
En el caso de aparatos electrónicos producidos en un plazo no mayor a los 
tres (3) años, el suministro de partes y accesorios, servicios de reparación y 
mantenimiento por parte de las empresas proveedoras es obligatorio, 
quedando obligados en todos los casos al oportuno suministro de piezas 
durante el tiempo en que se siga fabricando el producto y hasta por un plazo 
no menor de un (1) año después de la última fecha de importación. 
Artículo 11.- Información sobre productos no originales o con defectos 
Cuando se expende al público productos con alguna deficiencia o defecto, usados, 
reconstruidos o remanufacturados, debe informarse notoriamente esta 
circunstancia al consumidor, mediante mecanismos directos de información, 
haciéndolo constar indistintamente en los propios artículos, etiquetas, envolturas o 
empaques, y en los comprobantes de pago correspondientes, siendo su 
responsabilidad acreditar el cumplimiento de dicha obligación. El incumplimiento de 
esta exigencia es considerado contrario a la buena fe en el comportamiento exigible 
al proveedor.  
En el caso de prácticas consideradas dentro del campo de la obsolescencia 
programada, se presume la vulneración al derecho de información aquí 
reconocido, siendo responsable el proveedor por cualquier práctica 
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destinada a acortar el período de vida útil del producto adquirido por el 
consumidor. 
SEGUNDA. – Incorporación de los Artículos 11-A, 14-A, 22-A y 23-A en la Ley 
N° 29571 – Código de Protección y Defensa del Consumidor 
Incorpórese el Artículo 11-A en la Ley 29571, Código de Protección y Defensa del 
Consumidor conforme al siguiente texto: 
Artículo 11-A.- Información referente al tiempo de vida útil del producto 
El proveedor tiene la obligación de ofrecer al consumidor información referente al 
período de vida útil de los productos puestos en el mercado, así como garantizar la 
utilidad de los mismos durante este período.  
Cuando el proveedor exhiba los productos, deberá consignar rótulos, letreros, 
etiquetas que indiquen de forma destacada la información referente al periodo de 
vida útil garantizado, con la finalidad que el consumidor adopte una decisión de 
consumo acorde con sus efectivas necesidades. 
Artículo 14-A. - Publicidad de aparatos electrónicos  
La publicidad que esté dirigida a promocionar la adquisición de aparatos 
electrónicos, y que se difunda por cualquier soporte o medio de comunicación 
social, debe ser completa, cierta y clara, no pudiendo omitir información relevante, 
que induzcan o pueda inducir al consumidor a error sobre el origen, naturaleza, 
modo de fabricación o distribución, características, tiempo de 
funcionamiento/número de usos asegurado, calidad, cantidad, precio, condiciones 
de venta o adquisición y, en general, sobre los atributos, limitaciones o condiciones 
que corresponden en la oferta de aparatos electrónicos en el mercado. 
Las imágenes, diálogos y sonidos que se utilicen en la publicidad deben ser 
precisos en cuanto a las características del producto y a cualquier atributo que se 
pretenda destacar, siendo de capital importancia señalar el período de 




Artículo 22-A. Garantía de buen funcionamiento de los aparatos electrónicos  
El fabricante y proveedor de aparatos electrónicos se encuentran obligados a 
garantizar el buen funcionamiento de los productos puestos en el mercado hasta 
por un plazo no menor de tres (3) años.  
Durante este tiempo, el proveedor y fabricantes se encuentran en la obligación de 
brindar servicios de reparación gratuitos, ante cualquier desperfecto que se haya 
producido en el producto en condiciones de uso normal, responsable y adecuado 
del mismo. 
Artículo 23-A. Producción y Suministro de piezas de repuesto de los aparatos 
electrónicos  
El fabricante de aparatos electrónicos se encuentra en la obligación de garantizar 
la producción de piezas de repuesto de los aparatos electrónicos puestos por él en 
el mercado, durante el tiempo de fabricación y/o importación del producto y hasta 
por un plazo no menor de un (1) año después de dejar de fabricar tal bien. 
Los proveedores de los aparatos electrónicos, se encuentra en la obligación de 
ofrecer piezas de repuesto de los productos puestos por él en el mercado, durante 
el tiempo de fabricación y/o importación del producto y hasta por un plazo no menor 
de un (1) año después de importar tales bienes. 
Las piezas de recambio garantizadas deben ser nuevas, y deberán cumplir con la 
finalidad para la que fueron creadas. 
TERCERA. – Modificación del Decreto Legislativo N° 1044 – Decreto 
Legislativo que aprueba la Ley de Represión de la Competencia Desleal 
Modifíquese el artículo 8 del Decreto Legislativo N° 1044 – Ley de Represión de la 
Competencia Desleal conforme al siguiente texto: 
Artículo 8.- Actos de engaño. -  
8.1. Consisten en la realización de actos que tengan como efecto, real o potencial, 
inducir a error a otros agentes en el mercado sobre la naturaleza, modo de 
fabricación o distribución, características, tiempo de vida útil del producto, 
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durabilidad, aptitud para el uso, calidad, cantidad, precio, condiciones de venta o 
adquisición y, en general, sobre los atributos, beneficios o condiciones que 
corresponden a los bienes, servicios, establecimientos o transacciones que el 
agente económico que desarrolla tales actos pone a disposición en el mercado; o, 
inducir a error sobre los atributos que posee dicho agente, incluido todo aquello que 
representa su actividad empresarial. (…) 
CUARTA. - Modificación del Decreto Legislativo N° 1304 – Decreto Legislativo 
que aprueba la Ley de Etiquetado y Verificación de los Reglamentos Técnicos 
de los Productos Industriales Manufacturados  
Modifíquese el artículo 3° del Decreto Legislativo N° 1304 – Decreto Legislativo que 
aprueba la Ley de Etiquetado y Verificación de los Reglamentos Técnicos de los 
Productos Industriales Manufacturados conforme al siguiente texto: 
Artículo 3.- Información del etiquetado 
El etiquetado debe contener la siguiente información: (…) 
j) En caso de aparatos electrónicos, el tiempo de vida útil de los productos, ya sea 
en años o en número de usos, que aseguren un adecuado funcionamiento del 
producto durante ese tiempo o número de usos. (…) 
QUINTA. - Derogación genérica 
Deróguense todas las disposiciones legales o administrativas, de igual o inferior 

















Duración de vida mínima 
en número de ciclos 
Duración de vida mínima 
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1. La obsolescencia programada es un problema existente en el mercado de 
consumo actual, el cual puede ser demostrado con la cantidad de casos y 
legislaciones referidos a su estudio a nivel internacional; razón por la que el 
problema existe y por el que debe ser analizado de conformidad con la 
normativa nacional. 
2. La práctica de la obsolescencia programada genera un impacto negativo en 
el mercado de la electrónica de consumo, al transgredir derechos de los 
consumidores y compromisos ambientales asumidos por el Estado, 
convirtiéndose de esta forma en una práctica que debe ser controlada a 
través de la legislación nacional. 
3. De conformidad con lo expuesto a lo largo de la presente tesis, el derecho a 
la información sobre las características del producto, exige entre otros, la 
obligación que se informe sobre el tiempo de vida útil del producto, para 
adoptar una decisión de consumo adecuada; de tal forma, que la 
obsolescencia programada representa una vulneración directa a los 
derechos y deberes de información, idoneidad, y garantía de uso y buen 
funcionamiento reconocidos en el Código de Protección y Defensa del 
Consumidor Peruano.  
4. Si bien la regulación normativa actual podría ser considerada suficiente para 
el control de prácticas consideradas dentro del campo de la obsolescencia 
programada, lo cierto es que la vulneración que genera esta práctica 
trasciende las normas generales dispuestas en el derecho del consumidor, 
de forma que debe buscarse la implementación de una regulación específica 
de la materia, a fin de poder establecer medidas efectivas para su control. 
5. A fin de controlar el impacto de la obsolescencia programada en el derecho 
del consumidor peruano, el sistema debe implementar medidas legislativas 
como el deber de información de vida útil del producto, uso de etiquetas que 
aseguren el correcto funcionamiento del producto, garantías específicas que 
aseguren el funcionamiento el producto y la existencia de piezas de 
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recambio por un tiempo determinado, entre otras;   a fin de reducir el impacto 
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PROYECTO DE TESIS 
I. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
1.1.  Enunciado del Problema 
“El derecho a la información de la vida útil de los aparatos electrónicos y la 
necesaria regulación de la obsolescencia programada en la legislación 
peruana” 
1.2.  Descripción del Problema 
El problema materia de la presente investigación busca realizar un análisis 
de la práctica denominada obsolescencia programada y su necesaria 
regulación legislativa en nuestro país, siendo que la reducción deliberada de 
la vida útil de los productos y la falta de información respecto a este hecho, 
viene generando que los consumidores no tengan la posibilidad de tomar 
una decisión o realizar una elección de consumo que se ajuste a sus 
verdaderas necesidades; lo que representa una vulneración a la protección 
de sus intereses económicos y personales, reconocidos normativamente, 
como derechos del consumidor. 
Para ello, y tal y como se observará en el desarrollo de la presente 
investigación, se realizará una descripción de la obsolescencia programada 
como una práctica frecuente en el mercado de consumo, así como un 
análisis de su incidencia en el derecho, para determinar la necesidad de su 
regulación en la normativa nacional, a través de la obligación de los 
fabricantes y proveedores de entregar la información referente a la vida útil 
de los productos que ofrecen; ello como parte de la protección constitucional 
de los derechos de los consumidores. 
Asimismo, la tesis propuesta se enfocará tan solo en algunos de los 
productos que se ven afectados por esta práctica como una primera 
aproximación al desarrollo legislativo y doctrinario que debe ser realizado 
respecto al problema materia de investigación, siendo importante mencionar 
133 
 
que se escogió la electrónica de consumo, al ser que en este campo 
encontramos los productos que han sido más afectados por esta técnica 
empresarial, además de ser los que generan mayor preocupación en el 
campo de la protección ambiental. 
II. INTERROGANTES Y OBJETIVOS 
2.1. Interrogantes 
- ¿La práctica de la obsolescencia programada debe ser regulada por el 
derecho? 
- ¿La obsolescencia programada representa una práctica contraria a los 
derechos del consumidor? 
- ¿Es necesaria la modificación normativa para la protección del consumidor 
respecto a la práctica de la obsolescencia programada o la regulación actual 
es suficiente para su control? 
- ¿Es necesario brindar información referente a la vida útil de los productos?  
2.2. Objetivos  
 General 
Demostrar la necesidad de la regulación de la obsolescencia programada 
en el derecho del consumidor peruano 
 Especifico 
Determinar si la práctica de la obsolescencia programada puede vulnerar 
los derechos a la información y protección de intereses del consumidor. 
Implementar medidas legislativas en el ordenamiento jurídico peruano, 





Determinar si es necesario regular el derecho a la información de la vida 
útil de los productos electrónicos desde el derecho del consumidor.  
III. JUSTIFICACIÓN DEL PROBLEMA 
En principio, el tema de la presente tesis requiere ser investigado dada la 
relevancia y actualidad del desarrollo tecnológico en el mercado y el 
proceso de globalización existente, los cuales, han hecho posible que sea 
cada vez sea más común que los productores de aparatos electrónicos 
implementen medidas relacionadas con la obsolescencia programada, a fin 
de incentivar el consumo y la adquisición de sus productos de forma 
frecuente. 
Así, la práctica de la obsolescencia programada obliga a los consumidores 
a reemplazar sus productos, y por tanto realizar una erogación de dinero, 
como consecuencia de la falta de leyes claras que impidan prácticas 
contrarias a sus intereses, o que por lo menos les brinden seguridad para 
asegurar una decisión de consumo acorde a sus reales necesidades; razón 
por la cual la justificación de la presente investigación se enmarca en la 
necesidad de regular normativamente la obligación de las empresas y 
proveedores, de otorgar información referente a la vida útil de los productos 
que ofrecen en el mercado, protegiendo así el derecho que nuestra 
legislación ofrece al consumidor peruano.  
Del mismo modo, es de especial relevancia mencionar el escaso desarrollo 
doctrinario de este tema en nuestro país, siendo importante resaltar que a 
pesar de la existencia de aportes jurisprudenciales y doctrinarios en la 
región y a nivel global, no existe a la fecha un antecedente que realice una 
investigación del tema desde un enfoque nacional que permita un 
acercamiento claro a los derechos del consumidor peruano frente a tal 
práctica, razón por la cual la presente investigación se convierte en una de 
las primeras de su tipo, permitiendo abrir el camino para futuros aportes 





IV. MARCO TEORICO 
4.1. Conceptos Básicos  
1. Derecho de Consumidor:  
Se entiende por derechos del consumidor al conjunto de normativas y leyes 
que tienen como objetivo principal asegurar la defensa de cualquier tipo de 
consumidor ante situaciones en las cuales no se respete su poder o su 
condición de consumidor.9 
2. Derecho a la Información: 
El derecho a la información de los consumidores es aquel que pone a 
disposición del consumidor, de manera clara, efectiva y comprensible; 
todos aquellos elementos necesarios para que este tome una decisión de 
consumo adecuada en la adquisición de bienes o servicios, en particular; 
las advertencias, riesgos previsibles, precauciones, limitaciones, requisitos 
y condiciones relacionados con la adquisición de los productos ofertados.10 
3. Consumidor: 
Anteriormente, se le consideraba consumido únicamente al destinatario 
final, entendido éste como la persona natural o jurídica que ocupa el último 
eslabón de la cadena producción consumo11. Posteriormente, mediante la 
jurisprudencia vinculante, recogida en el Código de Protección y defensa 
del Consumidor, se estableció como consumidor, a aquella personas 
natural o jurídica que adquiere, utiliza o disfruta como destinatario final 
productos o servicios materiales e inmateriales, en beneficio propio o de su 
grupo familiar o social, actuando así en un ámbito ajeno a una actividad 
empresarial o profesional. No se considera consumidor a quien adquiere, 
                                                          
9  Definición extraída de ABC https://www.definicionabc.com/derecho/derechos-del-
consumidor.php 
10  Resolución N" 1602-2007fTDC-INDECOPI de 03 de setiembre de 2007. 
11 CARBONELL O’BRIEN Esteban (2015) Análisis al Código de Protección y Defensa del 
Consumidor. Jurista Editores E.I.R.L. Pág. 40 
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utiliza o disfruta de un producto o servicio normalmente destinado para los 
fines de su actividad como proveedor.12 
Asimismo, el Tribunal Constitucional define como consumidor a “aquella 
persona natural o jurídica que adquiere, utiliza o disfruta de determinados 
productos (como consumidor) o servicios (como usuario) que previamente 
han sido ofrecidos en el mercado” 13. 
4. Obsolescencia Programada:  
Doctrinariamente se establece que la obsolescencia no únicamente debe 
ser catalogada como una práctica, sino que además como lo reconoce 
MIRAGEM (2013) como una “estrategia negocial” que tiene la intención de 
abreviar el ciclo de vida de los productos, condicionando su sustitución 
futura, a través de la reducción artificial de la duración del producto o del 
ciclo de vida de sus componentes para forzar la compra prematura de sus 
elementos o de un producto con las mismas características14. 
En esta misma línea de ideas, SOTO PINEDA (2013) la define como una 
“estrategia de manufactura implementada por las empresas para limitar la 
vida útil de los productos que fabrica, generando una expiración controlada 
en virtud de la cual dichos productos pasarán a ser inservibles y/o inútiles 
en una fecha conocida y planificada”15. 
Por su parte, EL MUNDO la define como “la determinación o programación 
del fin de la vida útil de un producto.”, con la finalidad que “tras un período 
de tiempo calculado de antemano por el fabricante, este se torne obsoleto, 
inservible o no funcione adecuadamente por diversos procedimientos. 
(Siendo)El objetivo de esta táctica, que el consumidor vuelva a comprar 
                                                          
12  Definición extraída de la Ley N° 29571 Código de Protección y Defensa del Consumidor 
13  Fundamento 63 de la Sentencia recaída en el Exp. N| 3330-2004-AA/TC 
14  MIRAGEM, Bruno (2013) Consumo sustentável e desenvolvimento: por uma agenda comum 
do direito. Revista do Ministerio Público do RS. Porto Alegre. n.74. p. 241 
15  SOTO PINEDA, Jesús (2013) En torno a la relevancia jurídica de una estrategia empresarial 
consolidada y subyacente: La obsolescencia programada, Universidad Externado de 
Colombia, Bogotá, , p. 4. 
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otro producto, algo que promueve el consumismo irresponsable y que tiene 
un impacto crítico en el medio ambiente”16. 
5. Relación de consumo 
Es la relación jurídica patrimonial por la cual un consumidor adquiere un 
producto o contrata un servicio con un proveedor a cambio de una 
contraprestación económica.17  
6. Aparatos electrónicos de consumo 
Son todos los equipos electrónicos utilizados cotidianamente y que 
generalmente se utilizan para el entretenimiento, las comunicaciones y la 
oficina. Dentro de los productos clasificados bajo la categoría de 
electrónica de consumo encontramos el computador personal, los 
teléfonos, los MP3, los equipos de audio, televisores, calculadoras, GPS 
Sistema de navegación para automóviles, cámaras digitales, reproductores 
entre otros.18 
4.2. Codificación de Temas y Subtemas tentativo 
INTRODUCCIÓN 
CAPITULO I. LA OBSOLESCENCIA PROGRAMADA: ORIGENES Y 
ANÁLISIS DE SU PRÁCTICA EN LOS APARATOS ELECTRONICOS DE 
CONSUMO EN EL MERCADO 
I. DEFINICIÓN DE LA OBSOLESCENCIA PROGRAMADA 
II. ORÍGENES DE LA OBSOLESCENCIA PROGRAMADA Y SU 
DESARROLLO EN LA HISTORIA 
                                                          
16   EL MUNDO (2017) La UE quiere acabar con la obsolescencia programada. Extraído de 
https://www.elmundo.es/tecnologia/2017/07/11/59647d7dca4741c70b8b4597.html el 10 de 
marzo de 2019.  
17  Definición extraída de la Ley N° 29571 Código de Protección y Defensa del Consumidor 
18  Definición extraída de https://es.wikipedia.org/wiki/Electr%C3%B3nica_de_consumo 
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III. MODALIDADES EN LA PRACTICA DE LA OBSOLESCENCIA 
PROGRAMADA EN LOS APARATOS ELECTRONICOS DE 
CONSUMO 
a. La electrónica de consumo como caldo de cultivo de la obsolescencia 
programada 
b. Obsolescencia Objetiva 
i. Obsolescencia Objetiva Técnica 
ii. Obsolescencia Objetiva Funcional 
iii. Obsolescencia Objetiva Informática 
iv. Obsolescencia Objetiva de Notificación 
c. Obsolescencia Psicológica 
IV. ANALISIS DE LA PRACTICA DE LA OBSOLESCENCIA 
PROGRAMADA EN LOS APARATOS ELECTRONICOS DE 
CONSUMO Y SU INFLUENCIA EN EL MERCADO 
CAPITULO II. LEGISLACIÓN Y JURISPRUDENCIA COMPARADA. UN 
PRIMER ACERCAMIENTO A LA NECESARIA REGULACION NORMATIVA 
CONTRA LA OBSOLESCENCIA PROGRAMADA EN NUESTRO PAÍS 
I. LEGISLACIÓN 
a. Resolución del Parlamento Europeo 2016/2272 sobre una vida útil más 
larga para los productos: VENTAJAS PARA LOS CONSUMIDORES Y 
LAS EMPRESAS 
b. Dictamen del Comité Económico y Social Europeo 2014/C 67/05: “Por 
un consumo más sostenible: La duración de la vida de los productos 
industriales y la información al consumidor para recuperar la confianza” 
c. Directiva 2005/29/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, relativa a 
las prácticas comerciales desleales de las empresas en relación con los 
consumidores en el mercado interior 
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II. JURISPRUDENCIA RELEVANTE 
a. EUROPA 
i. Caso Samsung/Apple multa Italia: Resoluciones de la Autoridad Garante 
de la Competencia y el Mercado PS11009-PS11039  (2018)  
b. ESTADOS UNIDOS 
i. Caso Westley vs. Apple Computer Inc (2003) 
c. BRASIL 
i. Caso Leticia Soster Arrosi vs Apple Incorporation (2013) 
ii. Caso Instituto Brasileiro de Politica e Direito da Informatica vs Apple 
Incorporation (2013) 
d. CHILE 
i. Organización de Consumidores y Usuarios de Chile vs. Apple Chile 
Comercial LTDA / Innovación y Tecnología Empresarial ITEM LTDA/ 
Reifshneider S.A.  
CAPITULO III. EL DERECHO A LA INFORMACIÓN Y PROTECCION DE 
LOS INTERESES DEL CONSUMIDOR EN LA REGULACIÓN PERUANA Y 
EL NECESARIO TRATAMIENTO DE LA OBSOLESCENCIA 
PROGRAMADA  
I. EL TRATAMIENTO DEL DERECHO A LA INFORMACIÓN EN LA 
LEGISLACIÓN PERUANA  
a. El derecho a la información como derecho fundamental 
b. El derecho a la información en el Código de Protección y Defensa del 
Consumidor  
c. Tratamiento jurisprudencial del derecho a la información en Perú 
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d. Límites al derecho a la información. ¿Qué información debe ser otorgada 
al consumidor? 
II. EL DERECHO A LA PROTECCIÓN DE LOS INTERESES DEL 
CONSUMIDOR  
a. El derecho a la protección de los intereses económicos y personales del 
consumidor 
b. Tratamiento del derecho a la protección de los intereses del consumidor 
en la jurisprudencia peruana 
III. FINALIDAD DEL DERECHO DEL CONSUMIDOR Y LA 
OBSOLESCENCIA PROGRAMADA COMO UNA PRÁCTICA 
CONTRARIA A LOS PRINCIPIOS Y DERECHOS QUE LO 
COMPONEN 
IV. LAS GARANTÍAS EN LAS RELACIONES DE CONSUMO. ¿ES 
NECESARIA LA REGULACIÓN DE LA OBSOLESCENCIA 
PROGRAMADA EN EL DERECHO DEL CONSUMIDOR PERUANO? 
CONCLUSIONES 
V. ANTECEDENTES INVESTIGATIVOS 
Previa a la realización del presente proyecto, se buscó antecedentes de 
investigativos vinculadas al tema propuesto, tanto en los repositorios de las 
universidades locales, como en el Registro Nacional de Trabajos de 
investigación (RENATI) no encontrando registros que se asemejen al 
problema y tema planteado.   
VI. HIPÓTESIS 
Dado que la obsolescencia programada vulnera el derecho a la información 
y la protección de los intereses económicos de consumidor respecto a los 
productos que adquiere, es probable que sea necesario regular el derecho 
a la información de la vida útil de los productos electrónicos y la protección 
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del consumidor frente a la obsolescencia programada en la legislación 
peruana 
VII. MARCO OPERATIVO 
7.1.  Fuentes de Consulta 
 Fuentes Primarias: 
Constitución Política del Perú de 1993, Ley N° 29571 Código de Protección 
y Defensa del Consumidor, Doctrina, Legislación y Jurisprudencia 
extranjera. 
 Fuentes Secundarias: 
Observación, análisis y comparación de bibliografía y jurisprudencia. 
7.2. Estrategia Metodológica 
 En principio se revisará el concepto de obsolescencia programada, así 
como su desarrollo a lo largo de los años, a fin de establecer las formas en 
las que se presenta y su incidencia en el mercado. 
 Seguidamente se realizará una aproximación del tratamiento de la 
obsolescencia programada a nivel internacional, ello con la finalidad de 
reconocer su implicancia en el derecho y la preocupación a nivel global 
para su regulación. 
 Posteriormente, se analizará la necesidad de la regulación de dicha 
práctica en la legislación peruana, de conformidad con el derecho a la 
información y protección de los intereses del consumidor establecidos en 
el Código de protección y defensa del consumidor. 
 Finalmente, y con la información y análisis efectuados, brindar una 
propuesta legislativa acorde con dicho problema jurídico. 
7.3. Tipo y Nivel de la Investigación 
 Tipo: Documental 
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 Nivel: Descriptiva - Analítica – Propositiva 
7.4. Métodos utilizados 
En el presente estudio utilizaremos el método dogmático – axiológico; con 
la finalidad de encontrar la solución justa de tema materia de investigación. 
Asimismo, se utilizará el método analítico con la finalidad de distinguir los 
elementos de la obsolescencia programada y en consecuencia la forma 
como deberá regularse esta práctica en nuestra legislación. Finalmente se 
utilizará el método analógico, con la finalidad de encontrar las diferencias y 
similitudes en la doctrina y jurisprudencia comparada, que permita brindar 
un acercamiento a la posible regulación que deberemos tomar en cuenta 
para la regulación de la práctica de la obsolescencia programada en 
nuestro país. 
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